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A GUISA DE PROLOGO 



Ansioso de que la impresión primera de quien 
abriese éste libro no fuera la que puede dejar la 
lectura de mis escritos, solicité del excelentísimo 
Sr. D. Joaquin Gil Bérges, fiando en cariño, aten- 
ciones y benevolencia para conmigo que nunca 
agradeceré bastante, un prólogo, unas líneas, tras 
las que pudiera ocultar las deñcencias de este 
trabajo. 

Seguro estaba de conseguir mi intento. De quien 
tantos consejos he recibido, de jurisconsulto tan 
ilustre y respetado, creía poder lograr que tras la 
lectura de las cuartillas por mí escritas, me hiciera 
la merced de concederme ante su firma una idea, 
un pensamiento acerca de la extradición; idea y 
pensamiento que cual suyos, tenían lo que á los 
míos faltaba: valía y autoridad. 
^ Las líneas que esperaba las he recibido y á con- 
tinuación las trascribo, después de rogar encareci- 
damente á quien las leyere que admita de ellas 
aquello en que se vela mano del jurista compe- 
tente, que lea por cima aquellas otras en que el 
maestro al juzgar al que casi no se atreve á lla- 
marse su discípulo, hace desaparecer el criterio de 
autoridad cubierto completamente por lazos de 



amistad, por la benevolencia, qud consignen ha- 
cer ver como bueno aquello en lo que la intención 
es la única cualidad en que la bondad resalta. 
He aquí el escrito á que me refiero: 

«Amigo Gascón: Heleído atentamente tu trabajo 
acerca de La extradición ante el Derecho internacional 
y por él te felicito de todo corazón. 

»E1 orden expositivo á que te has sujetado «n el 
desarrollo de la materia acusa perfecto conoci- 
ipiento del conj unto de ella. 

»Los fundamentos sobre que se basa la extradi- 
ción, determinados, por su origen en las relaciones 
internacionales, por su gestación histórica hasta 
constituir derecho escrito y por los fines que con 
ella persiguen los Estados, evidencian según te 
habías propuesto, que no se trata de un algo sin 
realidad, sino de una verdadera institución jurí- 
dica, con tendencia á ampliarse y fijarse más cada 
día, hp^sta hacer imposible sobre la superficie de 
la tierra la impunidad de los delincuentes. 

»La enumeración de los tratados ajustados des- 
de 1859 al presente, constituye una demostra- 
ción elocuente de cómo los diversos pueblos ci- 
vilizados han ido convirfciendo en preceptos posi- 
tivos los principios abstractos de la ciencia, con 
utilidad recíproca y en desagravio de la humani- 
dad, que se creía humillada con la existencia de 
refugios para, los criminales y de asilos para los 
malvados. 

»Fuera de eso, el concienzudo examen que has 
hecho acerca de lo que podríamos llamar el sujeto 
de la extradición, acerca de la extensión de ésta en 
cuanto á las acciones punibles que deben ser moti- 
vo de la demanda y acerca de los principios gene- 
rales de procedimiento para regular el ejercicio, 
nada deja que desear. 



»En suma amigo Gagcón,d«clárote con toda leal* 
tad, que tu trabajo acerca de La Extradición ante 
ti Derecho internacional^ es una acabada monografía 
de la materia, pues que dilucidas en él cuanto se 
relaciona con la extraterritorialidad de la ley penal, 
desde las raices de que arranca, hasta su actuali- 
dad escrita, pasando por sus varios accidentes, de 
gestación, desarrollo y ejercicio.» 

Eepítote mi sincera felitación. 

Joaquín Gil Bérges. 
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O son los intereses particulares de unos 
cuantos individuos, ni los exclusivos de 
una Nación ó Estado determinado, ,los que se agitan 
en el Derecho penal, al traíi5pasar éste, los límites d« 
la nacionalidad. Al examinar esa rama del derecho 
en la esfera internacional, aparece por modo claro y 
evidente, que por encima de esos intereses, ge ha- 
llan los de la humanidad toda y que al tratar de es- 
tudiar y dar solucíión á las múltiples y difíciles cues- 
tiones qu3 tanto en el terreno científico, como en el 
de la práctica, nos salen al paso, es preciso que 
nuestra inteligencia no tome como guía esos particu- 
lares intereses, sino que comprendiendo la parte que 
en la persecución y castigo del hecho punible, debe 
tomar la sociedad, y el interés grandísimo que la hu- 
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manidad tiene en que el derecho no sea perturbado, 
y en que si lo ha sido, se prosure el restablecimiento 
del orden jurídico, aparezca entre los Estados cierta 
solidaridad y nazcan determinadas relaciones inter- 
nacionales, cuyo fin no sea otro, quo- procurar el im- 
perio de la justicia, el reinado del derecho en la vida. 

«Si para evitar la impunidad de los delitos que 
puedan cometer los subditos de todas las naciones, 
se busca una ley internacional, como el «Convenio de 
Ginebra»; no la hallaremos, pero sí observamos que 
todos los países, van concluyendo tratados de extra- 
dición, que en ellos se incluye cada día mayor número 
de infracciones y que sus cláusulas van teniendo cada 
día semejanza mayor, no puede desconocerse que 
existe y se perfecciona rápidamente el Derecho de 
gentes positivo, respecto al cumplimiento de la justi- 
cia penal. A ese progreso contribuye el de la ciencia 
del derecho y la necesidad cada día mayor, de no 
hacerle espirar en la frontera.» 

Gran verdad encierran las anteriores palabras, en 
las que expresaba su opinión la insigne escritora doña 
Concepción Arenal ^^\ Negar la idea en ellas desarro- 
llada, es no querer rendirse á la evidencia. El pro- 
greso científico, los múltiples é interesantísimos estu- 
dios he:-hos en las ciencias penales, la extensión que 
va logrando cada día más y más el orden internacio- 
nal y el Derecho que á él se refiere, nos explican de 
modo acabado, el que se consideren hoy la extradi- 
ción, los tratados y leyes que la regulan, como una 
prueba de los progresos realizados por los Estados 

(1) En sa Ensayo sobre el Derecho de gentes, 
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en el camino de la justicia y del orden, como un 
avance más para lograr la persuasión de que el cri- 
minal, cual desea Beecaria, no encuentre un palmo 
de tierra donde queden impunes sus delitos, y que la 
acción del Estado sea en todo caso eficaz para repri- 
mir la perturbación del orden jurídico. 

Hablar de acción penal en el orden internacional, 
y no sostener el fundamento racional y la eficacia de 
aquellas instituciones, cuyo fin no es otro que tratar 
de lograr aquello á que todo miembro de la humani- 
dad debe aspirar, que lo que según el derecho lla- 
mado Natural, es una trasgresión, es un atentado al 
orden de Derecho, es un delito, que merece que á su 
autor se le aplique una determinada pena, no quede 
impune porque el delincuente traspase la frontera de 
una nación; es no querer reconocer la justicia de los 
principios más rudimentarios del derecho de castigar. 
La acción solidaria de las naciones — se ha dicho — ^*) 
para el castigo de los mayores deUncuentes y para 
evitar que cualquier sociedad civil se vea infestada á 
causa de la impunidad, parece no ya misión civiliza- 
dora, sino ejercicio de legítimo derecho y mejor aun 
cumplimiento de un deber. 

¿Qué extraño es que influidos por estas ideas y por 
la necesidad grandemente sentida de que allí donde 
vaya el criminal le alcance la pena de su delito, los 
hombres de ciencia pidan la reforma del actual estado 
de cosas, y en su afán de hallar el medio de asegurar 
la represión de los delitos, expongan teorías diversas, 



(1) Proyecto de Código Penalltaliano.— Exposición de mo- 
tivos. 
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en las que no pueds menos de reconocerse h bondad 
d3l fin á que aspirgín? 

El problema es de interés grandísimo, las dificul- 
tades con las que se tropieza no son escasas. Sin la 
reforma del actual Derecho de Gentes, se dice, í*) que 
la ley penal no puede en todos los casos conseguir 
sus fines, y los conflictos referentes al Derecho Penal 
en el orden internacional van tomando cada día un 
mayor desarrollo bajo el punto de vista práctico. De 
un lado hay que considerar el ejercicio de la sobera- 
nía territorial, de otro las relaciones que deben exis- 
tir entre los Estados, y sobre todo ello, la idea pri- 
mordial que jamás debemos olvidar, el crimen: pide 
la aplicación de la pena, la trasgresión de derecho 
exige la reparación del orden perturbado, la justicia 
cual exclamaba Brocher «-es una deuda de la huma- 
nidad». 

He hablado de teorías, que con relación á la cues- 
tión de que se trata, se vienen sosteniendo, y necesa- 
rio es indicar algo relativo á ellas, algo que nos sirva 
de norma, que nos abra el camino, para llegar al 
punto concreto que ha de S3r objeto de nuestro exa- 
men. 

Que el poder del Estado en materia criminal tan 
solo debe llegar á las fronteras, á los límites del te- 
rritorio; es lo sostenido por los que examinando so- 
lamente el ejercicio de la soberanía territorial y dan- 
do no más que este efecto á las leyes penales, creen 
que únicamente los delitos cometidos dentro del te- 
rritorio, deben ser perseguidos y castigados según 

(1) Groizard, <discursos A. C. Morales y PoKtícas, t. IV, p. 92 
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las leyes de la Nación. Inútil es hablar, al examinar 
esta teoría, de los delitos que se cometen más allá 
de los límites territoriales de im Estado, ya por sus 
subditos, ya por otros y que puedan afectar á sus in- 
tereses; para los que son partidarios de esta teoría^ 
llamada territorial, esos delitos se hallan más allá de 
donde alcanza la jurisdicción de ese Estado. 

En oposición á ese principio territorial, sostienen 
otros que la competencia del Estado llega á las in- 
fracciones cometidas en el extranjero por sus subdi- 
tos. Los partidarios de esta teoría, que bien pode- 
mos llamar, siguiendo á los autores, personal, extien- 
den ya el radio de la acción del Estado, en lo que 
afecta al derecho de castigar, y basados en la opinión 
de los que aceptan como teoría verdadera que los 
subditos de una nación deben hallarse sometidos á 
las leyes penales dé su país, afirman que el Estado 
puede y debe castigar, no solo, como quieren los que 
siguen el principio territorial, los hechos -punibles 
cometidos dentro de las fronteras de un país, sino 
aquellos que realicen sus subditos en otra Nación. 
. Así como el principio territorial es defendido prin- 
cipalmente por los jurisconsultos ingleses y america- 
nos; Heffter, Helie y otros son defensores de la teoría 
llamada personal. 

No ha de extrañar que no habiendo satisfecho á 
los hombres de ciencia, las teorías antes expuestas 
se haya tratado de armonizarlas y de ambas entre- 
sacar una tercera, á la que se ha llamado real ^^^ . 

(1) El ilustrado catedrático de la Universidad de Granada 
Dr. D. Manuel Torres Campos le da ese noinbre en §us Elein^n^ 
tos de derecho internacional, 
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Siguiendo el principio personal, dieen los partida- 
rios de esta nueva teoría, el Estado no puede castigar, 
sino aquellos delitos cometidos por sus subditos; más ' 
allá de las infracciones realizadas por ellos en el ex- 
tranjero, no puede llegar su acción. Según la primera 
de las teorías de que venimos ocupándonos, el Estado 
castiga los delitos cometidos dentro de su territorio. 
Luego si se eoneilian estos dos aspectos y en vez de 
atender á mo de esos principios exclusivamente, se 
mira con preferencia el punto de vista objetivo del 
delito, en lugar d3 sentar las afirmaciones que como 
verdaderas se han venido sustentando, podrá, dieen, 
los que defienden la teoría real, afirmarse que el Es-. 
tado castigue todos aquellos delitos, por medio de los 
cuales S3 perturbe el orden jurídico que él había es- 
tablecido. 

Puede notarse, cómo á medida que una nueva 
teoría aparece en el campo de ciencia, la amplitud 
que se dá al poder del Estado, para reprimir las per- 
turbaciones del orden jurídico, es cada vez mayor. 

Más en esa gradación de teorías, que dan mayor ó 
menor extensión á la acción del Estado en el orden 
penal, no ha sido la teoría real, la que ha señalado 
el último paso dado por la ciencia, no; se recordará 
que he hablado de que los intereses de la humani- 
dad toda, eran los que mediaban en esta interesantí- 
sima cuestión, y si teniendo en cuenta principios co- 
mo el de la soberanía territorial, ha nacido la teoría 
que lleva ese nombre, si á la luz del interés del Estado 
en reprimir la perturbación de su orden jurídico, se 
ha ido ensanchando el círculo de acción de la activi- 
dad del Estado en materia penal, al tener presente el 
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interés de las naciones f^^^^^l^I^^ ' 
men no quede impune, ha surgido una nueva oí , 
To han sustentado principios que avanzan mas^yjna 
en el desenvolvimiento de las teorías que estamos ex 

''trpocas palabras, la teoría puede decirse que 
asp'Xa eUerri'torialidad de la ley penal, en 
«rmonía con el ideal del Derecho de gentes. 
^^Crmosque buscar fuera de nue^a pa^m 
ouien defienda los nuevos prmcipios En «^1^ haj^_ 

los defensor convencido de los >«--;; -jX 
sona del Excmo. Sr. D. Alejandro Groizard que en su 
.Discurso de recepción en la Academia de Ciencias 
Moralesy Política- leído ante la docta coi-poracion, 
fn seSn de 7 de Junio de 1885, trató de la ne.e - 
L Tremover los obstáculos que al desarroUo d^l 

derecho punitorio, opone el P""«^P^«/^J\'¿^X 
nía territorial y de la conveniencia de dar carácter 

extraterritorial, á la ley penal. 

Mejor que cuanto pudiéramos decir y cuanto de 

los autores dedujéramos será seguir a tan üustre ju 

risconsulto y señalar los puntos principales de la 

doctrina por él defendida. 

Dos afirmaciones capitales son las que irjen de 
fundamento á esa teoría. Una es que a ley pena 
vive encerrada y contenida dentro de las fronteras 
nacionales. Otra que el derecho penal, en su abs^ac- 
ció:i científica, abraza límites mas amplios, os prin 
cipios inmutables de la justicia, las máximas déla 
moral, no admiten ni pueden admitir esa limitación 

en el espacio. . , i n^^anWr, 

Consecuencia de ello es, que mientras el Derecho 
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penal no llegue á adquirir el desarrollo científico á 
que está llamado, dada la universalidad de los prin- 
cipios que le sirven de fundamento, y el Derecho de 
gentes consiga ver realizada la reforma del princi- 
pio de la soberanía territorial, con el concepto que 
de ella exige la solidaridad humana, se aparta más y 
más el ver prácticamente realizadas la armonía de 
los derechos de los pueblos y- la solución de los con- 
flictos, que se originen por la aplicación de las leyes 
de los Estados. 

«¿Será esta una esperanza condenada á no reali- 
zarse jamás?» pregunta el señor Groizard. «La ley 
del progreso, ¿nos tendrá reservadas nuevas esferas, 
más amplios horizontes, donde poder concordar en 
síntesis superior y más comprensiva, los derechos 
hoy aparentemente encontrados de las Naciones? 
Paréceme — continúa — que la pena, ayer patrimonio 
del sacerdote y de los reyes, hoy patrimonio de las 
Naciones, llegará un día en que sea patrimonio de 
la humanidad. » 

Responde todo ello al desenvolvimiento rápido de 
las relaciones internacionales, y la cuestión ya no es 
averiguar qué delitos son los que caen bajo la esfera 
de acción del derecho punitivo de un Estado determi- 
nado; la cuestión está, en ver el modo de conse- 
guir que aquello que en el terreno de la ciencia 
se proclama cofno verdad, se abra paso en Códi- 
gos y leyes; que las penales vayan paulatinamente 
perdiendo su carácter de territoriales y logren sal- 
var las fronteras políticas ó naturales, cuando así 
lo exija el imperio de la justicia, los mandatos de la 
razón, 
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Allí donde va el criminal allí le alcanza la respon- 
sabilidad de su delito, allí debe seguirle la pena. Y 
si la pena para ser sufrida hace precisa la detención 
del culpable y la realización de este acto se atribu- 
ye úiicamente á la soberanía del Estado de su- resi- 
dencia, mal parados quedarán los fines de la acción 
peaal, desde el momento en que se niegue al poder 
del Estado de refugio, el derecho de juzgar á un de- 
lincuente ó el de entregarlo para que le apUque la pe- 
na al Estado cuyo orden jurídico perturbó. 

Como conclusión de su teoría sientan los partida- 
rios de la extraterritorialidad de la ley penal que 
«sin trabajar á favor de la impunidad no puede ne- 
garse en absoluto la potestad de la ley penal, de ex- 
tender sus efectos fuera del territorio. » 

Imposible el negar que la precedente teoría se ha- 
lla fundada en verdaderos principios, que arranca 
del imperio universal del orden y del derecho. Her- 
mosa verdad es la q'4e nos pintan los que opinan que 
todo delito va contra el orden de derecho común á 
todos los Estados. Ideal bastante á satisfacer aun á 
los más exigentes es el de aceptar el principio que 
reconoce á favor de cada Estado, la potestad de cas- 
tigar la infracción de derecho, sin mirar donde se 
cometió, quien la reahzó y cual era su nacionaUdad. 
No hay posibiUdad de buscar punto de mira más ele- 
vado, que la consideración de que el crimen no debe 
quedar impune, de que por cima de soberanías te- 
rritoriales y cuestiones de competencias se halla el 
dere Ao, se halla la justicia, que á todos por igual se 
extiende, que á todos por igual debe alcanzar, por- 
que todo hombre en su conciencia debe llevar la 
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idea de lo justo, la idea da lo bueno y todo culpable 
en la suya, por más que trate de alejarlo, lleva á su 
lado el remordimiento y la convicción profunda de 
que unida al heeho punible que realizó, va la res- 
ponsabilidad criminal al mismo afecta. 

Si en el terreno de las teorías, del principio terri- 
torial se ha llegado al cosmopolita, en el actual es- 
tado de las cosas no se ha logrado la realidad de 
esos principios, que se abren paso con gi*an rapidez 
en el campo científico. Reconócese por todos los 
Estados civilizados, que allí donde se ha cometido un 
delito, allí ha nacido la responsabilidad criminal y 
que es deber el hac*erla efectiva; mas <íuando el cri- 
minal salva la frontera de una Nación, buscando en 
otra refugio, aparece el problema, que acaso sea de 
los más difíciles á que tienen que atender los Esta- 
dos, el de conciliar lo que exige su propia competen- 
cia, con el deber de prestar auxilio á la acción de la 
justicia, puesta en ejercicio poiN»otra Nación. 

Mas mientras se llega á que en la práctica se va- 
yan resolviendo las cuestiones originadas por la 
acción penal y el orden internacional, de algún mo- 
do había de proveerse á la necesidad imperiosamen- 
te sentida; y á la convicción de que en toda clase de 
circunstancias la justicia exige el castigo del crimen, 
ha seguido el reconocimiento de que debe existir 
cierta soUdaridad entre los Estados respecto al ejer- 
cicio de la acción penal; se han visto los peligros que 
para lá seguridad legal general provienen de la im- 
punidad de los grandes crímenes y lodo esto ha de- 
terminado, cual opina Bluntschli, á los Estados, á 
celebrar entre sí tratados de extradición y á pres- 
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tarse auxilio, aun en ausencia de tratado, para la 
persecución de los criminales fugitivos. 

Se ha señalado uua nueva institución y con ella sa 
provee al ñn que se persigue y se ha llegado por úl- 
timo á convenir en la necesidad de la extradición 
de los criminales, que es según el Conde de Casa- 
Valencia (^^ el reconocimiento explícito y terminante 
aunque todavía no llevado hasta las últimas con- 
secuencias del cai'ácter extraterritorial de la ley 
penal. 

Examinemos esa institución que se nos ofrece á 
nuestra consideración, veamos su fundamento, la 
realidad práctica que ha tenido y tiene hoy día, ha- 
gámonos eco de las opiniones de los autores y de 
las conclusiones votadas por asociaciones como el 
. Instituto de Derecho Internacional y Congresos como 
el de Montevideo de 1888 y veamos si se consigue ó 
no con ella, los resultados que tratan de alcanzarse. 

Entremos pues en el examen de La Extradición. 



mí 



(1) Contestación al Discurso del señor Groízard en la Aca- 
demia de Ciencias Morales y PoUlícas. 
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Con razón decía Rouher, en el cuerpo legislativo 
francés, que el principio de la extradición es el prin- 
cipio de solidaridad, de seguridad recíproca de los 
Estados y de los pueblos contra la «ubicuidad del 
mal.» 

Mientras se quiso exagerar el principio territorial 
no había que pensar en elevar la extradición, á 
la categoría de institución perfecta; pero desde el 
momento que los moldes de esa teoría fueron rotos 
se abrieron paso las nuevas ideas y con ellas la ins- 
titución de que hablamos. Se reconoció la necesidad 
de no hacer espirar el derecho en la frontera y fue- 
ron apareciendo tratados de extradición, se obliga- 
ron los Estados á entregarse unos á otros, los cri- 
minales fugitivos y esta obligación de la que encon- 
traremos gérmenes y precedentes en la historia, va 
amphándose y va tomando un carácter diferente. 
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áe ve consagrada en los tratados, y razones de 
amistad entre potencias vecinas, consideraciones po- 
litícas, son las que mueven á los Estados á celebrar 
esas convenciones internacionales, que se refieren 
principalmente á los delitos políticos y de deserción.* 
Pero á partir del año 1840 los Estados civilizados se 
convencen más y más de la necesidad de reunir sus 
esfuerzos para defenderse de los criminales, y hacer 
caer bajo el peso de la ley penal, á los infractores 
del derecho, y la nueva tendencia tiene manifestacio- 
nes bien palpables. Los tratados de extradición que 
en gran número conciertan las potencias, la mayor 
amplitud de las clases de delitos á las cuales se ha 
de aplicar esa medida, las diversas disposiciones le- 
gales que á este fin se dictan por las Naciones, las 
leyes de extradición holandesa, inglesa, anglo-ame- 
ricana, belga; los proyectos de ellas redactados en 
Francia, Italia y España, los redactados por eminen- 
tes hombres de ciencia, cual el de Paul Bernad, los 
trabajos del histituto de Derecho Internacional, la 
gran extensión que á esta materia dan todo género 
de tratadistas, son pruebas del progreso incesante que 
en esta cuestión presenciamos. 

Ya no aparece la extradición como un deber de 
cortesía, como una obligación imper fecta, como algo 
que no pueden exigir las Naciones, sin convención 
expresa. La evolución de las ideas en el Derecho pe- 
nal internacional, se manifiesta aquí y al pasar la 
vista por los trabajos de los escritores, hallamos co- 
mo de la creencia de que no hay fundamento algu- 
no, para la extradición, se pasa á decir cual Clarke 
«que la entrega de un malhechor fugitivo no debe 

2 
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ser considerada como un deber de obligación perfec- 
ta, sino ciertamente como deber de moralidad políti- 
ca»; á sostener Calvo que aunque algún jurisconsulto 
haya negado valor á la extradidión «si no es en de- 
recho estricto una obligación perfecta, es á lo menos 
iin deber de moral pública» (^^ «que es fácil demos- 
trar analizando los escritos de los publicistas anti- 
guos y modernos más eminentes, como la mayoría 
piensan que es un principio general de Derecho de 
Gentes»; Neuman «que el interés común de la repre- 
sión de los delitos ha dado nacimiento á un gran nú- 
mero de tratados de extradición de los malhechores»; 
Fiore í^) «que se considerará como un deber de'mú- 
tua asistencia obligatorio á los Estados, con indepen- 
dencia de los tratados, el hacer cuanto sea necesa- 
rio y con reciprocidad, para facilitar la administra- 
ción de justicia en materia civil y penal» y «que la 
obligación de entregar el malhechor á su juez natu- 
ral, para que sea juzgado y castigado debe conside- 
rarse como consecuencia de la mutua asistencia in- 
ternacional». 

Gracia Parejo «que la extradición no es el tratado, 
sino institución jurídica y acto internacional» y «que 
en el ideal á que hoy alcanza la ciencia» «deberían 
consignarse en un código internacional los principios 
que la regulasen» y á que considere Ward los trata- 
dos en que se da realidad á esta institución «como 



(1) Charles Calvo Le droit ^íntemaHonal París 1880. ÍP. 
2.^ páginas 834 y 325. 

(1) Flore Derecho Internacional codiñcado: articulo 
358 (versión castellana.) 
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una prueba de los progresos que realizan las nacio- 
nes en seguridad y orden». 

Pero no es esta la ocasión propicia para ampliar 
estos datos. Al hablar del fundamento de la extradi- 
ción veremos las opiniones que se han sustentado, 
haremos su examen y aceptaremos aquella que nos' 
parezca más racional en el terreno científico. Ahora 
lo que debemos hacer, es señalar el concepto de la 
institución, ver cuales son sus principales caracteres, 
para después poder examinar los precedentes histó- 
ricos, los tratados y leyes vigentes en que se mani- 
fiesta, su fundamento, y una vez que esto sea cono- 
cido tratar siguiendo el orden marcado por F. de 
Martens ^^^ de las personas que pueden ser objeto de 
la extradición, de la naturaleza de los crímenes y de- 
litos que la ocasionan, de la forma en que tiene lu- 
gar y por último de las consecuencias que produce, 
citando al resolver estas cuestiones el criterio segui- 
do en los tratados celebrados por nuestra patria con 
las demás potencias. 

Conocida ya la marcha que vamos á seguir, entre- 
mos en el examen del concepto de la extradición. 

Por lo que llevamos dicho, puede fácilmente com- 
prenderse que la institución forma parte de las rela- 
ciones internacionales, y que sin entrar en detalles 
consiste en la entrega que un Estado hace á otro, de 
un criminal que buscó refugio en el primero de ellos. 

Mas este concepto general no es suficiente y avan- 
zando en la determinación del verdadero, veamos las 

(1) Traite de Droit International por F. de Martens pro- 
fesseur á runiversite de Saint-Petersbourg traduit du russe 
par Alfred Leo. París 1887. T. III. 
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diversas definiciones que se han dado, los caracteres 
que se han asignado y lo que en los tratados se dice, 
acerca de lo que sea la extradición. 

C. Paséale en la « estradicione dei delinquenti» da 
como definición la siguiente: «Un contrato en virtud 
del cual un Estado se obliga á entregar á un indivi- 
duo condenado, acusado ó reconocido como culpable 
de un delito cometido fuera de su territorio, á otro 
Estado íjue le reclama y que es competente para juz- 
garlo y castigarlo. » 

Martens: «La extradición de los criminales es un 
acto por el cual un Estado va en ayuda de las auto- 
ridades judiciales de otro. » Esta definición es la que 
admite el señor Torres Campos al tratar de esta 
cuestión. 

Foelix dice que es el acto por el que un gobierno 
entrega un individuo perseguido por un crimen ó de- 
Kto, áotro gobierno que lo reclama, á fin de juzgarle 
y castigarle por haberlo perpetrado. ^^^ 

Gracia Parejo escribe: «Llámase extradición, la 
institución jurídica y el acto por el cual el Gobierno 
de un Estado, hace entrega de un individuo por ra- 
zón de delito, cometido fuera de su territorio, ai 
Gobierno de otro Estado, para que pueda ser some- 
tido á los Tribunales de este último y sufrir, si ha lu- 
gar á ello, el castigo consiguiente. 

Billot en su «Traite de Y extraditión» la define 
como «el acto en virtud del cual, un Estado entrega 
á un individuo, acusado ó reconocido como culpable 
de una infracción, cometida fuera de su territorio á 

(1) Esta misma definición da Dalloz en su Bepertorio de 
legisladén. 
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otro Estado que lo reclama y que es competente para 
juzgarlo. » 

Para Calvo la extradición «es el acto por el cual 
un gobierno ejitrega á un individuo acusado de un 
crimen ó delito cometido fuera de su territorio á otro 
Gobierno que lo reclama para hacerlo juzgar y cas- 
tigar.» 

El Diccionario de la Academia dice, que es «la ac- 
ción de entregar un reo refugiado en país extraño, al 
gobierno del suyo, en virtud de reclamación del 
mismo. » 

No es posible admitir la de Paséale pues en modo 
alguno creo que es característica de la extradición 
ser ésta un contrato. Demasiado vaga parece la de 
Martens.y de todas ellas puede deducirse que como 
elementos esenciales deben figurar: 1.^ Que es una 
institución jurídica; 2.^ Que se requiere la existencia 
de un individuo condenado, acusado ó reconocido 
como culpable de un delito; 3.^ Que exista un Estado 
que entregue ese individuo, que buscó refugio en su 
territorio; 4.^ Que haya otro que reclame la entrega 
y que sea competente para juzgarlo. 

Si nos fijamos aparte de las definiciones de los au- 
tores, en los tratados, en las resoluciones del Institu- 
to del Derecho Internacional, en las leyes de extra- 
dición y proyectos de las mismas, hallaremos nuevos 
elementos que agregar á los ya indicados. 

La ley de extradición de los Paises Bajos en su ar- 
tículo 3.*^ establece que podrá ser concedida por la 
tentativa y complicidad de infracciones siempre que 
éstas sean punibles. El tratado celebrado por España 
con Alemania, en el artículo 1.°, habla de la entrega 



de los autores ó eómpüees. Lo mismo se dice en los 
celebrados con la República Argentina, Bélgica, Bra- 
sil, Suiza, Portugal y varios otros. En el convenido 
con Francia se extiende taiibién á los encubridores. 
La conclusión L' de las votadas en la sesión de Ox- 
ford por el Instltulo, afirma que «es un acto interna- 
cional conforme á la justicia é interés de los Esta- 
dos, puesto que tiende á prevenir y reprimir eficaz- 
mente las inTraceiones de la ley p3nal.* >*' Que no 
son indispensables los tratados y que solo son útiles 
para asegurar la raeiproeidad de la extradición, es la 
opinión de la comisión regia, nombrada en Inglaterra 
para dar informe en la materia que debatimos. «Que 
la obligación de entregar al malhechor á su juez na- 
tural, debe considerarse como deber de mutua asis- 
tencia, afu-ma Fiore. 

M. Alberic Bolín, en la nueva redacción por él pro- 
puesta de la conclusión 1.'' de las votadas en Oxford, 
dice que la extradición es un acto de asistencia judi- 
cial internacional, opinión idéntica á la de M. de Liszt 
propuesta al congreso de jurisconsultos alemanes en 
sesión de Cassel. 

Como se ve, de lo trascrito pueden entresacarse 
nuevos elementos que según leyes, tratados y auto- 
ridades científicas deben señalarse como caracterís- 
ticos de la institución de referencia. Si para unos es 
un acto internacional, otros creen que de mutua asis- 
tencia, quiénes que jurisdicción cosmopolita, quiénes 
que consecuencia directa del derecho de castigar; 
que se debe extender según unos tratados á los auto- 

(1) Annuaire de I' /«jííímí de Droit inlemational. 1882» 
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res y cómplices tan solo, según otros á los encubri- 
dores, ya tan solo de los delitos ó como en otros se 
establece de delitos y tentativas. 

— ¿Cuál será el concepto verdadero de la extradi- 
ción? 

¿Cuál la definición que comprenda los elementos 
y caracteres que la distinguen?- 

Que es acto internacional, se halla fuera de toda 
duda; que más que de jurisdicción cosmopolita, es de 
mutua asistencia, admitímoslo como cierto; que los 
elementos que hemos deducido de los conceptos da- 
dos por los autores son esenciales y deben compren- 
derse en toda buena definición, no cabe discusión 
acerca de ello, y si á esto agregamos, que somos de 
opinión que la extradición se extienda á la tentativa 
y complicidad de infracciones, siempre que éstas sean 
punibles; que no creemos esencial para que la extra- 
dición se conceda, la existencia de leyes y tratados 
que la regulen y qiie por sí forma institución jurídica, 
S3 comprenderá por qué entendemos que es, en tér- 
minos generales: 

«La institución jurídica y acto de mutua asistencia 
internacional, por el cual un Estado hace entrega de 
un individuo perseguido, acusado ó condenado por 
un delito ó tentativa ó complicidad de infracciones 
punibles, cometidas fuera de su territorio, á otro Es- 
tado que lo reclama y que es competente para juz- 
garlo y castigarlo». 

Tal es la extradición y en el curso de nuestro tra- 
bajo, es donde se ha de tratar de demostrar la ver- 
dad del concepto admitido como cierto, toda vez, 
que mejor que en la ocasión actual, al dar fin á núes- 
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tra tarea, es cuando habremos desarrollado eon de- 
tención y por modo completo, lo que ésta sea, con el 
estudio de sus diversos elementos y de las cuestiones 
interesantísimas que con relacióíi á ellos han surgida 
Admitamos como provisional ese concepto y pase- 
mos á señalar los precedentes históricos. 
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Buscando entre las páginas de la historia prece- 
dehtes de esta institución, aparece el convencimien- 
to de que la extradición de los criminales, era ya co- 
nocida en la antigüedad, si bien sus caracteres difie- 
ren en mucho de los que la institución tiene en los 
modernos tiempos. Los vestigios y precedentes que 
nos dá la edad antigua, adquieren mayor importan- 
cia en la media y parte de la moderna; de diferente 
modo se nos presenta á partir del siglo xviii y por úl- 
timo^ como ya hemos indicado en otro lugar, desde 
mitad del siglo actual comienza á revestir los carac- 
teres con que hoy la conocemos. 

En la tribu de Israel, presenta Calvo ejemplos de 
reclamar la entrega de individuos refugiados en la de 
Benjamín, después de haber cometido un crimen; la 
historia de Grecia, cita la declaración de los atenien- 
ses á los macedonios de que entregarían al que hq- 
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hiera atentado á la vida de Filipo de Macedonia, la 
amenaza de romper alianzas si no se procedía á la 
entrega de los que eran culpables de la devastación 
de una ciudad. 

En Roma, constituida en dueña y señora del mun- 
do antiguo, la extradición sólo podría tener lugar, 
cuando se exigiera de alguna tribu bárbara, que no 
formara parte del Imperio, la entrega de los jefes que 
fomentaran la guerra ó de los romanos que hubieran 
buscado en ella refugio. A pesar de estos ejemplos, 
en la antigüedad no hay que ver en ellos el ejercicio, 
la aplicación de un priíjcipio de derecho internacio- 
nal; por regla general las peticiones y demandas que 
se hacían de los culpables, eran dirigidas á un Estado 
débil por otro potente y la negativa del primero lle- 
vaba casi siempre consigo, la declaración de guerra. 

Dado el carácter general en esa época, de las re- 
laciones entre los pueblos, lo concerniente á prece- 
dentes de la extradición hay que considerarlo como 
actos políticos, sin que existieran reglas fijas concer- 
nientes á ellos. (^) 

Dentro de ese primer gran periodo de la historia 
de la extradición, es en la Edad Media cuando ya se 
pueden no solo citar casos concretos de ella, sino 
tratados que la regulan. 

Por el convenio firmado en París en Mayo de 1301 
entre Inglaterra y Francia, se conviene que ninguno 
de los dos soberanos, accedería á la protección de 



(1) Después de los descubrimi entos que han hecho posi' 
ble descifrarlos jeroglíficos, ha sido conocido en Egipto un 
tratado de 49 artículos de los cuales el 33 y el 35 hacen rela- 
ción á la extra dicción de malhechores, 
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los enemigos del otro. En otro convenio entre el rey 
de Francia y el conde de Saboya, celebrado en 4 de 
Marzo de 1376, se obligan á entregarse recíproca- 
mente, á la primera requisición, á todos los malhe- 
chores que hubieran huido de los respectivos do- 
minios. 

Inglaterra y Flandes, en 1497, se obligan mutua- 
mente á no dar refugio á los subditos rebeldes, de 
uno ú otro país respectivamente. Por el tratado de 
1661, Dinamarca se obliga á entregar al rey de In- 
glaterra Carlos II, aquellos individuos que hubieran 
contribuido al suplicio de su padre y los Estados ge- 
nerales de Holanda 9n 14 de Septiembre de 1662, 
contraen la obligación de entregar los individuos re- 
clamados por el gobierno inglés. 

Inútil sería el buscar mayor número de casos, para 
demostrar la existencia de la extradición en la Edad 
Media y prineipios de la Moderna. Como se ha podi- 
do ver, las medidas adoptadas se refieren especial- 
mente á delincuentes políticos, que se entregan no á 
título de criminales, dice Calvo, ^^^ sino como enemi- 
gos personales del soberano. 

Nuestra patria en el convenio celebrado con Por- 
tugal en 1499, trata de la entrega de delincuentes y 
lo convenido se halla inserto en las leyes 3, 4 y 5 
del título 36, Libro 12 de la Novísima Recopilación, 
que disponen la entrega de cualesquiera personas, 
que en uno de los dos reinos, hubiesen cometido cri- 
men de lesa majestad, delito de robo en caminos rea- 



(1) En su obra ya citada, dedica al estudio histórico de la 
extradición lugar preferente, 
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les, rapto de miyeres casadas y solteras que estuvie- 
sen en poder de sus padres ó tutores; \se hubiesen 
escapado siendo administradores de la Hacienda sin 
dar cuenta ó fueren autores de contrabando, que- 
brantamiento de cárceles á fuerza y con armas ó de- 
sertores. 

En el siglo xvni y primera mitad del actual, los 
tratados de extradición ya no se refieren solamente 
á delincuentes políticos, sino á los criminales, si bien 
no es muy grande el número de los que con estos úl- 
timos tienen relación. Razones de amistad, de vecin- 
dad entre los Estados, circunstancias políticas, víncu- 
los de parentesco entre los soberanos, alianzas entre 
los gobiernos, son los motivos que ocasionan tales 
convenciones, que más que convenciones realizadas 
por el común esfuerzo para la persecución del cri- 
men, son de amistad y de alianz a. . 

Los Países Bajos y Francia, cambian una declara- 
ción en 1736, en virtud de la que se prometen recí- 
procamente algunas facilidades, para la entrega de 
los malhechores refugiados del un país en el otro; 
siendo de advertir que viéndose obligado el gobierno 
de los Países Bajos á reusar la extradición de sus 
nacionales, por su derecho púbUco interior, Francia 
siguiendo el principio de reciprocidad perseveró en 
esa conducta, consagrando de este modo, según opi- 
nan algunos autores, el principio de la no extradi- 
ción de los nacionales que hoy se sigue por regla ge- 
neral. 

Siguiendo el orden cronológico, mencionaremos el 
tratado celebrado entre Francia y Wurtemberg, para 
restituirse recíprocamente los desertores y criminales 
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en 1759 (26 de Marzo) renovado por otros cinco 
años en Diciembre de 1765, estipulándose la entrega 
de salteadores, malhechores, ladrones, incendiarios, 
homicidas, asesinos, vagabundos, etc. En el último 
de los años citados, en 29 de Septiembre, se convino 
tratado con nuestra patria por Francia, en el que se 
enumeran los delitos por los cuales se había de con- 
ceder la extradición. En 1777 Francia y Suiza se 
obligan á la entrega de criminales políticos, í*) asesi- 
nos y otros individuos que hubiesen cometido críme- 
nes ordinarios. En 1778, se adhiere Francia al trata- 
de celebrado en 1 1 de Marzo por España y Portugal 
y cuyo artículo 6.*^ se refiere á la extradición de de- 
sertores, individuos acusados del delito de monederos 
falsos, de contrabando. También son dignos de men- 
ción, los celebrados por la nación vecina, con Ingla- 
terra en 31 de Agosto de 1787; con Bélgica en 1834; 
con el gran ducado de Luxemburgo, en 26 de Sep- 
tiembre de 1844; con los Países Bajos, en 17 de No- 
viembre del mismo año y los convenidos entre Rusia 
y Austria en 1808, entre la primera y Prusia en 1804, 
en 1816 y 1830 relativos á los desertores. 

Bélgica conviene tratados con Prusia en 29 Ju- 
lio 1836. 

Los Países Bajos con el Austria en 16 Diciembre 
1756 y con Francia en 1844. 

Prusia con Francia, 20 Agosto 1845. Austria con 
Suiza en Julio de 1828. El gran Ducado de Badén 
con Francia, en 27 Junio 1844. Wurtember con Sui- 
za, 12 Diciembre 1825. Italia con Francia, en 23 

(1) Citado por Martens en su Dro. Internacional pág. 61. 
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Mayo y 29 Noviembre 1838. Portugal con España, 
en 1823 y ya se vé como las naciones, van aceptan- 
do la entrega de los criminales que habían buscado 
en ellas asilo. 

Llegamos á la segunda mitad del siglo xix y se abre 
un nuevo periodo en la historia de la extradición, 
periodo en el cual el desarrollo que alcanza es supe- 
rior al logrado en el anterior, los tratados en que se 
regula se multiplican y aparecen leyes que tratan de 
ella y nuevos caracteres, nuevos horizontes que ya 
han sido indicados en otra ocasión y que no hay por 
qué repetir aquí. 

Tarea demasiado larga, sería citar los tratados que 
las diversas potencias han convenido relativos á la 
extradición. Mas como hemos señalado cual carácter 
de este último periodo la multiplicidad de tratados 
existentes, en prueba de nuestra afirmación, vamos 
á indicar los principales á los que han dado su asen- 
timiento los Estados entré sí. 

Bélgica aparte de las leyes de extradición de que 
luego hemos de ocuparnos y de las convenidas en 
1834 y 1836, con Francia y Prusia respectivamente, 
concertó las convenciones siguientes: en 1874 modi- 
ficó lo convenido con la vecina nación; en 24 de Di- 
ciembre del mismo año con el imperio Alemán; en 
15 de Enero 1875 con Italia; en 8 de Mayo de 1875 
con Portugal; 25 Marzo 1876 con Dinamarca. 

Baviera, conviene tratados especiales de extradi- 
ción, con Rusia, en Agosto 1869; con Bélgica, en Oc- 
tubre del mismo año y con Francia, en 10 Febre- 
ro 1870, 

Alemania, lleva á término tratados con Inglaterra, 
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en 14 de Mayo 1872, en Enero 1874, con Suiza; en 
24 Diciembre el ya citado con Bélgica. 

Francia, se obliga con Suiza, en 9 de Julio 1869; 
con Baviera, en la fecha ya citada; con el Perú, en 
30 Septiembre 1874; con el gran Ducado de Luxem- 
burgo, en 12 de Septiembre 1875; en 14 de Agosto 
1876, con Inglaterra; con Dinamarca, en 28 Mar- 
zo 1877. 

Italia con Suiza, concierta la convención interna- 
cional en 28 Julio 1868; con el Ducado de Luxem- 
burgo, en 1878; aparte de otros celebrados con pos- 
terioridad. 

Sueciá, ha concluido tratados con Portugal, en 17 
Diciembre 1863; con Italia, 20 Septiembre 1866; 
Austria 1868 y Francia, en 4 Junio 1869. 

Entre Prusia y Dinamarca, se celebra tratado en 
Ovítubre 1866 y entre la primera y Suiza, en 17 Di- 
ciembre 1873. , 

Suiza ha celebrado tratados de extradición, con 
los Estados Unidos, en 25 de Noviembre' de 1850; 
en 28 de Junio de 1851, con Baviera; con Italia, ade- 
más de la fecha antes citada, en 1 de JuUo 1873; en 
24 de Enero 1874; con Alemania, en el año 1874, 
en el mes ya mencionado. 

Inglaterra después del acta de extradición de 
1870, concluye entre otros los siguientes tratados: 
en 31 de Julio 1872, con Bélgica; en 13 de Noviem- ^ 
bre del mismo año, con el Brasil; en 5 de Febrero 
de 1873 con Italia; con Suiza en 31 de Marzo de 
1874 y una nueva convención con Bélgica en 20 de 
Mayo 1876. 

El Brasil celebra tratado con la República del 



Ecuador, en 3 de Noviembre de 1853; la Repúbliea 
Argentina con Bolivia en 1 de Mayo de 1852, modi- 
ficado por el de 7 de Octubre de 1868; con el Uru- 
guay en 14 de Junio 1865; con Italia en 25 de Julio 
de 1868; y con Chile en 9 Julio 1869. 

Los Estados Unidos, celebran en 1853 tratado con 
Baviera; jcou los Paises Bajos en 1857; con Suiza en 
1860; con Méjico en 1861; en el mismo año con Ve- 
nezuela; en 23 de Mayo 1870 con la República del 
Salvador; en 25 de Junio con Nicaragua; en 30 de 
Abril 1874 con Bélgica. 

He citado algunos de los tratados celebrados por 
las principales potencias desde 1850 al presente y la 
lista de ellos, es la prueba palpable del desarrollo 
alcanzado en ese último periodo de su historia, por 
la institución de que tratamos. 

A esa Ksta, hay que agregar la de los concertados 
por nuestra patria con las demás naciones, en la 
que veremos como el Estado español no ha quedado 
atrás en el movimiento general iniciado en el pre- 
senté siglo. 

Los tratados convenidos entre nuestra nación y 
las demás potencias anteriores á 1850 son los si- 
guientes: 

Convenio entre los reyes de España y Francia, 
para la mutua entrega de los reos de ciertos delitos, 
que se pasen del uno al otro territorio, firmado en 
San Ildefonso, el 29 de Septiembre de 1865, refe- 
rente á los autores de robo en caminos reales, en 
iglesias y en casas, con fractura y violencia; de in- 
cendio premeditado; asesinato, de estupro; de rapto; 
de dar veneno determinadamente; de monedero falso; 
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de hurtar y escaparse; de hurtar y escaparse siendo 
tesorero ó recibidor del público ó del soberano con 
los caudales que debía guardar, según se esti-^ 
pula en el artículo 3.^ de dicho convenio. ^*^ 

Convenio entre las coronas de España y Dina- 
marca, para la mutua restitución de esclavos y de- 
sertores en la isla de Puerto Rico, y en las danesas 
de Santa Cruz, Santo Tomás y San Juan, concluido y 
firmado en Madrid el 21 de Julio de 1767, referente 
según los artículos 1.** y 8.**, á la entrega de esclavos 
negros y mulatos que se escaparen ó pasaren de uno 
á otro punto y á la de los desertores de tropas re- 
gladas ó de milicias. (*) 

Tratado entre los reyes de España y Francia, so- 
bre varios puntos de policía y buena vecindad, entre 
los respectivos subditos habitantes en la isla de 
Santo Domingo; firmado en Aranjüez el 3 de Junio 
de 1777. En el artículo 1.^ se habla de ser restituí- 
dos fielmente por una y otra parte luego que los re- 
clamen los oficiales respectivos encargados de este 
cuidado, los desertores así de tropa como de mari- 
nería matriculada de las dos naciones; en el artículo 
2.** se habla de la restitución de los esclavos; en el 
3.° de la entrega mutua tanto de los ladrones de es- 
clavos, como los cuatreros que lo son de ganado va- 
cuno, caballar ó cualquiera otro, luego que se sumi- 
nistre la prueba del robo y bajo condición de que no 

(1) Tratados, convenios y declaraciones de paz y de co- 
mercio que han hecho con las potencias exíranjeras los mo-^ 
narcas españoles de la casa de Borbón desde el año de 1.700 
hasta el día.—Madrid 17-43 por D. Alejandro del Cantillo. Pá- 
gina 502. 

(2) CantiUo. Pág. 507. 

8 
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será impuesta á los reos pena capital, ni de mutila- 
ción,, y en el 6.° se habla de entrega reeíprocía de los 
demás delincuentes. (^^ 

Convenio entre España y Genova, para la recí- 
proca extradición ^de reos y desertores, firmado en 
GénQva el 5 de Junio de 1779 en cuyo primer artícu- 
lo se habla de «todos y cualesquiera reos de cuales- 
quiera delitos, en cualesquiera tiempo cometidos en 
los territorios del. Ginovesado» y en el 4.*^ «de que 
todo sea recíproco sin la menor disparidad. » ^^^ Se 
adicionó un artíci^lo en 9 de Marzo de 1782. 

Convención entre España y la Holanda, para resti- 
tuirse mutuamente los desertores y fugitivos de sus 
colonias americanas; firmado en Aranjuez á 23 de 
Junio 1791, concluida para que al paso «que im- 
pidiera en adelante la deserción y sus consecuen- 
cias perniciosas, estrechara — cual dice el preámbu- 
lo — los lazos de amistad y unión entre los colonos de 
ambas partes, y nó dejara que desear á Su Magestad 
y á sus Alti-potencias». 

. Convenio definitivo, entre las cortes de España y 
Portugal, para la recíproca entrega de malhechores, 
desertores y prófugos del alistamiento militar; firma- 
do en Madrid el 8 de Marzo de 1823. La entrega se 
refiere, no solo á los desertores reclutas ó mozos alis- 
tados para el servicio militar (art. 1.**), sino á los reos 
(art. 2.**) procesados y condenados- en su respetivo 
país, que hubiesen buscado asilo en el territorio de- 
otro gobierno. 



(1) Cantillo. Pág. 534. 

(2) CantiUo. Pág. 563. 
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A partir de 1859 pueden mencionarse los que á 
continuación se expresan: 

Convenio entre S. M. la reina de España y la Re- 
pública francesa, para asegurar la recíproca extra- 
dición de los malhechores; firmado en Madrid el 26 
de Agosto de 1859, relativo á la entrega recíproca de 
los acusados ó condenados como autores ó cómpli- 
ces, de cualquiera de los crímenes enumerados en el 
art. 2.^ Este convenio fué ampliado en 12 de Abril de 
1859, con una adición al artículo 2.^ relativa á la 
«tentativa de asesinato, manifestada por actos de 
principio de ejecución y frustrada por causas indepen- 
dientes de la voluntad del agresor» y en 1 de Agosto 
de 1861, por un acuerdo entre España y Francia, re- 
lativo á la entrega de «armamentos, caballos y pren- 
das militares de los desertores» y modificando el pá- 
rrafo 1.*^ artículo 2.** del convenio, por el cange de 
notas hecho en Madrid el 31 de Marzo de 1867. 

Convenio entre S. M. la reina de España y S. M, 
el rey de Cerdeña, para asegurar la recíproca extra- 
dición de malhechores, firmado en Turín á 6 de 
Septiembre 1857, para la recíproca de los autores ó 
cómplices de crímenes y delitos ordinarios, que qui- 
sieran sustraerse á la vindicta pública y á la acción 
de las leye s refugiándose de uno á otro país. 

El firmado en París á 16 de Junio de 1859, para 
la recíproca extradición de malhechores, por los re- 
presentantes de S. M. la reina de España y de 
S. A. S. el señor príncipe de Monaco. 

El de extradición de malhechores, entre España y 
Prusia firmado en Berlín en 5 Enero 1860 y redac- 
tado en lengua francesa. 
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• En 27 de Diciembre de 1869, se firmó en Londres 
por nuestro representante D. Javier de Izturiz, una 
declaración para el arresto y entrega recíproca de 
marineros desertores de buques mercantes, que se 
mandó cumplir y observar por R. O. de 19 de Abril . 
de 1869. 

Los Gobiernos de España y Baviera se obligan á 
la racíproca entrega de malhechores, según el con- 
venio firmado en Viena el 28 da Junio de 1860, ra- 
tificado por la Reina de España, en 20 de Agos- 
to del861. 

Por R. D. de 30 de Diciembre de 1861, se manda 1 

cumplir y observar la declaración firmada en Quito 
el 29 de Octubre 1860, relativa al arresto y recípro- j 

ca entrega de marineros desertores de España y del 
Ecuador. 

En el Haya en 5 de Noviembre de 1860 se firma, 
el convenio de extradición entre España y los Pai- " 

ses Bajos. 

El 24 de Diciembre de 1860 se firmó en Viena 
el convenio entre nuestra Nación y el Gran Ducado 
de Badén. 

El convenio de extradición entra España y Aus- 
tria se firma en Viena el 17 de Abril de 1861 y 
se ratifica par nuastra patria, en 4 de Junio del mis- 
mo año. 

Animados del deseo da asegurar el castigo de los 
malhechores que sa refugien de uno de los dos paises 
en el otro, S. M. la Reina de las Españas y S. A. R. el 
Gran Duque de Hesse, resuelven ajustar un conve- 
nio para la recíproca extradición, que se firma por 
sus representantes en Darmstadt, á 17 de Febrero 






>/ 



— 37 — 

de 1862 y se ratifica por nuestra parte en 8 de Julio 
del mismo año. * 

Entre España y Hannover, se juzga útil celebrar 
tratado de extradición, firmado en Aranjuez en 12 
de Mayo de 1863, relativo á los individuos condena- 
dos ó perseguidos por los Tribunales del país donde 
hayan cometido, ya sea como autores ó como cóm- 
plices, uno de los crímenes ó delitos enumerados en 
el artículo 2.^ 

Para la entrega de marineros desertores de bu- 
ques de guerra ó mercantes, siempre que se refugia- 
ren en alguna de ellas, desamparando el servicio á 
que se hubie rencomprometido, España y la República 
de Bolivia celebran convenio firmado en Sucre á 23 
de Febrero de 1864. 

Entre S. M. el rey de Wurtemberg y nuestra Na- 
ción, se celebra convenio para la recíproca extradi- 
ción, que se firmó en Francfort sur Mein, á 14 de Mar- 
zo 1864 cangeándose las ratificaciones el 10 de Junio- 
España y el gran Du3ado de Oldemburgo, para 
regular la extradición de malhechores, celebran tra- 
tado que se firma en Francfort sur Mein en 3 de 
Junio de 1864, siendo cangeadas las ratificacio- 
nes en 10 de Agosto. Este tratado se convino, para 
estar en vigor cinco años, pero si seis meses antes 
de firnar el plazo, no se expresase deseo de re- 
nuiciar al convenio, continuaría vigente^ y así suce- 
sivamente. 

Los representantes del rey de Sajonia y de la rei- 
na de España, regulan la extradición por medio de 
un convenio firmado en Dresde á 8 de Enero y Ber- 
lÍQ 20 de Enero de 1866. 



Persuadidos de que e! convenio celebrado en 8 de 
Marzo de 1823 para la entrega de malhechores, 
pFÓfugos y desertores del servicio militar, no ha pro- 
ducido — según se dice en el preámbulo de! nuevo 
tratado — los efectos que de él se esperaban, España 
y Portugal, resuelven de común acuerdo, celebrar 
otro convenio más completo y adecuado á los fmes 
que se habían propuesto las dos altas partes contra- 
tantes, que se firma en Lisboa á 25 de Junio de 1867 
y por cuyo artículo 18, queda sin efecto el celehrado 
en el año 1823, El canga de las ratifieaeiones tuvo 
lugar en Lisboa el día 4 de Enero de 1860. Las dos 
nai^iones contratantes durante los reinados de Ama- 
deo I da España y Luis I de Portugal, deseando mo- 
dificar y ampliar algunas de las disposiciones del 
convenio de 1867, acuerdan por medio de sus repre- 
sentantes en Lisboa á 7 de Febrero de 1873; la adi- 
ción de tres artículos. En lo referente á entrega de 
desertores, debemos mencionar también dos artícu- 
los adicionales que se convinieron en Lisboa el 27 
de Mayo de 1868. 

Entre nuestro Estado y el italiano, se conviene la 
celebración de tratado de extradición, que se firma 
en Madrid á 3 de Junio de 1868, cangeándose las 
ratificaciones fuera del plazo marcado, en 13 de 
Enero de 1869. En el convenio entre España é Italia, 
de fecha 21 de Julio 1867, para fijar los derechos 
civiles de los subditos respectivos y las atribuciones 
de los agentes consulares destinados á protegerlos, 
el artículo 22 habla de la entrega y arresto de mari- 
neros ó cualquier otra persona, que forme parte de 
la tripulación de los buques mercantes y de guerra 
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de su nación, que hubiesen desertado dé los mismos. 
En 6 de Mayo de 1891, se firmó un artículo que ha- 
brá de figurar como adicional á los convenidos 
en 1868. 

Los gobiernos español y belga, se obligan á la re- 
cípro3a extradición de los malhechores según lo dis- 
puesto en los artículos del convenio, que se firma en 
Bruselas, el 17 de Julio de 1870, convenio que fué 
ratificado en forma, por las partes contratantes, que 
cambiaron las ratificaciones el día 28 de Julio. Se- 
gún declaración firinada en Bruselas, el 28 de Enero 
de 1876, por los plenipotenciarios de España y Bél- 
gica, se aprueban tres artículos adicionales al con- 
venio del 70, .declaración que se mandó cumpUr por 
R. D. de 29 de Febrero de 1876. Para el arresto y 
recíproca entrega de marineros desertores hay un 
acuerdo celebrado en Madrid á 7 de Febrero de 
1855. 

El convenio celebrado con el Brasil, es de fecha 
de 16 Marzo de 1872, fué hecho en Río Janeiro y 
se ratificó en forma en 8 de Junio de 1872. 

Los Estados Unidos de América y España cele- 
bran tratado de extradición, que se hizo en Madrid 
y se firmó en 7 de Enero de 1877 y se ratificó en 21 
de Febrero del mismo año. Hay convenio adicional 
de 7 de Agosto de 1882. 

Regulan la extradición entre sus respectivos Esta- 
dos, nuestra Nación y Rusia en convenio celebrado 
en San Petersburgo en 21 (9) de Marzo de 1877. No 
es éste el convenio vigente y en 24 de Abril de 1888 
faé modificado por el que hoy rige. 

Nuevamente celebra Francia con nuestra patria 
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convenio relativo á la extradición. A las numerosas 
disposiciones destinadas á ese objeto, hay que agre- 
gar un nuevo convenio, que se firmó -en Madrid el 14 
de Diciembre de 1877, para asegurar la represión 
de delitos graves y menos graves. Este convenio, que 
sustituyó al de 26 de Agosto de 1850, fué ratificado 
en 25 de Junio 1878. 

Entre el Imperio alemán y España, se celebra un 
tratado con el mismo fin que los anteriores, que fué 
firmado en Berlín á 2 de Mayo de 1878, por cuyo 
artículo 18 se consideran derogados los tratados ce- 
lebrados anteriormente entre España y los Estados 
del Imperio. 

La Gran Bretaña, estipula con España tratado en 
4 de Junio de 1878. Se ratificó en 21 de Noviembre 
del mismo año. Como particularidad digna de men- 
ción, por el artículo 1.** España hace la excepción de 
entrega de sus propios subditos y el Reino Unido se 
obliga á la entrega de «todas las personas» culpables 
de algunos de los delitos que se enumeran en el ar- 
tículo 2.® En 29 de Mayo de 1888 se rectifican dos 
de sus artículos. 

Se celebra nuevo convenio entre España y los 
Países Bajos, en el Haya, en 6 de Marzo de 1879, 
que por el artículo 17 hace que cese de estar en vi- 
gor el de 5 de Noviembre de 1860. 

En .7 de Junio de 1881 celebrábase Tratado de 
Extradición entre España y la república Argentina, 
ratificado en 21 de Octubre de 1882. 

Con Méjico tenemos tratado, cuya fecha es 17 de 
Noviembre de 1881. 

El tratado entre nuestra patria y Monaco de 16 de 
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Julio de 1859, es sustituido por el convenido* en 3 de 
Abril de 1882 ratificado en 11 de Noviembre del 
mismo año. 

Entre Suiza y España regúlase la extradición por 
lo dispuesto en el tratado de 31 de Agosto de 1883 
ratificado en 1 de Febrero de 1884. 

Con San Salvador hay tratado de fecha 22 de No- 
viembre de 1884. 

Con Suecia y Noruega páctanse las reglas á las 
que se ha dé ajustar la práctica de esta institución, 
en 15 de Mayo de 1885. 

Del mismo año es el tratado con Uruguay, firmado 
en 23 de Noviembre. 

En Copenhague el 12 de Octubre de 1889 se firma 
el tratado con Dinamarca, cuya ratificación es de 
fecha 9 de Abril 1890. 

Celébrase convenio con Colombia en 32 de Julio 
de 1892. 

En la Gaceta de 1.® de Enero de 1895 publícase 
el convenio con los Países Bajos, de fecha 29 Octu- 
bre de 1894. 

Con la repúbliea de Liberia se conviene tratado 
de extradición en 12 de Diciembre de 1894 en Ma- 
drid, comenzando á regir en 1.° de Julio de 1895. 

Entre España y Venezuela celébrase tratado fir- 
mado en Caracas en 22 de Enero de 1894, que co- 
menzó á regir en 7 de Junio de 1895. 

Mejor que toda otra clase de razones, la enumera- 
ción que antecede, es la prueba más palpable de la 
verdad de nuestras afirmaciones, al decir que España 
no se ha sustraído al progreso general que con rela- 
ción á la materia objeto de nuestro estudio, se viene 
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presenciando en el siglo actual y con más evidencia 
á partir de 1850, año que hemos tomado como pun- 
to de partida, para el último período señalado en la 
historia de la extradición. 

Para el más completo estudio de este bosquejo 
histórico falta tan sólo el señalar las leyes que di- 
versas naciones han aprobado, para indicar la norma 
con arreglo á la cual se ha de regular la institución 
de que hablamos. Y como no juzgamos lugar ade- 
cuado este para indi-ar si tienen razón de ser ó no 
tales leyes, cuestión que mis adelante hemos de des- 
arrollar, bastará aquí una simple enumeración de las 
más conocidas. 

De 12 de Agosto de 1848, es la ley Anglo-Ameri- 
cana que tiene por objeto, no el sentar las reglas á 
las que han de ajustarse los tratados que la repúbli- 
ca celebre en lo futuro, sino establecer el procedi- 
miento para que se cumplan los existentes. 

El acta inglesa de 9 de Agosto de 1870, ampliada 
por otra del 73, tiene por objeto proveer á los trata- 
dos de extradición que celebre el Gobierno confor- 
mes con ella. Indíeanse los delitos por los cuales no 
se accederá á la extradición y no se dice nada refe- 
rente á los extranjeros que proceden de naciones no 
obligadas por tratados, existiendo enumeración de 
los delitos que pueden dar lugar á la entrega de los 
malhechores. 

La ley belga, en materia de extradición, es de 15 
de Marzo de 1874. Bajo condición de reciprocidad, 
puede el Gobierno belga hacer entrega de todo ex- 
tranjero perseguido, procesado, acusado ó condena- 
do por los tribunales de países extranjeros, como 
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autor 6 eómpli?e de los heehos enumerados eo el 
artíeulo I.". El artículo 12 de dicha ley deroga la da 
5 de Abril de 1868 y 1." de Junio de 1870, así como 
las disposiciones de la ley de 1." de Oetubre de 1833- 

Dar la norma á la que se han de ajustar los trata- 
dos que en lo futuro se convengan y señalar el pro- 
cedimiento para llevar á efeato los qae se hallen vi- 
gentes, es el objeto de la ley holandesa de 6 de 
Abril de 1895. 

El Canadá en 27 de Abril de 1877 dio su ley de 
extradición estable .-iendo reglas y principios para la 
práctica de tal instítueíón. 




IV 



Conocida ya la realidad histórica y los precedentes 
de la extradición, parece que es lugar oportuno y 
ocasión adecuada la actual para examinar con arre- 
glo á principios científicos, si esa institución merece 
tal nombre, si tiene ó no fundamento alguno, si hay 
razones con arregló á derecho, en que poder apo- 
yarla. 

Y aquí vemos, cual en otros muchos problemas 
científicos, que no existe unanimidad de pareceres, 
que los tratadistas se han dividido. Examinemos esas 
diversas opiniones y de su estudio deduzcamos las 
consideraciones que creamos oportunas. 

A «priori» puede afirmarse, cual lo hace Calvo, que 
aunque este problema ha dado lugar á una serie de 
controversias, en las que han tomado parte los juris- 
tas más célebres, los más se pronuncian, á favor de 
la institución, la mayoría admite que es un principio 
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general de Derecho de gentes. Completa demostra- 
ción de esta idea, la daremos al citar textos de buen 
número de juristas, cuyas opiniones, no dejan de ser 
interesantes. 

Que no tiene la extradición razón alguna jurídica 
en que apoyarse y que por el contrario, median con- 
sideraciones muy dignas de tenerse en cuenta, para 
no admitirla, ha sido opinión que no ha dejado de 
tener partidarios y defensores. Y para razonar su 
teoría, aducen por un lado que la libertad del extran- 
jero debe ser respetada, y de otro, la idea de que la 
soberanía del Estado, es territorial; y así dice Pin- 
heiro Ferreira que el enviar al extranjero, para que 
lu juzguen los Tribunales de su país, sería atentar 
contra su derecho de permanecer donde crea conve- 
niente, siempre que no lesione el derecho de otro, 
deduciendo que solo en el caso de haber contraído el 
I acusado obligación personal, podría accederse á la 

extradición, llegando los que así creen á sostener 
en la exajeración de tales asertos, que tan solo á 
aquel extranjero que violó las leyes del país, donde 
se halla, se puede castigar, mas no al criminal que 
salvó la frontera y buscó refugio en tierra extraña. 
Porque; para que el Gobierno de su país lo castigue, 
tenía que saltarse por la territorialidad de la sobera- 
nía y para que el del país de refugio pudiera cerca 
de él realizar acto alguno, tendría que atentarse con- 
tra la Ubertad de ese extranjero. 

Por fortuna tales asertos no han hallado eco y no 
ha tenido acogida la teoría, que de ese modo venía á 
querer garantir la impunidad del crimen, cuando su 
autor salva la frontera nacional. De nada ha valido 
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el que Lapey, entre otras consideraciones, dijera: 
Si es necesario que el criminal sufra un castigo, ¿no 
es bastante ya el destierro? 

Un avance más en el camino de la verdad, signifi- 
can las palabras de los que creen, no que la extra- 
dición deja de tener su fundamento racional, sino 
que es lícita, que cabe admitirla, que median algu- 
nas razones en su apoyo, que razones de utilidad 
entre las naciones, de amistad, mutua conveniencia 
ó, como sostiene Heffter, consideraciones de utilidad 
y convonieneia recíproca, en ausencia de tratado 
formal, pueden aducirse á su favor, si bien el men- 
cionado tratadista no aleja de sí, cual otros eehan 
en olvido, la idea de que el interés de la sociedad 
exige que los crímenes no queden impunes. Como 
un acto ds cortesía libre y expresamente consentido 
por las naciones, admiten la entrega del culpable; en 
tal sentido, reconocen la licitud de la institución. Y 
de este modo, llégase á la teoría por virtud de la 
que, la extradición es obligatoria en el caso de con- 
vención pero no fuera de ella. 

Argumentos como el de que no puede obligarse á 
una nación á administrar leyes de otra, ó que no se 
diga, que en e! país de refugio aumenta el número 
de malhechores y que en interés de la justicia gene- 
ral está que no se evite el castigo, por hallar refugio 
en un determinado territorio, son los que se aducen 
por algunos tratadistas, que admitiendo todavía el 
criterio absoluto de la soberanía del Estado, ven 
obstáculos para el completo castigo de la infracción 
de derecho y para el restablecimiento del orden ju- 
rídico perturbado, en el caso de pasar de uno á otro 
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país él criminal; y para salvarlas, para hallar el 
modo de que no se falte á los principios de justicia, 
creen que el Estado puede, si así lo cree oportuno, 
entregar al criminal al Gobierno del territorio en 
que se cometió el delito, sin que éste pueda obligar 
al otro á esa entrega. 

Y los que de tal modo piensan, si bien no se sus- 
traen á la idea de que el Estado es soberano y de 
que no puede obligársele á acceSer á la extradición 
si no es voluntariamente, ya no creen que al atrave-, 
sar una frontera pierda el Gobierno la facultad de 
castigar al autor del delito cometido en su territorio, 
sin que el malhechor adquiera inviolabilidad de nin- 
gún género, por su cualidad de extranjero. Así 
piensan con pequeña diferencia de criterio, acer- 
cándose algunos de ellos bastante á los verdaderos 
principios, Kliiver, Heffter, Wheaton, Dudley, Foelix, 
Phillimore, Hall, Twiss, Woolsey, Clarke, Calvo, Bar 
y tantos otros, que si creen unos solamente que la 
extradición puede exigirse cuando hay tratado acer- 
ca de ella, otros ya van más allá y apuntan una 
nueva idea, la de que si no es de obligación per- 
fe crta, es un deber de moralidad política, cual dice 
Clarke, ó de moral pública, como escribe Calvo. 

Si bien no se llega á admitir que no sea una obli- 
gación perfCvíta exigible, en ausencia de convencio- 
nes que la regulen, ya sale al campo científico un 
nuevo elemento, ya aparece como deber, siquiera 
éste sea según sus autores, deber moral tan solo, 
deber que no es exigible. 

Examinando estas teorías, cuál es la conclusión 
que lógicamente hay que deducir? La- de que no bas- 
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la.1 á llenar la^ necesidades que se sienten, que sOn 
teorías que no pueden admitirse. Y las razones son 
sencillas. Los que niegan en absoluto la extradición 
admitan el que halle asilo en ten-itorio extranjero el 
trasgr^sor del derecho. Los que le dgji como funda- 
mento la conveniencia recíproca, no ven nada más, 
que la u'.il¡dad que pueda reportar de ella, á la nación 
que entrega al malhechor que quiso refugiarse en su 
territorio y por cima de esos intereses, por cima de los 
re-spetos que los Estados deben guardar á los ©xtran- 
jer.is, sobre la soberanía' del Estado, hay algo más; 
olvidan que la justicia existe, olvidan que el ideal á 
que mejor puede aspirarse es el de que el derecho 
se mantenga por todos, sin que en lo más mínimo sea 
turbado. 

Solo de ese modo, es como puede comprenderse 
que los mantenedoras de esas teorías, hagan afirma- 
ciones del género de las que sostienen como ciertas. 
Los que niegan en absoluto la extradición hay que 
admitir con Martínez Silva '•^'' que el principio de que 
parten es inadmisible, que no ven la existencia de un 
derecho Natural, común á todas las gentes, que no 
admiten exista entre las naciones vínculo alguno que 
establezca entre ellos cierta solidaridad para repri- 
mir el mal. Y respecto de los que le dan por funda- 
mento la mera conveniencia, la utilidad que puede 
deducirse para la nación que accede á ella, con razón 
se ha dicho, que tal doctrina es la del interés egoís- 
ta, aplicada á las relaciones de los pueblos enlre sí. 

(1) En las notiM que acompafian ¿ la obra de Bello Prin- 
cipios de Derecho Internacional. 
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Idea que ya no admite discusión, es el reconoci- 
miento de ciertos lazos de unión entre las naciones, 
de cierta solidaridad entre los Estados, de gran nú- 
mero de relaciones de los pueblos entre sí. Y con solo 
esta idea, viene á la mente la necesidad de que esa 
solidaridad, esas relaciones internacionales, se mues- 
tren de modo palpable cuando dé perseguir el crimen 
se trata y si hay un derecho que está sobre las leyes 
positivas que el hombre escribe; si en nuestra con- 
ciencia aparecen con distinción las nociones del bien 
y del mal, de la acción honrada y justa y del delito; 
no hay que vacilar, el crimen no deja de serlo porque 
su autor salte de uno á otro Estado, no; su noción, 
su concepto, la razón de su represión y de la persecu- 
ción del autor, no están encerrados en los límites de 
la soberanía de un Estado, en los del territorio de una 
nación, se halla sobre las fronteras, á todas las na- 
ciones alcanza, y si esto es innegable, no puede haber 
razón alguna para negar á una nación el derecho de 
exigir la entrega del que perturbó su derecho, ni para 
negar el deber en que se halla el Estado de refugio, 
de no poner obstáculos á esa entrega, de facilitarla 
por cuantos medios estén á su alcance. 

Mas ya va abriéndose paso esta opinión. Ya no es 
la sostenida por unos cuantos autores que tienen que 
contentarse con ver su teoría estampada en las pá- 
ginas de sus libros y no verla admitida como cierta 
y llevada á la realidad. La veracidad de sus princi- 
pios se va poniendo fuera de duda y los pareceres 
van siendo unánimes. La extradición es algo superior 
á los tratados; hay qué creer en la independencia de 
ese acto, con relación á la convención que lo regula, 

i 
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para buscar su fundamanto. Tal es la creencia mo- 
derna; tal la opinión de numerosos t ratadistas, de 
cuyas obras entresacamos los siguientes testimonios: 

Story -No cabe duda que es de una importancia 
vital para la administración pública de justicia crimi- 
nal y para la seguridad de los Estados respectivos, 
que los individuos acusados de crímenes no encuen- 
tren asilo en otros Estados, sino que sean entregados 
para ser juzgados y castigados». 

Kent: «Que es deber del Gobierno, entregar los 
fugitivos que le han sido reclamados, después de que 
el magistrado se ha cerciorado de la existencia de 
motivos de acusación razonables y suficientes para 
traducir la acusación en justicia. > 

Faustín-Hélie: «Que hay casos en los que, dentro 
de ciertos límites, el poder tiene el derecho de unir 
su acción á la de la justicia extranjera: ya para ayu- 
dar en interés común á la acción de la justicia uni- 
versal, ya para mantener el orden y la justicia en su 
propio territorio. Y la razón de la extradición la ha- 
lla en el deber que le impone al Estado la ley moral 
y el interés de su conservación.» 

Lord Campbell hace resaltar la necesidad de 
una ley general obligatoria para todos los Estados y 
que imponga el deber á cada uno de ellos, de entre- 
gar, previa la demanda de los otros, todas las perso- 
nas acusadas de delitos graves que no tengan un ca- 
rácter político. 

Olivert: «Proclamada la existencia de la comuni- 
dad jurídica internacional, interesa á todos los Esta- 
dos la conservación del orden y la reparación de la 
injusticia; ¿si el crimen es hoy por desgracia un mal 
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internacional, por qué no lo ha de ser también su re- 
presión? ¿Se hicieron las fronteras para impedir el 
castigo de los prisioneros? 

Carnazza Amari: «Que los tratados de extradición 
tienden á restringir el asilo y la impunidad de los 
criminales y se fundan sobre el orden jurídico uni- 
versal, así como sobre la solidaridad que liga todos 
los pueblos á la observancia del derecho. » 

Mailfer coloca el fundamento de la extradición, 
«en la solidaridad de los pueblos contra los atenta- 
dos á la vida humana y á la propiedad privada. » 

Groeio, después de hablar deduciendo de la ley 
natural el deber de las sociedades de castigar los 
crímenes, establece una obligación alternativa para 
la nación y el soberano del territorio en el cual el 
criminal se ha refugiado, «de castigarlo por sí ó en- 
tregarlo al Estado que coa ese objeto lo reclame». 

Burlamaqui acepta lo expuesto por Groeio y lo 
considera como fundado creyendo que la medida de 
la extradición es una obligación común é indispen- 
sable. 

Waltel, Mohl, Bulmericq, Pradier Foderé, Ruther- 
ford, Schmalzing, Martínez Silva, Gracia Parejo y 
tantos otros son partidarios de la creencia de que 
tiene fundamento la extradición con independencia 
de los tratados. 

No he de citar mayor número de testimonios. Si 
por criterio de autoridad se hubiera de aceptar una 
ú otra teoría, frente á los que admiten como ciertas 
las primeras de las opiniones citadas, se halla la 
mayoría de los tratadistas que le reconocen un fun- 
damento superior. Se^ún ese criterio la victoria se- 
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ría de los últimos. Mas no es coa el criterio de auto- 
ridad eon el que hemos de examinar esa cuestión; 
con el criterio de la razón es con e! que se debe re- 
solver y si con arreglo á las considerasiones indi .'a- 
das, ha sido nuestro criterio desfavorable á lo soste- 
nido por Ferreira, y á lo que Foelix, HefTter y otros 
admiten, fundándonos en las que pasamos á exponer 
admitimos que es deber la entrega del malhechor. 

E! derecho de una nación determinada ha sido 
perturbado por la comisión de un delito; el autor, 
queriendo sustraerse al castigo, huye y busca refu- 
gio en el territorio de otra naeión, La primera, celo- 
sa de sus interesas y queriendo que el derecho que 
se perturbó, sea reparado por la pena impuesta al. 
delincuente, solicita la entrega de éste. 

Admitamos que la nación requerida, creyendo que 
no tiene fundamento alguno esa petición ó que sien- 
do partidario su Gobierno de la opinión según la 
que, la razón para acceder á ella, es consideración 
de utilidad y convenieneía recíproca, no vé -esa 
utilidad y se niega á la entrega. ¿Qué sucederá? Que 
el culpable halla un lugar donde no puede alcanzarle 
la acción del Estado en que cometió el delito, que la 
nación que ha solicitado lo extradición, ve su dere- 
cho violado y no ve medio para ' imponer al que lo 
violó el castigo á que se hizo acreedor; el Estado re- 
querido tiene en su territorio un malhec-hor más á 
quien da asilo, y la sociedad vé que el derecho no 
se cumple, que lo que exige la noción más rudimen- 
taria de la justicia, no halla eco en la realidad; el 
crimen se ha cometido, una nación opone obstáculos 
al castigo del criminal. 
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¿Será que al negarse á entregar el culpable va á 
juzgarlo y castigarlo la nación requerida? En este 
caso sí que cabe que teórica y prácticamente se se- 
ñalen dificultades para que. los Tribunales de un Es- 
tado sean ios que impongan la pena para reparar el 
orden que se perturbó en otro. Si esto se . admitiera 
¿qué dificultad se podrá señalar lógicamente, en con- 
tra de la extradición? Lo único que cabe decir con 
relación á ello es que todo medio sería aceptable 
antes que ver el delito sin castigar. 

Pero fijémonos solo en los argumentos en que se 
apoyan los contrarios de la teoría que tratamos de 
demostrar. Y lo que se comprende es que el error 
está en el reeonoeimiento de los Estados absoluta- 
mente soberanos, en no ver nada sobre esa sobera- 
nía y la territorialidad de la ley penal y las conside- 
raciones que se deben guardar al extranjero. 

Sobre todo ello está, y ya lo hemos dicho, el con- 
cepto del orden, el concepto del derecho, del delito 
que lo perturba, de la pena que lo restaura, y esto no 
es territorial, no es de una nación, es de todas, son 
conceptos que van unidos á la idea de humanidad, 
de sociedad universal. 

Al huir el culpable, se acrecienta — cual dice con 
gran lógica y razón, el señor Gracia y Parejo — el 
derecho, el deber y la necesidad de castigar, antes 
que disminuyan por la circunstancia de la huida dei 
delincuente, y el deber de todos los hombres al tener 
presente el carácter universal de la justicia de coad- 
yuvar á que se cumpla, es deber de todo Gobierno? 
cual escribe doña Concepción Arenal. 

Esta insigne escritora desarrolla una idea que de 
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modo completo, acabado, explica la situación del 
Estado requerido al negar su aprobaeióu á la deman- 
da de extraer el culpable. ■ La na';ióu que acoge á un 
criminal y se convierte en su -asilo' — dice — no sólo 
se niega á contribuir activamente á que se captura, 
¡no que materialmente lo impide; no es «pasiva' su 
ituación, entre él y los tribunales que lo reclaman, 
no -aetiva* contra ellos y á favor del culpable; la 
supuesta neutralidad, es imposible; Ó está á «favor» 
de la ley y le presta el auxilio, sin el cual no puede 
aplicarse, ó negándose, está contra ella. No hay tér- 
mino medio». 

Si nadie negara el derecho del Estado á castigar 
el culpable, si éste vuelve á él; si el Estado requeri- 
do al darle asilo, cuenta entre el número de sus cri- 
minales uno más; si al negar su entrega se pone 
contra ley y no guarda neutralidad, considerando que 
no ha violado el orden de derecho que él estableció; 
si aun con el criterio egoísta é interesado debía ac- 
ceder á la entrega por no contar entre los que pisan 
su territorio un malhechor que por serlo, quizá pue- 
da volverse contra ese mismo Estado; si hay razón 
para el derecho de castigar; si la imposición del cas- . 
ligo es necesaria, si es un deber obligatorio, exigi- 
ble, ¿por qué no ver en la extradición un deber? 
¿por qué no considerarla como una institución per- 
fecta? ¿Es que se cree, que con salvar la frontera la 
conciencia se purifica, el autor del crimen queda sin 
responsabilidad y la transgresión del derecho des- 
aparece? 

Y no hagámonos eco de teorías cual la que sostiene 
la extraterritorialidad de la ley penal, porque si la 
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viéramos con realidad, no habría necesidad de acu- 
dir á la extradición para evitar en lo posible la im- 
punidad del delito. 

Lo corriente es hoy la territorialidad de la ley pe- 
nal y en los mismos motivos en que se funda el de- 
bar de castigar, en las mismas razones están los 
primeros fundamentos de la extradición, á la que de 
no otorgar al Estado de refugio la facultad de juzgar 
al delincuente, no hay más remedio que acudir. 

El dar esa facultad va todavía más contra esos 
principios que según algunos se oponen á que pueda 
admtiirse la extradición; las dificultades son en ese 
caso en número mayor y es bien sabido que allí 
donde la ley no se cumplió, allí es donde debe impo- 
nerse la pena que la misma ley exige se imponga. 

Fundándonos en estas consideraciones, viendo en 
la extradición algo relacionado íntimamente con las 
leyes de unión que deben existir entre los Estados^ 
prestándose mutua asistencia para la persecución 
del mal, no olvidando la máxima de que la justicia 
es deuda de la humanidad, es como llegamos á creer 
que es una institución con fundamento real, aquella 
que estudiamos; que no son argumentos aparentes, 
aquellos en que buscamos apoyo para robustecer 
nuestra opinión; que con arreglo á derecho la extra- 
dición, mientras no se provea por otro medio mejor 
al castigo del hecho punible en el orden internacional, 
es un deber extrictamente unido al derecho de cas- 
tigar, del que dados sus caracteres, no hay necesi- 
dad de indicar sus esenciales diferencias. 

Conclusión que debemos sacar de lo dicho. La 
institución objeto de nuestro estudio, cuya realidad 
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■ya quedó dein:)strada, tiene fundamento sólido; no 
es una institución basada en la utilidad ó en la eon- 
venieneia, lo es en el derecho, en la necesidad del 
orden en la vida; es un deber exigible á los Estados 
y al hablar de ella no es posible hablar de interés y 
utilidad de los Estados, porque cuando la aspiración 
humana se dirige á la consecución del bien, el anhelo 
en conseguirlo, en impedir que el mal quede sin cas- 
tigo, jamás puede tacharse de mira egoísta ó intere- 
sada, sino de verdadero deseo de seguir el camino 
trazado por los universales principios de lo justo. 
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Falta, antes de entrar en el examen de las perso- 
nas sujetas á extradición, delitos por los que debe 
concederse, procedimiento y consecuencias de ella, 
tratar de algunas cuestiones que no tienen cabida 
bajo esos epígrafes y qae son, sin embargo, dignas de 
que se les dedique una parte de nuestro trabajo. 

Ante nuestra consideración, preséntanse diversos 
problemas, á los que se ha dado solución muy di- 
versa y que hállanse planteados en los siguientes tér- 
minos: 

¿La reciprocidad debe ó no figurar como condición 
indispensable al tratarse de la extradición? 

¿Es ó no conveniente que exista una ley normal 
de extradiciones en cada Estado? 

¿Cuál será el carácter que deben tener los trata- 
dos de extradición; si deben tener efectos retro- 
activos? ¿cómo se resolverán las dudas que surjan, 
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en caso de violación de los mismos? ¿quién debe in- 
terpretarlos? ¿cual será su duración? etc. 

Si examinamos los tratados celebrados entre las 
diferentes potencias, veremos cómo figura en ellos 
como condición, la reciprocidad. Fijándonos en los 
celebrados por nuestra patria, en casi todos ellos ve- 
mos que entre lo convenido por su primer artículo, 
figura el compromiso de «recíproca» entrega, entre- 
garse «recíprocamente.» ó se concederá «recíproca- 
mente» la extradición etc. Y ocurre preguntar si será 
ó no condición necesaria para entrega de un gobier- 
no á otro de un criminal, la de reciprocidad. 

No ha faltado, quien dando exajerada importancia 
á tal requisito, haya llegado á afirmar que á falta de 
tratados formales, toda extradición de un extranjero 
se halla subordinada á «recíprocas» consideraciones 
de utilidad y conveniencia. 

Semejante modo de pensar es erróneo según otros 
autores y con ellos parece se halla la verdad. La 
norma para la resolución de las diferentes cuestiones 
á las que debamos dar soluciones adecuadas á ellas, 
tiene que ser el fundamento por nosotros asignado á 
la extradición, y con esa norma, dejando á un lado 
conveniencias de la reaUdad, no podemos opinar que 
á falta de tratado, la extradición se regule por la re- 
ciprocidad. 

Creyendo que la extradición es un deber exigible, 
por uno á otro Estado, aun en ausencia de conven- 
ción, mal puede esto compaginarse con la idea 
de que se subordine á consideraciones de reciproci- 
dad. General y por todos puesto fuera de duda, es el 
admitir que no puede uno excusar el cumplimiento 
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de una obligación, porque aquél con quien nos obli- 
gamos, no lleve á efecto la exacta realización de 
cuanto se comprometió á hacer. Del mismo modo, no 
es posible aceptar, que dado el caso de que un Esta- 
do se negase á la extradición de un criminal, aquél 
que la pidió no hiciera entrega de los malhechores 
que del territorio de la otra nación hubieran pasado 
al suyo. 

Al concederse la extradición sin reciprocidad, 
como un deber que las leyes y tratados no hacen 
sino confirmar, el Estado que la concede, se presta 
un servicio á sí mismo y á la sociedad y esto expues- 
to en el proyecto de la ley italiana, examinado cual 
ahora lo hacemos en el terreno científico, es de todo 
punto cierto para ser consecuentes con nuestras pro- 
pias ideas. 

En el informe dado por el Sr. Cárdenas y aproba- 
do por la Academia de Ciencias Morales y Políticas 
relativo al proyecto de ley de extradición italiana, 
con relación á este punto concreto, cree el autor del 
informe, que lo dicho en el proyecto puede justificar 
se conceda sin convenio escrito anterior, pero no sin 
reciprocidad, porque aun cuando sea un deber natu- 
ral entre las naciones, no estando umversalmente 
reconocido, al concederse sin exigir al otro Estado 
su observancia, faltará el estímulo para conseguirla, 
cual lo es no obtenerla para sí, el Gobierno que no se 
reconoce obligado á ella. De donde deduce, que si en 
el terreno teórico el proyecto de ley italiano está den- 
tro de lo racional, al llevar ese principio á la reali- 
dad, la aplicación sería prematura. 

Tratando la cuestión desde el punto de vista de 
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los convenios de la realidad quizá fuera admisible 
esa opinión, pero así y todo conformes con lo dicho, 
si la extradición se solicita aun á falta de tratado 
debe accederse á ella con reciprocidad ó sin seme- 
jante .condición. El que otro no cutnpla un deber, no 
autoriza á que uno deje de cumplir el suyo. 

Es más, queriendo que esta opinión, que en el te- 
rreno teórico hemos expuesto, tenga su realidad, al 
solicitarse la extradición debe aprobarse la petición 
del otro Gobierno y al convenirse los tratados, la 
fórmula de entrega recíproca no es de absoluta ne- 
cesidad para que las naciones se obUguen por la 
convención, y en el caso de no cumplir una de las 
partes con lo convenido, no por ello fundándose en 
la reciprocidad la otra habría también de negarse al 
cumplimiento de la obligación que contrajo, ya que 
aparte de la convención es para nosotros un deber 
que tiene, el aceeder á las peticiones de extradición. 

La ley belga en el artículo i.® admite que la en- 
trega del extranjero perseguido se haga bajo condi- 
ción de repfocidad. 

El Insíituto de Derecho Internacional, en la V. de 
las conclusiones votadas en Oxford en 1880, es- 
tablece «Que la condición de reciprocidad en esta 
materia, puede estar recomendada por la política, 
pero no es exigida por la justicia. » 

En el tratado entre Inglaterra j España, vemos 
uh ejemplo de que no debe existir como condición 
indispensable. España hace excepción de sus propios 
subditos y el Reino Unido de la Gran Bretaña, se 
obUga «á entregar todas las personas que habiendo 
sido encausadas ó sentenciadas por los Tribunales 
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de una de las dos altas partes contratantes por crí- 
menes ó delitos cometidos en su territorio, sean ha- 
lladas en el territorio de la otra.» El que nuestro 
Gobierno no acceda á la entrega de sus subditos, no 
ha sido razón para que el de Inglaterra excluya á 
sus nacionales. 

Conviene ó no que exista una ley normal de ex- 
tradiciones, es la pregunta que se hace, en vista de la 
extensión y desarrollo alcanzadas por la institución 
que trata de regularse. 

En este punto, la realidad nos muestra cómo se 
ha creído útil la existencia de esas leyes. Diversos 
paises las han sancionado y ya dimos cuenta de ellas. 

La conclusión IV de las votadas en la sesión de 
Oxford dice: «Es de desear que en cada país, una 
ley regule el procedimiento en la materia, así como 
las condiciones por las que los individuos reclama- 
dos como malhechores, sean entregados á los Go- 
biernos con los cuales no haya tratado.» 
• Informando la comisión regia nombrada en Ingla- 
terra en Agosto de 1877, acerca de la •^tradición, 
al hablar de la facultad que debía concederse á las 
autoridades que se designen, de entregar sin consi- 
deración á la existencia de tratado entre Inglaterra 
y el país requirente, los fugitivos criminales cuya 
extradición se solicite, dice que debe concederse esa 
facultad reglamentada por un estatuto. 

Hace resaltar Lord Campbell — segúa ya hemos 
dicho en otro lugar, — la necesidad de una ley gene- 
ral, obligatoria para todos los Estados con relación 
á esta materia. Otros autores, considerando como 
ideal á que puede aspirarse, dados los límites que 
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permiten ver la ciencia, la formadÓD de un Estado 
internacional, van todavía más allá y no contentán- 
dose con que existan leyes nacionales, creen que en 
la realización de esa hipótesis los principios que re- 
gularan la extradición, deberían hallarse sanciona- 
dos en un Código internacional, ya que ni los trata- 
dos bastan á regular en derecho positivo esta insti- 
tución ni las leyes de cada Estado, ni debería dejar- 
se á la libertad de las partes el resolver las cuestio- 
nes que pudieran originarse con relación á una de- 
manda* qne se hubiera entablado. Siguiendo pensan- 
do con arreglo á ese idea!, dicen, desaparecería la 
multitud de reglas y preceptos que viene á suscitar 
dificultades en algunos casos y las disposiciones de 
un Código superior serían menos complicadas, de 
mayor sencillez. 

No hay que creer que es esta idea expuesta tan 
solo por un tratadista, no; aparte de los varios tra- 
tados de Derecho Internacional que pudieran ci- 
tarse í" en los que la exposición se hace en forma 
de Código*^ en los que se dedican algunos capítulos 
al derecho penal internacional; pueden citarse varios 
proyectos de leyes internacionales de extradición 
entre los que es digno de mención el de Paul Ber- 
nard expuesto en su obra «Traite théorique et pra- 
tique de 1' Extradition. » 

Cuál sea la eonvenieneia de establecer una ley de 
extradición en cada Estado y cuál su objeto, 
son los puntos que merecen desarrollo especial. La 

(1) Ya en el corso de este trabajo aparece citado el de 
Fiore. 
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resolución de las cuestiones con este motivo plan- 
teadas la hallaremos investigando primero el objeto 
de tales leyes, después la utilidad que reporten, en 
armonía con el objeto que se les haya asignado. 

Respecto al objeto de ellas, se ha discutido si esas 
leyes debían ó no establecer las condiciones á las 
cuales se ajustarían en lo sucesivo los tratados inter- 
nacionales que se celebrasen, y si sería conveniente 
estuvieran en ellas determinadas las reglas según 
las qu3 debería concederse, cuando fuera solicitada 
la entrega de un criminal, por un Gobierno que no 
tuviera con el Estado requerido, convención alguna 
relativa á ese derecho. Con relación á esto, es opi- 
nión general ^*) que siendo cada día más aceptado el 
principio de la entrega del delincuente, en sustitu- 
ción del concepto exagerado de la soberanía terri- 
torial, que impedía el progreso de las nuevas ideas, 
para sustituir el criterio discrecional de la autoridad 
competente en la materia, con principios invariables 
que á la vez que pudieran servir de norma para la 
celebración de nuevas convenciones, regulasen la 
extradición cuando no existieren tratados y los su- 
plieran en determinadas condiciones. 

AI investigar todavía más concretamente, el obje- 
to de estas leyes, viene la división de ellas en dos 
partes: una que indica las infracciones por las que 
se debe acceder á la extradición, los deUtos que se 
exceptúan, las condiciones en que debe entregarse el 
individuo reclamado; otra que atiende al procedi- 
miento que en los ^diversos casos debe seguirse; y 

(1) Cárdena» obra sib. 
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por último, como otro de los fines á que deben aten- 
der según algunos, señálase el indiear los preceptos 
con arreglo á los cuales, cada Estado puede pedir la 
entrega de los que perturbaron el orden jurídico que 



Tenemos ya señalados los objetos á que según los 
escritores, deben atender las leyes de extradición. 
Mas sin saber la convenient-ia de ellos, sin ver su 
utilidad, no es posible dar opinión definitiva. Aborde- 
mos este punto. 

Si han de señalar las condiciones á las que han de 
ajustarse las convenciones que en lo sucesivo se ce- 
lebren con otras naciones, tomo ventaja hallamos 
que desaparecerá el cnteno discrecional, los tratados 
tendrán todos caracteres análogos. Son las reglas 
con sujcírión á las que, se accederá á las demandas 
que se entablen fuera del caso de tratado solemne 
entre las partes, lasque la ley seña',a; en este caso la 
conveniencia es bien manifiesta y el deber de acce- 
der á las peticiones que hagan los Estados estará 
cual debe estar regulado. Cuanto menor sea el nú- 
mero de las dificultades que se oponga al mayor des- 
arrollo de la institución, mayor será el progreso que 
en la realidad alcance y el atender la ley nacional al 
primer objeto, si lógicamente pai-ece que es ventajo- 
so, en la práctica, quizá en la mayoría de los casos? 
no haga sino suscilar dificultades, porque si la aspi- 
1 ación es dar más amplitud, que en el mayor núme- 
ro posible se acceda á la entrega del culpable, es 
probable que al ir á cor.cerlar un nuevo tratado, el 
Gobierno de la otra parte contratante no admita 
i de las condiciones que la ley especial requie- 



s 
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re y en tal situadón no hay medio posible de llegar 
á la celebración del tratado, pues no es factible que 
el Estado que tiene su ley salte por ella, para lograr 
exista una convención internacional. 

Poco he de decir respecto á la utilidad de que se- 
ñalen los delitos que pueden dar lugar á extradición. 
Si esta norma es para los tratados que en lo futut^o 
se lleven á efecto, ya queda indicado el inconveniente 



que tiene, y tanto en esta ocasión, como si tan áolo 
se refiere al caso de no haber convención expresa, 
siendo hecho manifiesto que el progreso en este pun- . 
to es dar mayor amplitud al número de delitos por 
los que es admitida la demanda, preséntase la des- 
ventaja de tener que modificar la ley especial ó de 
no poder acceder á la entrega del autor de determi- 
nados delitos que según las modernas corrientes de- 
berán comprenderse éntrelos señalados por la ley. 

Con relación á si debe ó no comprender las reglas 
para pedir un Gobierno la extradición de sus propios 
subditos, no falta quien diga que desde el momento 
en que se otorga la extradición, sin que existan tra- 
tados, esas condiciones son garantías que no se de- 
ben negar á los naturales que se refugian en otra 
nación. No se vé razón alguna que justifique ese ob- 
jeto de la ley, pDrque con fundamento se dice que 
ninguna eficacia tendrán esas limitaciones si el go- 
bierno que ha de acceder á la entrega no sé consi- 
dera obligado por ellas y que no se ve el interés 
que puede tener una nación en ponerse trabas á sí 
misma. 

Resumiendo; la conveniencia de que exista una 
ley normal de extradición, hay que admitirla. El 

6 
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.objeto de dicha ley no debe ser magrear condiciones 
para la celebración de tratados futuros, sino con un 
criterio amplio atender á la concesión de extradi- 
ción en ausencia de tratados, con reciprocidad ó sin 
ella, al cumplimiento de las convenciones existentes, 
á señalar el procedimiento que deba seguirse en la 
materia. 

En las conclusiones del informe sobre el proyecto 
de ley de extradiciones para jgl reino de Italia, apro- 
bado por la Academia de Ciencias Morales y políti- 
cas, se sienta: 

1.** «Que si no ha de concederse la extradición 
más que en virtud de tratados, no es necesaria en 
su parte sustantiva la ley nacional que ha de deter- 
minarla, porque aquellas pueden suplirla aun con 
ventaja. » 

2.^ «Que en este caso, lo que sí puede ser con- 
veniente y aun necesario es una ley interior adjetiva 
ó de procedimiento, sobre la manera de cumplir los 
tratados vigentes, con ventaja de la administración de 
justicia y sin menoscabo de los derechos individuales.» 

Y 3.*^ «Que para conceder la extradición á las 
naciones que no están obligadas á ella por trata- 
dos, es necesaria una ley sustantiva y adjetiva que 
la regule, á la cual deberán ajustarse en lo posible 
las convenciones futuras sobre esta materia.» 

Existen varias leyes de extradición que ya han 
sido citadas al final de la parte histórica. Aparte de 
ellas hay varios proyectos. En Francia fué presenta- 
do uno al Senado, y en nuestra patria D. Emilio 
Nieto presentó al Congreso de los Diputados una 
proposición de ley en 4 de Diciembre de 1882. 



En el título 1.® de esa proposición de ley se trata- 
ba de las condieiones de la extradición que según el 
artíííulo primero se ajustaría á los preceptos de di- 
cha ley, sin perjuicio de lo establecido en los conve- 
nios internacionales vigentes. El título 2.^ refiérese 
al procedimiento. 

Señala las infracciones por virtud de las que se 
otorgará la extradición de los extranjeros, el artículo 
segundo de la ley de los Países Bajos, que además 
señala el procedimiento que deberá seguirse. 

La ley belga establece la entrega del extranjero 
reclamado, bajo condición de reciprocidad. Indica 
en su artículo 1.** los delitos por los que se concederá; 
trata del procedimiento; dá norma para los tratados 
futuros. 

La anglo-americana tiende á llevar á efecto los 
tratados que se celebren. 

El proyecto italiano, que ha merecido elogios, al 
dar la norma admite que se conceda aun en el caso 
de no haber tratado y de no oWigarsa la nación re- 
quirente á la reciprocidad. Con relación á las condi- 
ciones para solicitar la extradición se remite á lo 
dispuesto en los tratados y en su defecto á lo que el 
gobierno determine. 

Pasemos ahora al estudio de aquellas dudas que 
se han suscitado con relación á los tratados en que 
dos potencias se obligan á la entrega de los mal- 
hechores, que han buscado refugio pasando de una 
á otra. Es la primara y más importante de todas las 
cuestiones, la del carácter que tienen dichos trata- 
dos y no hemos de detenernos cual lo hubiéramos 
hecho, á no haber expuesto y combatido anterior- 
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mente la opinión de los que creen que la extradición 
no es obligatoria sino en el caso en que existe tra- 
tado expreso, convención especial referente á ella. 
Ya al tratar* de esa teoría dimos á conocer cuál era 
nuestro modo de pensar y ahora al hablar de las 
convenciones vamos á dar alguna más extensión á 
lo que entonces dijimos. 

Los tratados de extradición no crean la obliga- 
ción de la entrega del culpable. Regulan las condicio- 
nes en que debe hacerse. Dan mayor fuerza si se 
quiere, á la obligación que ya existía; es convenien- 
te su existencia, pero no dimana de ellos la institu- 
ción. Si hoy nó es posible el que exista un Código 
internacional que trate de la materia, si no hallamos 
con relación á ella un convenio cual el de Ginebra, 
ni es de fácil realización el que todos los Estados 
den su asentimiento á uno de tantos proyectos de 
tratado único que se han ideado; los tratados entre 
nación y nación llenan una verdadera necesidad, 
pero no hay que exagerar su importancia, hasta el 
punto á que algunos la han elevado. 

La necesidad del tratado, según Paséale, «está ba- 
sada en el modo general en que se actúa el derecho 
internacional entre los Estados, los cuales no tienen 
un poder legislativo, una potestad superior, á cuyos 
preceptos deben obedecer > y « hoy por hoy las con- 
venciones internacionales, en materia de extradición, 
son la expresión del derecho positivo, son la verda- 
dera ley, que sanciona la obligación que según el de- 
recho natural, está reconocida.» 

El dictamen de la comisión regia nombrada en 
Inglaterra declara que los tratados de extradición, 
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no son útiles más que como medio de asegurar la re- 
ciprocidad; que no son indispensables, si bien la Co- 
rona debe conservar la facultad de celebrar tratados 
como existen según la ley actual. 

«Que la extradición no puede practicarse de una 
manera segura y regular, si no es por medio de tra- 
tados y es de desear que estos sean cada día más 
numerosos» dice la conclusión II de las votadas en 
Oxford, y en la III agrégase que «sin embargo no son 
solamente los tratados los que hacen que la extradi- 
ción sea un acto arreglado á Derecho y ésta puede 
verificarse aún á falta de todo lazo contractual». 

Caso de haber necesidad de mayor número de 
testimonios, en apoyo de lo que venimos sosteniendo^ 
los hallaremos en los preámbulos de los mismos tra- 
tados, en los que como al enumerarlos apuntamos, 
si bien es fórmula general en ellas la de «habiendo 
resuelto de común acuerdo el calebrar un tratado 
parala extradición recíproca de los malhechores», 
no faltan otros en los que se indica que el objeto es 
regularla y así citaremos como ejemplo, el convenio 
celebrado entre nuestra patria y Rusia, en 21 de 
Marzo de 1877, cuyas primeras palabras son: «Su 
Majestad el Rey de España y S. M. el emperador de 
todas las Rusias habiendo juzgado útil «regularizar» 
por medio de un convenio » 

En suma, que el carácter de los tratados, es el de 

ser disposiciones positivas que regulan la institución. 

Con relación al cambio que se ha notado en los 
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tratados en el siglo actual, ya queda manifestado lo 
conveniente en la parte histórica. 

Veamos cuándo comienzan á regir los convenios, 
cuál es su duración. Aquí los principios que la cien- 
cia debe admitir, son los que se dan como verdade- 
ros con relación á los tratados en general. Se supo- 
ne comunmente que desde que han sido canjeadas 
las ratificaciones, los efectos deberán retrotraerse á la 
fecha en que se firmó, siendo práctica general, que 
comiencen á regir diez días después de haber sido 
publicados, según lo determinado por la legislación 
de las partes contratantes. Respecto á la duración 
de los tratados, si se han celebrado por plazo fijo, 
terminarán por el cumplimiento de ese plazo y 
cuando se manifestase la intención de que el conve- 
nio no siguiera siendo válido. De no señalarse plazo 
siguen rigiendo, caso de que una de las partes haga 
declaración en contrario, durante seis meses á con- 
tar de la fecha de esa manifestación. Todo lo 
que se dice en las obras generales de derecho inter- 
nacional, relativo al caso de anexión, de desapari- 
ción de un Estado, de denuncia por incumplimien- 
to, etc., puede tener aplicación en la ocasión pre- 
sente, razón por la que pasamos al examen de lo 
que disponen en este punto los tratados. 

El celebrado por España con Italia en el artículo 
17 dice:. 

El presente convenio, queda ajustado por cinco 
años, á partir desde el día en que se verifique el 
canje de las ratificaciones. En el caso de que seis 
meses antes de espirar dicho periodo, no haya mani- 
festado ninguno de los dos gobiernos su propósito 
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de haeer cesar sus efectos, permanecerá obligatorio 
por otros cinco años y así sucesivamente de cinco 
en cinco años. 

Que empezará á regir diez días después de su pu- 
blicación, en la forma prevista por las leyes de los 
dos países, establece el artículo 20 del convenio con 
Bélgica. Respecto á la duración es idéntica la dispo- 
sición al de Italia. 

También dispone el artículo 18 del convenio con 
Alemania que comenzará á regir diez días después 
de la pubU^*ación y añade: «Cada una de las partes 
contratantes podrá denunciar el presente tratado, 
pero seguirá en vigor seis meses después de hecha 
la denuncia. » 

Por seis, regirá el tratado con Argentina, según el 
artículo 17, á contar del día en que se verifique el 
canje de las ratificaciones; transcurrido ese plazo, 
continuará en vigor, hasta que una de las altas par- 
tes contratantes notifique á la otra, la voluntad de 
hacer cesar sus efectos, en cuyo caso caducará seis 
meses después de haberse llevado á conocimiento del 
otro Gobierno, la denuncia. 

Idénticas disposiciones son las establecidas en los 
demás convenios y por ello no hemos de repetirlas, 
después de haber trascrito tres de las fórmulas más 
esenciales. 

Es práctica bastante usada, el señalar plazo para 
el canje de las ratificaciones. XDtras veces se dice 
en el término más breve posible. Ejemplo de lo pri- 
mero son las convenidas con Austria é Italia en que 
el plazo és de tres meses. 

Se duda acerca de si dado el caso de que una na- 
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ción reclame á otra el autor de un delito, que siendo 
de los comprendidos en el tratado, su realización es 
de fecha anterior á la de la convención, tendrá ó no 
aplicación lo dispuesto en el convenio. En una pala- 
bra, si se puede dar ó no á éste, efectos retro- 
activos. 

Tratando en líneas» generales de convenios inter- 
nacionales, comunmente se dice que carecen de efec- 
to retroactivo y que no se aplican á las relaciones 
jurídicas establecidas con anterioridad á las mismas, 
ni pueden lesionar los derechos adquiridos por los 
particulares, á no ser que en ellos se hubiera pac- "^ 

I 

tado lo contrario. 

Criterio es éste, que con relación á la extradición 
va dejando de ser aceptado. En efecto, ¿qué razón 
puede haber, para que si dos Estados han convenido 
la entrega de los criminales, cuando uno de ellos 
solicite la del autor de un"» crimen que se haya esti- 
pulado da lugar á que se acceda á la demanda, por 
haberse cometido el hecho punible en fecha anterior 
á la en que el tratado se celebró, no se apruebe la 
extradición? No se comprende en qué razones pue- 
de apoyarse tal proceder. En el terreno teórico si se 
admite la extradición aun á falta de tratados, mejor 
podrá admitirse cuando reconociendo los Estados la 
necesidad de ella, celebran tratado para regularla. 
Negar su asentimiento, sería ponerse en contradi- 
ción con el modo de pensar que les había guiado á 
convenir el pacto internacional. Planteada en teoría 
la solución no es dudosa. Con mayor razón existien- 
do tratado que si no le hubiera, debe acceder á que 
la entrega tenga lugar. 
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Mas pongamos la cuestión en el terreno práctico 
y seguímos creyendo que pueden tener efectos re- 

m 

troactívos, salvo el caso de que en el mismo tratado 
se especifique lo contrario expresamente, en alguna 
de sus disposiciones. Refiriéndonos al Estado reque- 
rido, no hay para qué negar que pudiendo acceder á 
la extradición en ausencia de tratado, es evidente 
que podrá ejercer el mismo derecho, cuando el deli- 
to porque se solicita está comprendido en los enume- 
rados en el convenio. Ahora, el que requiere, tam- 
bién podrá siempre dirigir por la vía que correspon- 
da la demanda; esto es indudable; la dificultad es el 
saber si tendrá derecho á exigir la entrega. 

Y para ello no hay modo de dar solución al pro- 
blema sino atendiendo á la redacción del tratado; 
está el delito consignado en él, se conviene como 
por regla general se establece, la obligación de entre- 
garse todos los individuos refugiados de uno en otro 
Estado acusados ó condenados por cualquiera de los 
delitos que se enumeren, y no se dice nada respecto á 
la no aplicación de lo convenido á los hechos come- 
tidos con anterioridad, pues en tal situación perfec- 
tamente puede sostenerse la retroactividad. 

¿Es que el tratado de extradición tiene absoluta- 
mente los caracteres de una ley sustantiva? ¿Qué de- 
rechos se violan al darle retroactividad? Ninguno; 
mal puede hablarse de ellos; al extranjero autor de 
un delito no se le atropella en tal caso, que el crimen 
no debe tener defensa en principio alguno. 

Si por el contrario, el tratado dice «no procederá 
la entrega de persona alguna, en virtud de este con- 
venio por cualquier crimen ó delito cometicloconante-' 
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rioridad al canje de las ratificaciones del mismo,» 
sensible será tal supuesto, pero no será posible sos- 
tener el deracho del Estado requirente á exigir del 
requerido, que acceda ala demanda que hizo. 

Billot, por otras razones admite la retroactividad. 
Gree que la razón de ella es que los tratados de 
extradición no son una ley ni asimilables á ella y 
qué por eso no hay obstáculo á darles efectos re- 
troactivos. Calvo opina que son verdaderos princi- 
pios, los que quieren .que los hechos anteriores sobre 
los que la justicia conserva toda su acción, sean con- 
siderados como comprendidos implícitamente en las 
estipulaciones que tienen por objeto el mejor modo 
de asegurar la represión internacional de los (?rí- 
menes. 

La opinión del Instituto de Dereeho Internacional 
es bien clara y terminante; en la conclusión 16 de 
las aprobadas en Oxford establece que «una ley ó 
un tratado de extradición puede aplicarse á hechos 
cometidos con anterioridad al momento de haber en- 
trado en vigor.» 

Al dar á conocer cuál era nuestra opinión hemos 
distinguido los tratados segúu su redacción y en prue- 
ba de la realidad de tal distinción citamos las siguien- 
tes disposiciones. 

En diversos tratados como los celebrados entre 
los Estados Unidos é Italia en 23 de Marzo de 1868, 
entre ésta y Méjico en 10 Abril 1874, se indica ex- 
presamente si se debará ó no aplicar á los hechos 
anteriores á la fecha en que se cambiaron las ratifi- 
caciones. Dícese en el convenido entre nuestra na- 
ción é Inglaterra, en el artículo 3.^, «que el presente 
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tratado será aplicable á los crímenes y delitos " co- 
metidos anteriormente á su celebración»; por el con- 
trario en el celebrado con los Estados Unidos en el 
artículo 4.^ se establece que «no procederá la entre- 
ga de persona alguna, en virtud de este convenio, por 
cualquier crimen ó delito cometido con anteriori- 
dad....» Guárdase silencio en otros tratados respecto 
á este punto y no faltan autores que sostengan que 
siendo práctica bastante general hacer declaración 
en ellos con relaciona este particular, caso de no de- 
clarar la excepción de no retroactividad, deberán 
aplicarse á todos los casos sin tener presente las fe- 
chas, ya que en la ejecución del tratado las únicas 
excepciones admisibles son las que el mismo esta- 
blezca. 

Los Estados Unidos en el tratado con nuestra pa- 
tria hemos visto no admiten tales efectos y es perti- 
nente rebordar lo sucedido en el caso de Angelo de 
Giacomo, cuya extradicióu fué demandada por el go- 
bieriío italiano, como acusado de asesinato, cometido 
en los sucesos de Ñapóles en 4 de Septiembre 1887. 
Giacomo que habitaba en New- York se opone á su 
extradición fundándose en que no era aplicable á él 
el tratado entre los Estados Unidos é Italia conveni- 
do en 1868, habiéndose cometido el crimen en 1837. 
El juez Blatchford ordenó la entrega del prisionero 
para ser entregado á las autoridades itahanas y se 
fundaba en que los tratados declaran que la protec- 
ción del país de refugio no vendrá á interponerse 
entre el fugitivo y las leyes que violó, y la extradi- 
ción propiamente hablando, no puede ser considera- 
da como una pena en el sentido legal de esta pala- 
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bra; la privación de la libertad del fugitivo no dá á 
la misma el carácter de una penalidad. 

Suele ocasionar conflictos, que á veces revisten 
graves caracteres, la interpretación de los tratados, 
conflictos que proirienen ya de que en el caso de ex- 
tenderse en dos idiomas, se vea la imposibilidad 
de hallar correspondencia exacta entre las frases 
empleadas por una y otra parte, ya por la difi- 
cultad de hallar, medios que de modo completo y sin 
que puedan dar origen á nuevas cuestiones, resuelvan 
á satisfacción de las partes, cuál sea la que tiene de su 
lado el derecho y la razón. Obstáculos son estos, con 
los que, si cabe, en mayor número se tropieza al tra- 
tarse de los relativos á la extradición, por los pro- 
blemas que surgen dado el diverso concepto que los 
delitos tienen en las leyes positivas de las diferentes 
naciones. 

Las dudas surgidas con*motivo de haberse solici- 
tado la entrega de un individuo cómo se resolverán? 
Y el primer problema nace ya, al discutir qué au- 
toridad en cada país debe ser la que sea competente 
para la resolución de estas cuestiones, problema que 
pareeiéndonos más oportuno tratar de él al hablar 
del procedimiento, dejamos para entonces. Aparte de 
esto no hay más remedio que, ó un Estado se confor- 
ma con la opinión emitida por el otro y el conflicto 
desaparece ó de no suceder tal cosa, se debe apelar 
ya al arbitraje, ya á cualquier otro medio admitido 
en derecho para resolver la cuestión. 

Varios Estados reclaman un individuo, y la dificul- 
tad aquí sube de punto, porque al apreciar la mayor 
Q menor gravedad de los delitos, por los que se 
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pide la extradición; al interpretar el tratado que en- 
tre sí tengan dos de las naciones, pueden no confor- 
marse las otras con el alcance que se dé á las pala- 
bras del convenio, por apreciar que lastiman el de- 
recho qae creen les asiste; y si difícil es resol- 
ver estas dudas, cuando solo median dos poten- 
cias, todavía lo es más hallar la solución en el 
caso actual. Lo único que cabe, es hacer aplicación 
de los principios generales de Derecho Internacional 
y que todos los interesados en el modo de interpretar 
la cláusula ó disposiciones que den lugar al problema, 
cooperen por medio da sus legítimos representantes, 
deliberando y tomando, en cuantos casos sea posible 
un acuerdo que dé solución á la dificultad surgida. 

En la X conclusión de las votadas en Oxford, se 
dice «que en caso de duda sobre la gravedad relati- 
va de las infracciones, si el mismo individuo es re- 
clamado por varios Estados, el requerido se atendrá 
á la prioridad de la demanda» El proyecto de ley de 
extradición española establecía diferentes reglas para 
el caso de ser un individuo reclamado por distintos 
Gobiernos con perfecto derecho, y en la última de 
ellas se disponía para el caso de no ser aplicables 
las anteriores, que se optaría por el que primero hu- 
biese formulado la demanda. 

Nada más diremos de estas dudas que pueden pre- 
sentarse porque el hacernos eco en la ocasión pre- 
sente de todas las que pueden suscitar el ser un in- 
dividuo reclamado por varios Estados nos llevaría 
demasiado lejos. 

Por la misma razón dejamos de tratar lo relativo 
á si la negativa de extradición, por parte de un Go- 



— 78 — 

bierno ó el dirimir cuestiones acerca de ella puede 
ser un «easus belli». Creemos que si la guerra, solo 
en casos de suprema necesidad muy limitados, se 
puede hallar alguna razón que justifique qiie se acu- 
da á -ella, no debe dar ocasión á tan grave hecho, la 
actitud en que un Gobierno se coloque, promoviendo 
cuestiones que por otros mejores medios pueden y 
deben resolverse. 

Mas si de todo esto no tratamos con detenimiento, 
algún espacio merece lo relativo al cumplimiento de 
los tratados de extradición. 

Que debe procurarse por todos los medios legales 
que los convenios tengan el cumplimiento debido, es 
evidente y racional; que habrá cosas en que se opon- 
gan algunos obstáculos á ese cumplimiento, tampoco 
deberá extrañarnos. Cómo deben salvarse tales obs- 
táculos, es lo que ocurre preguntar y la respuesta tie- 
ne que ser como es natural, diferente según los moti- 
vos que se quieran señalar como razón para no cumplir 
lo convenido. La norma que el Derecho internacio- 
nal señala, es la de que puede obligarse á la parte 
que no da cumplimiento al tratado sin razón admi- 
sible, á que ejecute aquello á que se comprometió; 
que la otra parte puede, si así lo cree como más 
conveniente á sus intereses, dar por nulo el, convenio, 
y que la no ejecución de una cláusula puede ocasio- 
nar la denuncia del tratado, caso de no ser de aque- 
llas que se estipula no podrá dar motivo á ello su 
falta de realización. 

Refiriéndonos exclusivamente á los convenios que 
regulan la extradición, hay quien opina que si una 
de las partes no da cumplimiento, la otra podrá ha- 
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eer declaración de considerarlo como nulo; pero 
creyendo que aun á falta de tratado debe acceder- 
se á la extradición, si en un caso particular una 
nación qiíe convino tratado con otra, no aprueba la 
demanda y no entrega el delincuente, nos parece 
lógico que S3 trate siempre de exigir una reparación 
legal y de que el tratado siga con valor, que no á tí- 
tulo de reciprocidad el Estado que requirió negará 
el acceder á las extradiciones que el requerido pu- 
diera en otras ocasiones solicitar. En lo que sí esta- 
mos conformes es en que si una parte viola el trata- 
do de extradición no puede ella considerarlo como 
nulo;, mal afirmaríamos lo contrario, si con ello se 
podía seguir perjuicio á la potencia contraria, á la 
que acabamos de reconocer derecho para exigir re- 
paración y procurar que el tratado no sea tachado 
de nulidad. 

Cítase por algunos autores la hipótesis de que uu 
Estado por debilidad de su organismo, por negarse 
al cumplimiento de sus obligaciones, oponga cierta 
resistencia ó no reahce acto alguno cuyo objeto 
sea la entrega del culpable ¿Qué es lo que procede 
entonces? Si la nación requerida, se muestra sin la 
fuerza necesaria para cumplir lo que convino, crée- 
se que el requirente puede solicitar y aun exigir que 
se le permita realice él, aquellos actos que son ex- 
trictamente necesarios para el cumplimiento de su 
derecho. 

Ya reconocen los que tal opinan la gravedad que 
encerraría la adopción de tal medida. El Sr. Gracia 
Parejo, dice que sería ineficaz en la mayor parte de 
los casos y aunque en su obra cítanse algunos como 



el envío por Franeia á la Regencia de Túnez de 
fuerzas para castigar á los que habían asesinado 
subditos suyos y el enviar el gobierno de los Estados 
Unidos fuerzas para el castigo de los seminólas á 
quienes España no podía reprimir en 1818, hay que 
reconocer la gravedad de esa intervenctón y conve- 
nir en que no es medida muy aceptable la de que 
el Gobierno que solicita, sea el que dé cumplimiento 
á lo que otro se obligó á ejecutar. De intervenir la 
fuerza podrían ocasionarse colisiones y quizá venir 
la declaración de guerra y no es la guerra la que 
debe resolver tales problemas. Exíjase una repara- 
ción, pídase someter !a cuestión á un arbitraje, pero 
muy aventurado es admitir la intervención con la 
gravedad que revisten actos de tal naturaleza, sin 
querer verse comprometido por consecuencias des- 




VI 



De una de las cuestiones qu3 han sido más discu- 
tidas, vamos á tratar, al comenzar el estudio de lo 
referente á las personas que pueden ser objeto de 
extradición. La cuestión de que hacemos mención, es 
la relativa á la entrega por un Estado á otro, de sus 
nacionales, que hayan cometido un delito de los 
enumerados en el tratado convenido entre esos dos 
Estados. 

A primera vista, dice Martens con gran razón, 
debería creerse que la extradición se debe aplicar á 
todos los individuos que hayan cometido uno de los 
crímenes ó de los delitos previstos en los tratados- 
Sin embargo, no sucede tal cosa; lo qae á primera 
vista se nota en la generalidad de los tratados es lo 
contrario. En unos, como el de España con Alemania, 
se lee (Art. 3.^): Ningún español será entregado por 
el Gobierno español á ninguno de los Gobiernos del 
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Imperio alemán, ni éstos entregarán ningún alemán 
al Gobierno español. En otros, cual el de nuestra na- 
ción con Francia, que se obligan á entregarse recí- 
procamente con la sola excepción de sus naciona- 
les...^ y no faltan tratados, como el celebrado 
con el Brasil, en los que la excepción no solo se 
extiende á los nacionales, sino á los individuos qué 
se hubieran naturalizado antes de la perpetración 
del crimen. 

¿Tiene alguna razón de ser, tal disposición, que con 
tanta generalidad se ve aceptada por los Estados, 
en los convenios que celebran? Creemos que no; y 
por ello, opinamos en contra de esa mal entendida 
protección, que los Estados quieren dar á sus natu- 
rales. 

Los partidarios de la no extradición de los nacio- 
nales, aducen en su favor, el derecho que todo indi- 
viduo tiene de ser juzgado por los Tribunales de la 
nación á la cual pertenece, por su juez natural, en- 
tendiendo por jueces naturales los de la nación á la 
que pertenece el criminal, y es claro, que pensando 
de ese modo, no es posible admitir que los Tribuna- 
les de un país puedan obligar á que comparezca 
ante ellos un extranjero, aunque sea por un crimen 
cometido en su territorio. 

Al lado de este argumento, colocan otro que tiene 
escaso valor. Existe la creencia de que al entregar á 
un subdito suyo una nación, para que lo juzguen 
otros Tribunales, se teme que al someterlo á un pro- 
cedimiento en el extranjero, no será juzgado con la 
imparcialidad debida y necesaria. 

Neuman dice, que la extradición de subditos prq- 
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píos no se concede nunca por el Kstado que puede y 
debe castigarlos por sí mismos. Foolix, que se hace 
distincióa, entre el caso en que se pide la de un ex- 
tranjero que se encuentra en Francia y aquél en que 
se trata de un francés cuya extradición se solicita 
por un gobierno extranjero. Adolfo Prius proresor de 
la Universidad de Bruselas, dice: ^^^ Todo Estado 
está obligado á asegurar á sus nacionales la certi- 
dumbre dje que serán juzgados según sus leyes, de- 
lante de sus jueces naturales, en su lengua materna, 
en media de los compatriotas que le conocen. Esto 
es, delante de los que han recibido la misma educa- 
ción, practicado las mismas costumbres y vivido la 
misma vida que el ciudadano que debe ser juzgado; 
el entregarlo á las incertidumbres, á lo desconocido 
de una jurisdicción extranjera, es quitarle la más 
preciosa de las garantías, aun en nuestra civilización 
moderna que no ha sabido hacer desaparecer ni las 
diferencias de organización judicial, ni las antipatías 
de raza. Afirman también algunos que es un sacrifi- 
cio de la dignidad del Estado, el que éste consienta 
en que sean entregados subditos suyos. 

No obstante esos argumentos y tales considera- 
ciones que han encontrado eco en la realidad, al 
verse aceptadas en leyes y tratados, la corriente 
moderna no es partidaria de ese modo de ver las 
cosas y se reprueba ya por buen número de es:TÍto- 
res, la no extradición de los nacionales. 

La discusión con tal motivo suscitada ha sido lar- 
ga y empeñada y no ha conseguido contar el princi- 

(1) Bane de ch oit iniei naiionah 
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pío antes expuesto, con el mayor número de adep- 
tos, ya que las razones en su favor aducidas no son 
de aquellas que deciden de modo indudable las 
cuestiones. Cómo admitir que al entregar una na- 
ción á un subdito suyo para que sea juzgado por 
Tribunales de otra, cabe el temor de que las autori- 
dades judiciales no le juzgarán con imparcialidad? 
Semejante modo de dar protección y de prestar defen- 
sa a los nacionales, no parece que sea el más correcto. 

Brusa afirma que la nacionalidad de los culpables 
no puede determinar más que medidas dé protec- 
ción en tanto que ha lugar á temer que la justicia 
extranjera nó sea respecto de ellos bastante impar- 
cial y no ofrezca sino garantías insuficientes. ¿Puede, 
sin ofenderse al decoro de un Estado, sentar como 
norma ese temor y de^aonñar de su administración 
de justicia? Claro está que no; la fuerzn de seme- 
jante argumento es nula y si en cada Estado, las ga- 
rantías que otorga á sus nacionales, no se las niega 
al extranjero, cuando se trata de misión tan elevada 
cual la de aplicar las leyes y juzgar á un individuo, 
rarísimos han de ser los casos en los que el temor 
de parcialidad pueda existir. Existiera ese temor, en 
circunstancias anormales, pero fuera de ellas, seme- 
jante desconfianza no cabe se tenga, desde que se 
convino un tratado de extradición. 

Si el entregar á un nacional sería entregarlo á la 
injusticia ¿no sería entonces meritorio y digno de 
aplauso el sustraer el extranjero á la parcialidad y 
no entregarlo á quien no merece se le otorgue la 
confianza de que obrara con arreglo á derecho en 
todas las ocasiones? 



— 85 — 

Que sufre menoscabo la dignidad del Estado al 
entregar á un subdito suyo. ¿En virtud de qué con- 
sideraciones se ofende á ese Estado? ¿No es más 
ofensivo para el otro el que se niegue la entrega de 
quien alteró su orden jurídico fundándose en temo- 
res y desconfianzas? Jamás puede molestar en lo 
más mínimo á una Nación, el que se castigue á un 
natural suyo, que violó el derecho en el territorio 
de quien establéalo la norma jurídica. 

Por lo que ha 33 á si los jueces naturales son los 
del lugar donde el hecho punible se cometió ó los 
de la na 'ionalidad del reo, bien sabido es que mejor 
se puede inelinar el ánimo en favor de la competen- 
cia de los primeros. Se quiere proteger á los nacio- 
nales y para que á la vez que se satisfagan loa inte- 
reses de la justicia, no queden desamparados los del. 
acusado, el Tribunal del lugar dol crimen es el que 
mejor puede apreciar todos los detalles. A su alre- 
dedor tiene los medios de prueba, puede tener per- 
fecto conoc*imiento de los objetos del delito y apro- 
vechar todo aquello que contribuya al descubrimien- 
to de la verdad, lo mismo para el cumplido castigo 
del culpable, que para proclamar la inocencia de 
aquél contra quien la acción se dirigía, sin «prejui- 
cios» ni apasionamientos, que no son compatibles 
con la misión del Tribunal. 

Dícese qu3 la patria debe ser como madre de fa- 
milia que por nada ni por nadie entregaría su hijo 
para somsterlo á los rigores de la pena. No hay ló- 
gica en la comparación y de ello se ha hecho ya la 
crítica por varios tratadistas, diciendo que á pesar 
de esa caridad para con sus hijos, cuando éstos de- 
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linquen, ss les castiga y por la misma razón debe 
a^cedorse á su entrega ó hay qio suponer que es 
cruel y bárbara la legislación del reqiuirente. Exis- 
tiendo la necesidad. d3l castigo del crimen, hay qu3 
apartar esas ideas de la protección que el Estado 
debe á sus subditos, porque mal puede ni deba ampa- 
rar la madre patria á quien no so mostró digno hijo 
de ella y saltó por las reglas do justicia que le inspi- 
ró, para ajustar á ellas sus acciones. 

Y si así peisamos, no queda otro recurso que el 
lamentar figuren en los tratados disposiciones exclu- 
yendo de la extradición á los nacionales y afirmar 
cual Paul liernard que ante la ley penal todos los 
delincuentes deben sor iguales, que tal principio de- 
bo ser la baso de la institución de que hablamos, 
• creada como una medida de derecho común, para 
ía'ñlitar la represión del crimen. El mismo autor 
opina «que la exención concedida á los «nacionales» 
no está fundada ni en la dignidad nacional ni en el 
interés de los dehncuentes, sino únicamente en la 
desconfianza respecto de la justicia extranjera. Es 
preciso derogarla — continúa — á fin de que prevalez- 
ca la jurisdicción territorial sobre la personal, por 
otra parte harto frecuentemente desarmada. » 

^ Al discutirse en Francia la ley de extradición, Ju- 
Uo Favre y Ernesto Ricard, sostuvieron la igualdad 
entro naturales y extranjeros y atribuían á un mal 
entendido espíritu de nacionalidad, la excepción he- 
cha por un Estado á favor de sus subditos. Afirma 
Stieglitz que no ha sido siempre universalmente re- 
conocido, por las potencias continentales, el princi- 
pio de no entregar á los nacionales. 
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El Instituto de Derecho Internacional, cree según 
la conclusión vi de Oxford que «Entre países cuya 
legislación criminal esté fundada en bases análogas 
y que tengan confianza mutua en sus instituciones 
judiciales, la extradición de los naturales, sería un 
medio de asegurar la buena administración de la 
justicia penal porque es de desear que la jurisdic- 
ción «del forum delieti commissi» sea, en lo posible, 
la llamada á juzgar». El proyecto de ley de extradi- 
ción de D. Emilio Nieto disponía en su artículo 6.^. 
«Que en la misma forma y con iguales requisitos po- 
drá estipularse la de los españoles condenados 6 pro- 
cesados como autores, cómplices ó encubridores de 
alguno de los delitos mencionados en los artículos 
2;*^ y 3.® de esta ley cometidos en el extranjero.» En 
el dictamen de la comisión regia en Inglaterra, sen- 
tábase la siguiente afirmación: «Poco importa en 
.este caso que el fugitivo criminal sea subdito del Es- 
tado requirente ó del requerido. » Después declaraba 
que no combatía la comisión los convenios en los 
que se estipulaba la prohibición de que el fugitivo 
del país en que se halla, sea entregado, sino que pro- 
ponía la omisión de tal medida, en los tratados que 
se celebraren posteriormente y la reforma de los vi- 
gentes en ese sentido. 

En las conclusiones y pactos que fueron aproba- 
dos por el Congreso Internacional de Montevideo, 
años 1888-89 en la parte relativa al Derecho penal, 
título tercero del régimen de la extradición, el ar- 
tículo 20 decía que ésta ejercía todos sus efectos? 
sin que en ningún caso pueda impedirla la nacionali- 
dad del reo. 
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Aparte pnes, de lo dicho en contra de las razo- 
nes expuestas, en defensa de la no extradición de 
los nacionales, vemos cómo no faltan pareceres emi- 
tidos por autoridades científicas que prestan su apo- 
yo al criterio de igualdad, al criterio que parece 
más racional, de no distinguir según sea esta ó la 
otra, la nacionalidad del individuo reclamado. 

En los tratados que nuestra patria ha convenido 
hay diferentes criterios; la mayoría admite la excap- 
ción, sin que se dé más amplitud á la disposición; 
otros expresamente consignan la obligación de cas- 
tigar á sus subditos á petición del otro Gobierno; 
quedan en libertad para acceder á la entrega Rusia 
y España; Inglaterra se obliga á entregar todos los 
perseguidos por los crímenes ó delitos que se enu- 
meran. 

Todo lo que hasta aquí se ha indicado, refiérese 
al caso en qu3 no kay duda, acerca de la nacionali- 
dad del reo y éste sea subdito por naturaleza de un 
determinado país, pero puede darse el caso de que 
el individuo reclamado sea residente, naturalizado 
ó domiciliado en el territorio en que buscó asilo ó 
bien que no sea subdito ni del Estado que lo recla- 
ma, ni del requerido, sino de un tercero. 

Si es naturalizado habrá que distinguir según que 
el acto por el cual S3 hace subdito de otro país y 
adquiere nueva nacionalidad, sea ó no anterior al 
hecho punible que dá origen á la deminda de extra- 
dición. Siendo la naturalización anterior á la eo mi- 
sión del crimen, para ser consecuentes con sus afir- 
maciones, los que admiten la excepción á favor de 
los nacionales, deben considerar á esos individuos 
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comprendidos en la excepción; nosotros que no ad- 
mitimos pueda alterar en nada los efectos de una 
demanda de extradición la nacionalidad del delin- 
cuente, menos admitiremos que se comprenda á los 
que no por naturaleza, sino por otros medios, adquie- 
ren nueva nacionalidad. 

Bien podría darse la hipótesis da que uno, para po- 
ner obstáculos á la acción penal, después de preme- 
ditar un crimen, se hiciese subdito de otra nación 
antes de ejecutar el plan criminal que con fría calma 
y cálculo sereno se trazó. Dado el supuesto de que 
sea posterior á la realización del hecho que se persi- 
gue la adquisición de la nueva nacionaUdad, hay que 
convenir en que todavía con menos motivo cabe la 
supuesta protección del Estado á sus subditos, porque 
mal debe amparar ninguna nación, á quien después 
de convertirse en un delincaentc, para salvar su r3s- 
ponsabiUdad, para eludir la acción de la ley, cambia 
de nación y se hace subdito de aquella en la que se 
refugió. 

Y de ningún modo podrá influir en la aceptación 
ó no de la demanda, en que se pide la entrega del 
reo, el que éste se domicilie ó resida en la nación re- 
querida. 

Otro supuesto que no debe pasar desapercibido, 
es el siguiente. El individuo refugiado es á la vez de- 
mandado por el Estado en que cometió el crimen y 
por aquél de que es natural. Algunos pretenden que 
en tal hipótesis la solución más apropiada es la de 
acceder á la entrega del reo en orden á la prioridad 
de la demanda, pero tal modo de proceder no obede- 
ce á principio científico y mejor sería que el delin- 
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P cuente fuese entregado al Gobierno del país cuyo 

orden jurídico violó, para ^e ante sus Tribunales 
respondiera á los cargos, que le fueran hechos, 

Tanto en esa ocasión, como si la extradición se 
solicita solo por la nación en que el crimen se reali- 
zó, el Estado de que es natural el perseguido no 
puede oponerse á que la entrega tenga lugar, pero 
no hay que exagerar las cosas de tal manera, que se 

I* le niegue todo género de intervención, pues cabe ad- 

mitir con arreglo á derecho el que la intervención se 
limite á defenderlo si lo cree justo y conveniente, 
aduciendo las pruebas que estime oportunas, si cree 
es su deber defender á aquél que se acusa de la co- 
misión de un delito. Bien entendido que esa protec- 
ción, jamás podrá llegar á paner obstáculos al cum- 
plimiento de la acción penal. Los partidarios de esta 
opinión agregan que teniendo título el Estado para 
elevar la voz en favor de sus subditos, el requerido 
debe informarle de la demanda, y esperar para acce- 
der ó no á ella áque se formulen las observaciones 
á que haya lugar. 

No hay porqué oponerse á tal procedimiento; que 
un Estado pro3ure defender á sus naturales si la acu- 
sación que se les hace es injusta, es lógico, pero hay 
que suponer en obsequio á ese mismo Estado, que 
antes de formular objeciones á la demanda de que se 
le da conocimiento, examinará con detenimiento los 
antecedentes necesarios, pues si es meritorio guiar 
los pasos de la justicia si ésta se extravía, acerbas 
censuras merece, el que cuando sigue recto camino, 
se trate de extraviarla con perjuicio del orden y del 
derechp. 
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Enfre las conclusiones votadas en Oxford, tiene re- 
lación con lo que se viene indicando la ix que dice: 
«Si hay muchas demandas de extradición por el mis- 
mo hecho, debe obtener la preferencia el Estado en 
cuyo territorio se cometió la infracción. 

El autor del proyecto de ley de extradición espa- 
ñola, al redactar el artículo 13, 'establecía: que cuan- 
do por virtud de un delito se reclame un individuo 
por varios Gobiernos extranjeros, en igualdad de cir- 
cunstancias se estimara en primer término la compe- 
tencia territorial, en segundo se prefiriera al Gobier- 
no á cuyo seguridad y cuyos intereses afecte en ma- 
yor grado el delito perseguido y en tercero y último 
término la competencia personal que corresponde al 
Gobierno de la nación de origen. 

Diversas son las soluciones que dan los tratados á 
los supuestos que se han indicado. 

Hablan los autores de lo referente á los esclavos 
que huyen de su país, para buscar la libertad atra- 
vesando las fronteras y refugiarse donde no es nega- 
da la Ubertad del hombre y sí condenada su cualidad 
de siervo. Siguiendo á esos autores como ellos en la 
parte destinada á las personas que pueden ser objeto 
de extradición, vamos á indicar algo acerca de ese 
asunto. 

Calvo (^^ dice que como la esclavitud subsiste to- 
davía en ciertos países en el estado de institución, á 
pesar de haber sido abolida y prohibida por las leyes 
de los otros, la extradición de los esclavos fugitivos 
puede dar lugar á conflictos de leyes ^ que 03 venta- 

(1) Página 410 de la obra ya citada. 
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joso evitar. Raros serán los casos que hoy pueden 
ofrecer esas dudas, pero no obstante, así como veni- 
mos exponiendo, un criterio favorable á la extradi- 
ción en el mayor número de ocasiones que sea posi- 
ble, nuestra creencia se opone á que se entregue al 
esclavo que alhuir y buscar asilo en otranación, no ha 
cometido otra acción, que la que le dictaba su anhelo 
por recobrar la Kbertad que el Hacedor le concedió 
y que semejantes suyos le habían negado. Si la ex- 
tradición la admitimos como necesaria para que el 
derecho sea restablecido, el acceder á ella al soKci- 
tar la entrega de un esclavo sería perturbar la regla 
jurídica; el amparar á ese fugitivo, no es poner obs- 
táculos á la acción de la justicia. 

Lo anterior no ofrece duda alguna, mas si el es- 
clavo cometió un delito y no fué por recobrar su li- 
bertad por lo que huyó, sino por eludir responsabili- 
dades ¿qué hacer? y la duda aumenta si el delito lo 
cometió como medio para lograr el fin perseguido, 
su libertad. Vacila la razón y no sabe á qué lado 
incHnarse, pues si por una parte debe entregársele 
como delincuente que es, por otra preséntase la ne- 
cesidad de protegerle contra su esclavitud. Si se lo- 
graba al entregarlo que se le considerase como hom- 
bre y se le juzgara como dalincuente que era, la en- 
trega debe verifi?ars3. Pero si no se CDnsigiia tal co- 
sa, será justo sastraerlo á los rigores de una ley que 
admite como institución la esclavitud? Casi es impo- 
sible el contestar señalando una norma general sin 
distinguir cómo en la práctica se plantearía. Para 
decidir si S3 debería ó no acceder á la extradición, 
habría necesidad de conocer la naturaleza del delito. 
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la gravedad del mismo, la perturbación que acarrea- 
ba y para aquellos que admiten ciertas excepciones 
cual la de los nacionales, bien pudiera ser el caso 
actual otra de ellas. (^^ 

Según la diversa participación que en la comisión 
del hecho llamado delito, toman los individuos, clasi- 
fícaseles en autores, cómplices y encubridores. Que 
deben ser objeto de extradición los autores no es 
objeto de discusión. ¿Deberán serlo también los 
cómplices y encubridores? La contestación entende- 
mos debe ser afirmativa y la razón es sencilla. Es ó 
no punible la participación que en el delito han to- 
mado los cómplices y encubridores? Lo eíif, pues por 
las mismas consideraciones sogún las que debe ac- 
cederse á la entrega del autor, deberá admitirse la 
demanda solicitando la de un cómplice ó encu- 
bridor. 

Se dirá que es menos grave la acción por ellos 
realizada, que su respo;?isabilidad es menor y tal 
idea no será objeción á lo que sostenemos. Servirá 
para que si en crímenes manos graves, disminuye la 
responsabihdad del cómplice, hállase más baja en 
esa escala descendente, la del encubridor, que viene 
á ser casi nula, se exceptúen de la regla general su 
entrega, en aquellos delitos en que la pena que debía 
imponérsele, puede ser sustituida sin perjuicio algu- 
no por el destierro voluntario que él se impuso; mas 
sucederá esto solo en escaso número de hechos pu- 



(1) Paul Bernard establece que «el esclavo que se ha refu- 
giado en un país antiesclavista, no está exceptuado de la ex- 
tradición sino por los crímenes que revisten un carácter espe- 
cial á causa de la condición de esclavo». 
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nibles, en los que el cómplice ó el encubridor tienen 
ya muy escasa responsabilidad, rio en los demás, en 
que si merece castigo la acción que realizaron, no 
se les debe sustraer á él. 

La ley de los Paises Bajos en su artículo 3.^ auto- 
riza la extradición por complicidad de infracciones, 
en tanto que esta complicidad sea penable con arre- 
glo á la ley Holandesa. 

El proyecto de ley de extradición española, determi- 
naba que prócadería la de los condenados ó proce- 
sados como autores, cómplices ó encubridores, siem- 
pre que el he3ho que se les atribuyera fuera penado 
por la legislación española, como delito grave. 

Diverso puede ser también el estado del procedi- 
miento seguido contra el culpable y ser diferente la 
situación de éste ya en el concepto de procesado, acu- 
sado ó sentenciado. A todos debe alcanzar la extradi- 
ción: diferente es la consideración legal en que se 
halle, diferentes serán en»consonanda las condi- 
ciones exigidas para acceder á su entrega. Lógi- 
ca es tal distinción, pero no lo es menos que des- 
de el instante en que en el país en que el crimen 
se cometió, sería sometido á la acción penal, desde 
el mismo debe admitirse la posibilidad de su entrega 
caso de haber huido. 
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Fácilmente se recordará, que al hacer algunas in- 
dicaciones relativas á la marcha que la extradición 
ha seguido en la historia, señalábamos el hecho de 
que las diferencias más notables que en los diversos 
períodos se observaban, eran debidas más que á otra 
cosa, al número y naturaleza respectiva de los deli- 
tos que se comprendían eu los tratados ó convenios. 
En esas indicaciones que entonces hacíamos se 
marcó el carácter diverso que iban revistiendo las 
convenciones que regulaban la extradición, cuyos lí- 
mites iban ensanchándose, siendo de día en día más 
amplios, produciéndose, cual dice Martens, un fenó- 
meno notable por todas partes, en lo que concierne 
á esta materia; el número de los aetos criminales 
que pueden servir de punto de partida á una deman- 
da de extradición, va siempre aumentando. 

Estudiemos este hecho, y examinemos qué género 
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da a3t03 punible3 d3b3n dar ocasión á la entrega de 
sjs autores fugitivos, que es otro de los puntos á que 
debemos dedicar preferente atención. 

El progreso consiste, según s3 dice, en dar mayor 
extensión cada día á los casos de extradión. (^^ Dada 
la facilidad y baratura relativa de las comunicacio- 
nes es cada vez más frecuente el que el culpable 
huya y respo ndiendo á lo que la realidad exije, va 
aecediéndose á la entrega de los delincuentes por he- 
chos cuya gravedad no es de la índole que antes, exi- 
gían leyes y convenciones y así como desaparecen 
aquellas ideas y aquellos principios opuestos á lo 
que hoy se reconoce como necesidad imperiosa y 
verdaderamente sentida, así va aumentando la lista 
de delitos y se va dejando vislumbrar, que quizá lle- 
gue una época en que merced al mayor progreso al- 
canzado, no será necesario enumerar los hechos por 
los que debe concederse la extradición, si que por el 
contrario bastará conocer cuales sean los que mere- 
cen castigo, porque todos aquellos por los cuales se 
imponga una pena, serán admitidos como causa bas- 
tante para entregar al que los cometió. 

La extensión de la extradición va en aumento y 
ese carácter que la historia nos ha mostrado, no se 
ha perdido todavía; puede C3mprobarse en la época 
presente. 

Más, qué delitos son los que dan lugar á que una 
nación reclama á un individuo, como delincuente y 
la que es requerida, acebeda á la entrega? Y como 
dice Billot en la definición misma de la extradición 






(1) Cárdenas informe cit. 
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pueden hallarse ios primeros elementos para respon- 
der. Los hechos que dan lugar á un procedimiento; 
los que son la base de la condena quo se impone, de- 
ben ser bastante para motivar una medida de ese 
género. Como punto de partida para la investigación 
podemos aceptar esa idea, pero no basta á dar com- 
pleta contestación á la pregunta hacha; se hace pre- 
ciso inquirir raá9,yver cuales son los hechos que mo- 
tivando una condena darán en caso de huida del 
autor, lugar á su entrega; si son todos ó si por el 
contrario habrá algunos que no puedan ser compren- 
didos en la regla general. Veamos cual debe ser esa 
regla y después liasta donde cabe admitir las excep- 
ciones que por unos y otros se señalan. 

Cree Bluntsehli, qiie la extradición no debe existir 
sino ciíando la seguridad general lo exige; en cuyo 
caso solo debe concederse por crímenes graves y 
cuando la jiistieia penal del Estado requirente ofrece 
garantías. No satisface la! opinión porque hablai- de 
crímenes gi-aves es algo vago, dado que no hay per- 
fecta uniformidad entre las na'^iones, en cuanto á la 
calificación ynaturaleza de los hechos punibles; los 
que para la ley de un país tengan tal denominación, 
en otros puede, aun reconociéndose su gravedad, 
comprendérseles bajo otra distinta, haciéndose nece- 
sario ai señalar la regla general," huir de ésta ó la 
otra denominación legal, y atender sólo ala índole 
intríns3ca del a^'to, á la pjrturbació.i que supone y á 
la mayor ó menor pena que exija. 

Los autores manifiestan opiniones diversas, ade- 
más de la citada. Para Fcelix, el principio admitido 
en la materia, es que la extradición no tiene lugar 
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sino contra los individuos acusados de crímenes 6 
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delitos comunes, es decir de las infracciones que las 
leyes de todos los países consideran como punibles. 
Neuman que los tratados son, ó bien relativos á los 
delitos de derecho común, con exclusión de los polí- 
ticos, ó á ciertos delitos determinados yespeeiflcados. 
Torres Campos reproduce lo dicho por Martens, re- 
lativo al aumento del número de delitos. 

El señor Cárdenas opina que esta es la primera 
cuestión que debe resolverse y cree deban dar lugar 
á extradición todos los delitos comunes, menos aque- 
llos que por su corta importancia, parecen castiga- 
dos suficientemente con el destierro voluntario. 

No falta quien haga distinción entre delitos y con- 
travenciones, entre detitos co'munes. y especiales, 
graves y menos graves ú otras diversas calificaciones, 
creyendo que tan solo debe referirse á los delitos y 
no á las contravenciones, á los comunes y graves y 
no á los especiales. 

Weiss, dice que según el concepto de la extradi- 
ción no debe hacerse distinción entre faltas, delitos 
y crímenes, entre tentativa y delito consumado, entre 
naturales y extranjeros, entre delito de derecho co- 
mún y delitos especiales; pero agrega que si bien 
esto es de lógica intachable, considerado desde el 
punto de vista" enteramente racional, es demasiado 
especulativo para que sea de una aplicación fácil. 

Lo que debe ser es lo que buscamos; lo que es, en 
las leyes y tratados lo veremos consignado, sin que 
pueda hacerse otra cosa sino elogiar sus disposi- 
ciones, si se creen justas, ó censurarlas si sucede lo 
QO^trario. Al querer inquirir lo que con arreglo á la 
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razón parezea más lógico, no debemos olvidar ló 
que la realidad exija ya que no pretendemos buscar 
reglas cuya aplicación sería imposible de todo punto. 

Y con Weiss hay que reconocer que la regla debe 
ser general, de una amplitud extremada, si se quiere, 
pero no exagerada; no es preciso hacer distinciones 
entre faltas, contravenciones, delitos, crímenes, deli- 
tos comunes y especiales; la razón esto es lo que 
dieta: pero en vista de la reahdad, hay que convenir 
en que la aplicación ofrecería algunas dificultades. 
Lo ideal sería que si un acto cae bajo la acción pe- 
nal, aunque fuese de gravedad muy relativa, así y 
todo diese ocasión á la entrega de su autor fugitivo; 
pero la práctica nos presenta lá necesidad de la de- 
tención en el país de refugio del individuo reclamado, 
de un procedimiento especial, de la conducción .del 
delincuente al país que lo reclama y todo ello exije 
tiempo, sin limitaciones de la libertad de quien tiene 
que sujetarse á tales medidas, y si á esto se agrega 
el destierro que durante un tiempo mayor ó menpr 
se impuso voluntariamente al huir de donde cometió 
el crimen, quizá todo ello viniera á ser una privación 
mayor que la pena que hubiera de imponerse y no 
estar en la relación debida con el grado de culpabi- 
lidad del agente. 

La equidad exije limitar algo los hechos que pue- 
den originar la extradición, pero en ningún modo 
puede llegar esa restricción á donde algunos preten- 
den que llegue. ¿Qué razón de justicia puede invo- 
carse para exceptuar los delitos menos graves, hoy 
día? Cuando había duda acerca de la utilidad de la 
extradición y de su fundamento racional y legal, ca- 
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bia que por conveniencia recíproca, solo se acce- 
diera á ella en caso de crimen ó delito grave; pero 
hoy, no hay motivos que justifiquen tales limita- 
ciones. 

Regla general, amplia, es la qne debe señalarse 
con restricciones muy limitadas, pues las considera- 
ciones en favor de la no extradición, solo pueden 
admitirse cuando la pena que se debería imponer 
fuese ínfima correspondiendo á la escasa perturba- 
ción jurídica que el acto castigado causó. Todos los 
delitos comunes, aún los comprendidos en los menos 
graves, deben ser causa de extradición; el hecho pu- 
nible debe ser el motivo, la pena que se le imponga, 
la naturaleza del mismo, es la que debe señalar la 
excepción, que ya podemos decir, ha de tener verda- 
dera razón de ser, para admitirse. 

Que siendo siempre la extradición, una medida 
grave, dice la conclusión XII del Instituto de Derecho 
Internacional, no debe apUcarse más que á las infrac- 
ciones de alguna entidad. Los tratados deben enume- 
rarlas con precisión. Las disposiciones en este punto 
varían naturalmente, según la situación respectiva 
de los países contratantes. 

El informe de la comisión inglesa, en lo relativo á 
este punto, establece que la extradición debe exten- 
derse á todos los delitos contra las personas y contra 
los bienes, señala á continuación las excepciones de 
esa regla general y dice además que limitada á esto 
la extradición, la comisión no encuentra distinción 
alguna entre los crímenes y los delitos, ni para seña- 
lar tales ó cuales delitos, como los únicos de bastan- 
te importancia para verificar la entrega de los fugitivos. 
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Entre los puntos acordados por el Congreso ínter- 
nacional de Montevideo, figura el de que la infrac- 
ción, por su naturaleza ó gravedad, autorice la en- 
trega, y en otro lugar se dice que los hechos que au- 
torizan la entrega son: 1.® Respecto de los presuntos 
delincuentes, las infracciones que según 'lá ley penal 
de la nación requirente, se hallen sujetas á pena pri- 
vativa de libertad, que no sea menor de dos años ú 
otra equivalente. 2.^ Con relación á los sentenciados 
un año de la misma pena como mínimun. 

Como puede notarse, en la limitación de los delitos 
que dan lugar á extradición, el criterio no es unáni- 
me. Para unos basta sea la pena de alguna entidad, 
otros dicen que para los sentenciados la pena ha de 
ser como mínimun un año. La corriente moderna es 
ir rebajando la entidad de la pena, según la que los 
delitos por los cuales se aplique pueden ser motivo 
de entrega de sus autores. 

¿Será ó no conveniente que en los tratados se 
enumeren con precisión las infracciones en virtud de 
las cuales puede formularse demanda y ser aceptada 
ésta? Para unos la ventaja de tal enumeración es in- 
dudable, mas no falta quien proponga como medio 
más práctico y fácil señalar, no los delitos que dan 
lugar á extradición, sino las infracciones exceptua- 
das de ella. En vista de la extensión que va alcan- 
zando hoy esta institución, quizá fuera lo último pre- 
ferible ya que no es posible dudar de su mayor sen- 
cillez. Los tratados por regla general adoptan el sis- 
tema primero, aunque nada de extraño tendría el 
que se adoptase el señalar tan solo las excep- 
ciones. 
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Haciéndose como se hace distinción entre acusa- 
dos y procesados y condenados, es muy justo que el 
límite señalado sea distinto según se halle el indivi- 
duo reclamado en una ú otra categoría, debiendo ser 
de menor gravedad el detito que justifique la entrega 
del condenado, que el que dé ocasión á la del acusa- 
do ó meramente perseguido. 

Sería tarea enojosa, que á nada útil conduciría en 
este lugar, copiar á continuación íntegros los artícu- 
los de los convexos de extradición, relativos á los 
delitos por los que ésta se concede. Por ello al lle- 
gar á este punto, nos limitamos á trascribir los de- 
litos comprendidos en uno de los tratados celebra- 
dos recientemente, para que la enumeración que en 
él se hace, dé una idea aproximada de la extensión 
alcanzada en nuestra patria por la extradición. 

Uno de los últimos tratados de extradición que ha 
celebrado nuestra nación ha sido con los Países Ba- 
jos firmado en 29 de Octubre de 1894 y concretan- 
do los delitos en él comprendidos son: (^> 

1.® (a) Atentado contra la vida del Rey, Reina, 
Regente ó jefe de Estado amigo, (b) Id. contra Rei- 
na no reinante, heredero, individuo de la familia del 
soberano. 2.° Homicidio, asesinato, parricidio, infan- 
ticidio, envenenamiento. 3.*^ Amenazas. 4.° Aborto. 
5.^ Lesión premeditada ó grave. 6.® Violación, aten- 
tado contra el pudor, etc. 7.*^ Excitación de menores 
á la mala vida y corrupción de los mismos. 8.® Biga- 
mia. 9.® Rapto, ocultación, supresión, sustitución ó 



(1) Este convenio se ratificó en 24 de Diciembre de 1894 y 
se ha publicado en la Gaceta de 1,^ de E)aero de 1895^ 
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suposición de un niño. 10.° Sustracción de menores. 
11.® Falsificación, alteración ó emisión de monedas. 
12.** Imitación ó falsificación de sellos, marcas, etcé- 
tera. 13.° Falsedad en escritura pública ó auténtica 
de comercio ó privada y uso intencionado de ella,... 
14.° Perjurio, falso testimonio. 15.° Corrupción de 
funcionarios públicos 16.° Incendio intenciona- 
do 17.° Destrucción ilegal intencionada de un edi- 
ficio 18.° Actos de violencia contra las personp,s 

ó bienes cometidos en cuadrilla ó reunión. 19.° El 
hecho ilegal intencionado de hacer naufragar, varar, 
destruir ó deteriorar embarcación con peligro para 
otra persona. 20.° Sublevación ó rebehón de pasaje- 
ros de un buque contra el capitán y de los tripulan- 
tes contra sus superiores. 21.° Poner intencionada- 
mente en peUgro un tren en camino de hierro. 
22.° Robo. 23.° Estafa. 24.° Abuso de firma en 
blanco. 25.° Malversación. 26.° Quiebra fraudulenta. 

Por la enumeración que acabamos de hacer ha 
podido comprenderse la extensión dada por nuestro 
Estado á la entrega de los criminales, extensión que 
tanto se ha ampliado de 1850 á los tiempos actuales^ 
La limitación por mínimum de pena marcada en al- 
gunos convenios favorece la mayor facilidad para 
entregar el mayor número de criminales, ya que ese 
límite redúcese en ocasiones á dos meses de prisión 
con relación á los ya condenados y en otras todavía 
es más reducida la pena, cual acontece en el conve- 
nio con Francia, que para igual caso señala uñ mes. 

Igualmente da idea de la justicia de marcar límite 
diferente con relación á los ya sentenciados ó á los 
meí'amente procesados; Francia marca para éstos e¡ 
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límite de dos años de prisión, que ya es bastante re- 
ducido para poder reclamar á aquel de quién tan 
solo se tienen sospechas de su culpabilidad, que no 
ha sido todavía legalmente reconocida. 

No estaría fuera de lugar oportuno, hacer algu- 
nas consideraciones acerca de si la extradición se 

« 

debe conceder ó no por delitos no enumerados en 
lo9 tratados. Pero como ya se han hecho algunas 
indicaciones con relación á este punto y el volver 
sobre ello nos apartaría de nuestro objeto en la ac- 
tual ocasión, baste decir que en teoría cabe el acce- 
der á tales demandas de extradición, ya que tan am- 
plia es la regla general por nosotros adoptada res- 
pecto á los delitos que pueden dar lu|ar á ella. En 
la práctica casi puede asegurarse que no siempre 
prosperarían demandas basadas en delitos que no 
estén señalados en las convenciones, aunque más 
bien que Umitativa parece ser enunciativa la enume- 
ración que se hace en los tratados. 

Acontece, y con alguna frecuencia, que ciertos de- 
Utos cuyos actos materiales han sido reaUzados en 
un país, perturban el orden jurídico de otro y en el 
caso de que el criminal huya á un tercer Estado, 
surge la duda de si podrá ó no admitirse la deman- 
da de extradición que formule la nación fuera de 
cuyo territorio se cometió el hecho punible. Para 
hacer desaparecer tal duda y afirmar á qué Estado 
debe entregarse el individuo perseguido no hay otro 
remedio que tener muy presente cuál es la jurisdic- 
ción que se cree debe predominar. Es la territorial, 
el reo debe entregarse al país en cuyo suelo realizó 
el dehto; no lo es, se admite la jurisdicción de un 
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Estado por hechos cometidos fuera de su territorio, 
cabe admitir entonces la demanda que éste formule. 

Así es como puede comprenderse la solución di- 
versa que dan leyes y tratados. 

Citan algunos autores casos que son dignos de 
mención. Es uno de ellos la fabricación de moneda 
falsa llevada á cabo en un país para enviarla á otro 
donde ha de procurarse ponerla en circulación; los 
criminales se han refugiado en una tercera na- 
ción. ¿A cuál de los dos Estados se deban entregar? 
á aquel en que se puso en circulación el producto de 
la falsificación ó al otro? De poderse considerar, di- 
cen, estos hechos como dos delitos distintos uno de 
la fabricación de moneda falsa y otro el de hacerla 
circular, cada pais tendría el derecho de castigarlos 
por lo que á cada uno afectase, y de todas suertes es 
pre?iso afirmar que se n3?esitaría ser partidario 
exagerado del principio territorial para no decidirse 
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en algún caso en favor del que ha sentido más in- 
mediatamente los efectos del delito. 

Lo mismo sucede con otro de los ejemplos que se 
señalan relativo al disparo heaho desde el territorio 
de una nación, contra un sujeto que se halla al otro 
lado de la frontera. ¿La muerte violenta de ese indi- 
viduo por quién debe ser castigada, caso de tenerse 
que acudir á la extradición? ¿A qué país deberá ser 
entregado el criminal? Los que plantean este proble- 
ma resuélvenlo, y no con falta de lógica, á favor del 
territorio en que ha producido los efectos por volun- 
tad del autor. 

Fiore en su Derecho Internacional codificado (ar- 
tículo 188) dice; «Si coi^i motivo de un hecho realiza^ 
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dó en el extranjero se violase un derecho protegido 
por la ley del Estado, será de la competencia de la 
soberanía del mismo la acción para castigar al cul- 
pable, ora llegue á apoderarse de él, ora reclame 
y obtenga la extradición. Deberán comprenderse en 
la anterior regla (a) los delitos contra la seguridad 
del Estado y contra el crédito público; (b) los delitos 
contra la propiedad y contra las personas cuando el 
culpable se haya refugiado en país extranjero donde 
la prohibición no exista, para consumar impunemen- 
te el hecho, eludiendo la ley del país qiie lo declara 
punible; (c) los delitos de auxilio y encubrimiento ó 
sea cuando se hayan transportado fraudulentamente 
los productos de un acto punible cometido en un 
Estado, al territorio de otro Estado; (d) cuando el 
autor del delito cometido en el Estado, haya sido ex- 
citado, aconsejado y animado á cometerlo por per- 
sona residente en el extranjero. 

La solución dada p3r el proyecto italiano es la de 
conformarse con el principio de que toda nación tie- 
ne competencia subsidiaria para castigarlos crimi- 
nales que viv6n qu ella, cuando renuncia á hacerlo 
aquella en cuyo territorio se delinquió. Las leyes 
Norteamericana é Inglesa no admiten la extradición 
por delitos cometidos fuera del territorio del Estado 
requirente. La belga la admite (art. 2.^) bajo condi- 
ción de reciprocidad en el caso en que las leyes bel- 
gas autoricen la persecución de las mismas infrac- 
ciones cometidas fuera del reino. 

En algunos tratados, por ejemplo el celebrado con 
Francia, se estipula que cuando el delito que moti- 
ve la demanda, se haya cometido fuera del territorio 
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del Gobierno reclamante, se podrá dar curso á di- 
cha demanda, si la legislación del país á quien se 
reclama autoriza la formación de causa por iguales 
infraceiones cometidas fuera de su territorio. Lo 
mismo dice el convenio cou Rusia de 1877 y el vi- 
gente de 1888. 

Veamos cuales deben ser las excepciones á la re- 
gla general; qué delitos son los que deben estar 
exentos tíe extradición. No son muchos estos delitos 
y á medida que gana terreno la idea de que se debe 
acceder á la entrega por el mayor número posible 
de ellos, van disminuyendo como es lógico los que 
aparecen exceptuados de tal medida. 

La primera excepción ya ha sido indicada, Cons- 
titúyenla aquellos hechos punibles cuya pena es de 
tal índole que no requiere medida cual la extradi- 
ción, en algunos casos de mayor importancia y gra- 
vedad que la pena misma. 

Dícese que la imprudencia temeraria no debe dar 
lugar á extradición, porque debe tenerse en cuenta 
que la imputabiUdad moral de este delito es mínima. 
A pesar del valer de esta consideración, no siempre 
el deUto por imprudencia debe quedar exceptuado, 
pues si no debe olvidarse la cuantía de la pena y la 
naturaleza del hecho punible, casos hay como el de 
muerte en que ni una ni otra aconsejan tal excep- 
ción y no faltan tratados en los que admítese la ex- 
tradición del homicida por imprudencia, negligencia, 
torpeza ó falta de observancia de los reglamentos. 

Aquellos hechos respecto de los que las opiniones 
no están conformes acerca de su hcitud ó iUcitud, 
pues mientras unog los reconocen como delitos, no 
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faltan quienes creen todo lo contrario, admitiéndolos 
como el ejervíicio .de un acto legal sin que pueda por 
virtud ds cireunstaneias las más de las veses transi- 
torias, decirse á favor ds quien está por completo la 
razón; si en estricta justicia lo conveniente es definir 
de modo acabado su carácter y proceder según éste 
sea, la conveniencia de la realidad á no aparecer ta- 
les hechos revestidos de circunstancias que encie- 
rran gravedad, justifi3a el que se les pueda conside- 
rar fuera de regla que autoriza la entrega de sus 
autores. 

De mayor importancia que estas excepciones y 
origen de discusión ha sido el exceptuar ó no los de- 
litos llamados vulgarmente especiales por estar en 
leyes de esta índole penados. Alégase en favor de la 
no extradición por esos delitos, que más bien que 
delitos que la razón en todas las ocasiones y lugares 
reconoce como tales, el carácter de hechos punibles 
es debido el mayor número de veces á circunstan- 
cias peculiares de una nación, especiales de las con- 
diciones en que ella vive y que en muchas ocasiones 
son meras causas transitorias. En contra de tal idea 
se dice que si no han de admitirse porque su pena se 
halla bajo el límite señalado para que pueda ser 
motivo de la entrega del delincuente, delitos especia- 
les hay, cuya gravedad es bien manifiesta y cuya 
pena excede y en casos en mucho de tal límite. 

Agrégase á esto que se supone que esos hechos 
penados por leyes especiales no son «juris gentium» 
y por ello se les debe considerar como excluidos de 
la extradición; hay que rechazar tal suposición por- 
que lo cierto é indudable es que la razón, la justicia 
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y el derecho natural exigen la obediencia y sumisión 
á las leyes y la misma falta es no cumplir y vio- 
lar una ley general, que alterar lo dispuesto por una 
especial. Van más allá los defensores de que estos 
delitos deben constituir excepción y refuerzan su 
argumentación diciendo que no siendo esos hechos 
delitos, como puede ocurrir con facilidad, en el Esta- 
do en que el autor haya buscado refugio, mal acce- 
derá éste á la extradición por actos que él no estima 
son punibles y á esta consideración oponen otros, 
la de que lo normal es que semejantes hechos, que 
son delitos al arbitrio del legislador ó por capricho 
del mismo, lo sean eu todos los Estados y no haya 
modo de hacer aplicación del argumento aducido 
en favor de la excepción. 

Parece más aceptable y en consonancia con el 
criterio qae venimos sosteniendo el no admitir esa 
excepción, ya porque la pena á esos delitos impuesta 
es en müehos casos do importancia suficiente para 
motivar la extradición, ya porque atendiendo á la 
naturaleza de los hechos, éstos pueden revestir ca- 
racteres que exijan la adopción de madidas más 
graves qne la entrega del reo. Si la pena es ínfima 
quedan excluidos por estar bajo el límite señalado; 
si tan soto figuran como delitos en el país requi- 
rente y no son tales en el requerido, es cuestión que 
en otro lugar debe ser tratada. 

El proyecto de ley italiano dio motivo al redac- 
tarse á gran discusión con relación á este punto y si 
en él se excluían los delitos militares, admitíase la 
extradición por los penados en las leyes de hacien- 
da, caza, pesca, minas, marina mercante, etc. No se 
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alcanza el por qué de la exclusión de los llamados 
delitos militares ya que si lo mismo unos que otros 
violan lo establecido por la ley á todos debe alcan- 
zar la medida que se adopte para su represión. 

Foelix cita el tratado entre España y Portugal de 
1.® de Marzo 1778 que en su articulo 6.® habla de la 
entrega de los individuos originarios de cualesquiera 
de las naciones acusados de contrabando ó deser- 
ción. La entrega de los contrabandistas estipúlase 
también entre España y Francia en 24 de Diciembre 
de 1786. 

Penado por leyes especiales está el delito de de- 
serción que merece se haga particular» mención de él. 
Dada la variedad de sistemas de reclutamiento que 
existe en los diferentes paises y la creencia de que 
es la deserción un delito puramente convencional, no 
ha de extrañarnos que unido esto á lo dicho en apo- 
yo de la excepción de los delitos especiales, se de- 
fienda la no entrega de los desertores. Calvo hablan- 
do de esta cuestión dice que esta especie particular 
de extradición es un acto de pura cortesía interna- 
cional basado en las conveniencias de los Estados y 
en las necesidades del comercio marítimo, su regla- 
mentación es de las más necesarias y en la práctica 
no exige ninguna de las formalidades requeridas para 
la extradición de los criminales ordinarios. 

En teoría si la deserción es un delito y el desertor 
ha huido y es reclamado, debe integrarse; no hay 
motivos bastantes para fundar la negativa. Lo mismo 
cabe decir con relación á los demás delitos militares, 
pues si se cree que las penas que se imponen son 
demasiado severas esto no será razón sino para que 
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sea necesario elevar el límite que marque la gravedad 
según la que puede ya accederse á la extradición. 

Que se debería extender á las infracciones contra 
toda ley concerniente al interés local la excepción de 
delitos contra las leyes locales opinaba la comisión 
nombrada en Inglaterra y señalaba como tales las 
referentes al servicio militar ó naval deberes de em- 
pleados públicos, religión, política etc. Dudley Field 
comprende entre las excepciones la deserción ó eva- 
sión del servicio militar y marítimo. Paul Bernad, 
admite se exceptúen los delitos militares pero no la 
deserción. El Instituto de Derecho Internacional en 
la conclusión XVI de las votadas en Oxford dice que 
la extradición no debe aplicarse á la deserción de los 
militares que pertenezcan al ejército 6 á la armada, 
ni á los delitos puramente militares y que la adop- 
ción de esta regla no obsta á la entrega de los ma- 
rineros que pertenezcan á la marina del Estado ó 
mercante. 

En la parte histórica, indicamos algunos conve- 
nios relativos á la entrega de desertores en especial 
de marineros y ahora debemos citar disposiciones 
de las vigentes. 

El tratado con Portugal (art. 6.**) establece que 
los desertores de los cuerpos del Ejército y de la 
Armada de España y Portugal serán recíprocamente 
entregados, siempre que uno de los dos Gobiernos 
entable ante el otro, por la vía diplomática, la recla- 
mación competente, acompañada de copia de la sen- 
tencia del Consejo de Guerra. Esta disposición es 
aplicable exclusivamente á los subditos de la nación 
reclamante. 
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flefiérese á los marineros y personas que formen 
parte de !a tripulaeión de loa buques mercantes, el 
convenio consular con Alemania, firmado en 22 de 
Febrero 1879 y se autoriza el envío de los mismos 
sea á bordo, sea á su país. 

La regla general es que los convenios autoricen la 
extradición de los marinos desertores. 

Continuando el examen de los delitos que no de- 
ben dar lugar á la entrega de los que los cometie- 
ron, señálanse además de los ya estudiados aquellos 
que no podrían castigar los tribunales de la nación 
requirente ya por ser de los que solo pueden perse- 
guirse á instancia de parte ya por haber prescrito. 
No hay ningún género de duda que tales excepcio- 
nes son justas. Si el delito es de los llamados priva- 
dos, cuando haya quien reclame su persecución es 
cuando se deberá formular la demanda solicitando 
la extradicicióu. Discuten algunos qlié delitos deben 
ser estos, pero no tenemos por qué señalarlos, la 
ley del Estado en que el hecho se cometió, deter- 
minará los que son ó no perseguibles de oficio y á 
ellos deberemos atenernos. 

Admitida la prescripción de los delitos, hay que 
admitir la no "extradición por hechos cuya pena haya 
prescrito y así lo hacen los tratados celebrados con 
Austria (art. 5.°}, Portugal (art. 13,), Italia (artículo 
4:."), Bélgica (art. 4."), Brasil (art. 11), Francia (ar- 
tículo 11) Alemania (art. 7."), Inglaterra (art. 12), 
Argentina (art. 9.°) 

Deben exceptuarse los delitos de imprenta? Hay 
quien cree que sí. Dícese que son delitos políticos y 
que si no revisten ese carácter son leves. Si lo pri- 
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mero, cuando se trate de los delitos políticos vere- 
mos si es ó no excepción; si lo segundo, no habrá 
para qué hablar de ellos, pues dado ese carácter, 
según las reglas establecidas en los tratados, les al- 
canzará ó no la extradición. Por medio de la im- 
prenta pueden cometerse delitos como el de injuria, 
calumnia, excitación á la rebelión, ataques á la mo- 
ral, etc., comprendidos por su índole en los que dan 
base para adoptar la medida de que tratamos y no 
se nos alcanza por qué han de constituir una excep- 
ción. El medio empleado para cometerlos, no exime 
de responsabilidad al que los realizó. 

El Congreso Internacional de Montevideo en sus 
acuerdos consignó que no son susceptibles de extra- 
dición los reos de duelo, adulterio, injurias y calum- 
nias, si bien lo serán los delitos comunes conexos 
con cualquiera de ellos. Si el duelo está permitido 
por la legislación del país en que se verifica, es claro 
no hay cuestión; pero si es delito no debe ser consi- 
derado como excepción. La calumnia está incluida 
en muchos convenios y lo mismo que la injuria gra- 
ve debe hallarse comprendida en la regla gene- 
ral. 

Materia de controversia es la referente á la ex- 
tradición de los criminales políticos. La controversia 
no está en leyes y tratados, no; las diferencias de 
criterio hállanse en el terreno filosófico. Acudamos 
á él y examinemos, ya qne lo merece, tal pro- 
blema. 

Generalmente admitido está el principio de que 
por crímenes ó delitos políticos no se debe acceder 
á la entrega del delincuente. El hecho es éste. ¿Cuál 
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és su razón? ¿Bastan á explicarlo las consider'acío-^ 
nes que se exponen? 

Con anterioridad á la époea actual, los datos his^ 
toncos muestran cómo los gobiernos, más que de los 
autores de crímenes ordinarios, buscan y persiguen 
por todos los medios los que realizan delitos políti- 
cos. Pero á partir de 1840, ya puede decirse que el 
criterio es contrario y que al hablar de entrega de 
reos por tales delitos, resuélvese la cuestión con la 
negativa, viniendo por ello á entrar en la categoría 
de las excepciones mareadas á la regla según la que 
debe admitirse la demanda de extradición. 

Los partidarios de tal solución dicen que si la ex- 
tradición está basada sobre la idea de necesidad de 
reconocer cierta solidaridad entre los Estados. para 
defenderse contra los enemigos del orden jurídico 
que existe en todos los países, no llevando ningún 
perjuicio el delito político más que al país contra 
quien va dirigido, no hay razón para esa solidaridad. 

Bello, al tratar del asilo concedido á los delin- 
cuentes políticos, dice que tal regla, en la naturaleza 
de los actos así calificados parece tener su funda- 
mento, pues esos delitos muchas veces no lo son 
sino á los ojos de los usurpadores y tiranos; otros 
nacen de sentimientos puros y nobles en sí mismos, 
aunque mal dirigidos, de nociones exageradas ó 
erróneas, ó de las cireunstancias peligrosas de un 
tiempo de revolución y de trastorno, en que lo difí- 
cil no es cumplir nuestras obligaciones, sino cono- 
cerlas. Pasiones criminales las producen también 
muchas veces, pero no es fácil á las naciones ex- 
tranjeras el examen de estos motivos ni son jueces 
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competentes. Ún Estado puede tener justas razones 
para no permitir la residencia en su territorio á esta 
clase de reos; pero el entregarlos se miraría como 
un acto inhumano y bárbaro. 

Faustin Helie dice «que los crímenes políticos supo- 
nen más de audacia que de perversidad, más de in- 
quietud en el espíritu que de corrupción en el cora- 
zón, más de fanatismo que de vicio». 

Mirando estas apreciaciones desde el punto de 
vista filosófico, ni han satisfecho á todos ni podemos 
mostrar nuestro asentimiento á ellas. El decir que 
van solo contra la seguridad interior ó exterior del 
Estado en que se cometen no es admisible. ¿Por 
ventura no importa á todos los paises el que no se 
perturbe el orden jurídico? ¿No es una violación de 
ese orden, todo ataque al modo de estar constituida 
y organizada una determinada nación? ¿Dónde se 
halla esa diferencia entre el autor de un delito polí- 
tico y el reo de un crimen vulgar? Claro es que no 
son asesinos ni ladrones en muchas ocasiones los 
reos políticos, pero tampoco lo es, cual dice un au- 
tor español, el homicida y sin embargo, sin que en 
su mente hubiera idea preconcebida, quizá en una 
defensa exagerada de su persona ó de sus derechos, 
se hace culpable y se le cree merecedor de castigo. 
El crimen político suele llevar al lado de la violencia 
de la ley política, el ataque á la natural; sin este 
ataque de la ley que en la conciencia honrada está 
impresa es muy posible no se hubiera vulnerado la 
política, y ¿quién marca la línea divisoria? ¿quién 
es capaz de deslindar móviles y precisar la mayor 
6 menor cuantía de la violación de una ú otra ley? 
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'■ Mr. Belgéns en uno de sus diseursos ^^^ deóía que 
la excepción de los delitos políticos, es una regla 
que los Estados han raramente darogado. La razón 
de esta exclusión se encuentra en la naturaleza de 
las infracciones, en las costumbres de los pueblos y 
las ideas de libartad que dominan en Europa. Las 
formas gubernamentales y las instituciones políticas 
varían de país á país. Las que son admitidas en una 
región determinada, no responden siempre á los de- 
seos de la nación. Los fracasos convierten en delin- 
cuentes á los autores de ellos, el triunfo los trans- 
forma en héroes. Se comprende — continúa — que re- 
pugne á un gobierno monárquico, por ejemplo, entre- 
gar hombres que han querido introducir la monar- 
quía en un país democrático ó viceversa. 

A pesar de estos asertos y de creer que son des- 
graciados ilusos por un noble y elevado fin, más 
que criminales; que se tema que dada la pasión de 
los partidos políticos y su recíproco odio, se castigue 
de un modo cruel al culpaple ó se juzgue con injusta 
parcialidad al inocente; y de que la extradición no 
tiene razón de ser cuando se cree que la ley ofendida 
proteje y funda una injusticia, no estamos convenci- 
dos de la necesidad de excluir á los delitos políticos. 

DoUman en 1857, sostuvo que no había razón al- 
guna para distinguir los delitos políticos de los co- 
munes. Distinguidos escritores siguen ese modo de 
pensar y admiten la extradición por esos hechos. 
Gracia Parejo reconoce que en puro derecho natu- 
ral y filosófico, hay que admitir irrecusablemente la 

(1) Billot cita entre otros testimonios éste, 
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existencia de los delitos políticos al nivel de los de- 
más, dignos de persecución y de castigo. Olivert 
dice: ¿Porque en Francia esté adoptada la forma 
republicana, el Estado francés ha de considerar que 
no es acto criminal el de la violación de la constitu- 
ción española monárquica? ¿No se trata de una ley 
al fin y al cabo tan respetable como las otras? 
¡Qué intervención más odiosa y repugnante no es el 
acoger en su seno prestándoles amoroso é inviolable 
abrigo á los conspiradores y enemigos del Estado 
extranjero mientras que S3 sujeta á todos los rigores 
de la extradición al criminal vulgar! 

Si por delito político se entiende solo censurar los 
actos del Gobierno, denunciar todo género de abu- 
sos quien qiiiera que sea el que los cometiere, discu- 
tir la justicia de determinadas leyes y la forma de 
Gobierno y procurar derribar al que manda por to- 
dos los medios legales, si es que no se le cree bueno, 
pero sin recurrir á la fuerza, entonces hay que creer, 
siguiendo á D.* Concepción Arenal, que es justo que 
el perseguido por esos hechos halle protección fuera 
de su patria y no se le entregue sustrayéndole no á 
sus jueces sino á sus enemigos. ¿Mas se entiende ge- 
neralmente esto por delito político? No, se le da ma- 
yor extensión, compréndense bajo tal denominación 
hechos de índole más grave y se quiere que al am- 
paro de la idea política queden sin castigo. Aunque 
todos estuvieran conformes en determinar el con- 
cepto de estos delitos, al apKcar los principios á ca- 
sos determinados surge la divergencia y lo que para 
unos es delito para otros es un acto político na- 
da más. 
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Que el individuo acusado va á ser sujeto á un pro- 
cedimiento excepcional, que será juzgado con par- 
cialidad, que se le impondrá pena más grave por 
ser político el delito que cometió; pues con exigir 
que el Estado á quien se entregase el reo, no le so- 
meta á procedimientos excepcionales y que no agra- 
ve la pena por el fia político del delito, están todas 
las dificultades salvadas, yaque respecto á la parcia- 
lidad en el juicio, no se entrega el individuo reclama- 
do, ni á tiranos, ni usurpadores, que á tales seres ja- 
más se les debe confiar la misión de administrar 
justicia, sino á magistrados rectos que no les guía 
otra norma ni otro interés, que la imparcialidad y la 
aplicación justa de la ley. 

La excepción de los delitos políticos solo en el 
sentido antes indicado cabe admitirla. Por la índole 
especial del delito, lo único justo es que se exija una 
penalidad mayor, si se quiere, que en los crímenes 
vulgares, para los políticos. Fuera de esto lo demás 
no es posible aceptarlo. Si el hecho requiere castigo 
y castigo de alguna gravedad, es que supone infrac- 
ción legal y no de pequeña entidad, sino de impor- 
tancia algo más que relativa y el dar mayor latitud 
al concepto de delito político exceptuado de extradi- 
ción que la que debe tener, sería aceptar la impuni- 
dad de los crímenes, bajo la sombra de esa idea. 

Reconociéndose que era imposible de todo punto 
sostener en términos absolutos la excepción de 
los deUtos políticos, se va poco á poco haciéndose 
distinciones entre los puramente locales y los que 
pueden afectar á varios Estados, entre los propia y 
exclusivamente políticos y los conexos con ellos, He- 
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gando ya á considerar comprendidos dentro de la 
extradición algunos de ellos, así como los atentados 
contra el jefe del Estado. 

La distinción entre crímenes políticos que afectan 
á los intereses puramente locales y los que pueden 
constituir un peligro universal, ha sido señalada por 
varios autores que creen que estos últimos, los deli- 
tos «jurís gentium», son los únicos que pueden dar 
lugar á la entrega de sus autores. Ya es recono- 
cer que hay delitos políticos de los que pueden de- 
ducirse peligros para los Estados en general; pero 
no basta esto, pues al señalar esos delitos, citan 
los anarquistas y dinamiteros, acerca de los cuales, 
todo aquel que tenga idea remota del derecho, tiene 
que condenar sus atentados y admitirlos medios para 
su persecución y castigo. Lógico es que se le considere 
comprendido entre los crímenes que pueden servir 
de base á la entrega de sus autores, cuando á se- 
mejantes individuos, que no pueden ser creídos fa- 
náticos, ni conciencias claras, sino hombres desal- 
mados manchados por sangre de seres inocentes, 
hay que aplicar medidas cuyo rigor para todo otro 
delito sería exagerado. 

No parecían contentarse algunos con querer que 
de la extradición se excptuaran los delitos políticos 
todos, sino que querían excluir también aquellos en 
los que podía hallarse alguna razón política, los que 
constituían los conocidos con el nombre de conexos. 

« 

Sin embargo, esa distinción ha servido para lo con- 
trario, para que aquellos delitos comunes que iban 
mezclados con los políticos no quedasen excluidos y 
sus autores fueran entregados. No puede hallarse 
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entre los autores un concepto claro de lo que por 
tales delitos se entiende, falta de precisión que debe 
tomarse en cuenta, para convencerse más y más de 
la dificultad de precisar claramente cuáles son los 
crímenes conexos y para ver la necesidad imperiosa 
de que al amparo de una idea ó fin determinado no 
queden impunes delitos graves cuyo carácter de co- 
munes está mostrándose con evidencia. Buscan unos 
la relación con el delito político, en el fin último, 
otros en los medios, otros en el objeto, quienes en el 
carácter de los derechos violados por el hecho puni- 
ble y todo son dudas y vacilaciones cuyos resultados 
tienen que ser desfavorables. 

Evidente es, que si la excepción de delitos políti- 
cos ha sido casi por completo rechazada, y admitida 
por nosotros con tantas limitaciones y para los me- 
nos graves, todavía rechazaremos con más convic- 
ción el que quieran sustraerse á la extradición reos 
de esos crímenes conexos. ¿Cuál será el motivo 
de la excepción del robo, de la muerte violenta, de 
daños graves, porque tengan relación con fm más ó 
menos remotamente político? ¿Es que tales crímenes 
son medios admisibles para la consecución de ese fin? 
Hay que huir de tales creencias, que conducen á que 
hechos merecedores de imposición de una pena, al 
huir sus autores se sustraigan de la acción de la ley, 
por haber procurado revestir sus actos de determi- 
nado carácter. 

Pretenden algimos que los delitos conexos que de- 
berían exceptuarse de la extradición serían aquellos 
' que considerados como tales por ejecutar el delin- 
cuente político los hechos en que consisten, serían 
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lícitos con arreglo al derecho de gentes y é las leyes 
y prácticas de todos los países si se ejecutaran por 
autoridad reputada por legítima. Con restri^íeiones 
cuya justicia es innegable y en casos cual el de gue- 
rra civil, cabe que algunos hechos se exceptúen ; 
pero de ningún raodo las violencias, asesinatos, in- 
cendios, devastaciones, cuya necesidad no es sentida 
y contra los que las mismas leyes de la guerra se 
muestran contrarias. 

Acerca de lo que la opinión va siendo unánime y 
los tratados reflejo de ella, es lo relativo á compren- 
der el atentado contra el jefe de la nación entre los 
delitos base de la extradición. La razón de su exclu- 
sión tan solo podía ser, el que en tal he^ho prevale- 
ciera el carácter de político, pero comprendiendo lo 
injusto que sería el proporcionar medios de impuni- 
dad para crímenes de esa índole, ha ganado terreno 
la creencia de que atentados tales, deben ser consi- 
derados á los efectos que estudiamos como crímenes 
comunes. Ya decía Bello, á pesar de admitir el asilo 
por delitos de lesa majestad, «que aquellos jefes de 
bandidos que apellidando la causa de la libertad ó 
del trono la deshonraban con toda clase de crímenes 
y no respetaban las leyes de la humanidad y de la 
guerra, no tenían derecho á ese beneficio* y los au- 
tores en su mayoría, establecen que por el fin políti- 
co no desaparece la inmoraUdad del asesinato, del 
envenenamiento, del homicidio. La posible buena fe 
del reo político desaparece ante la maldad del cri- 
men que comete; que el mismo derecho á la vida 
tiene el último de los subditos de un Estado, que ei 
jefe del mismo, reconociendo todos que debe cóm- 
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prenderse en leyes y tratados, como motivo de enr 
trega de un autor, el atentado contra el jefe del Es- 
tado. Es más, admitido esto no ha faltado quien di- 
jera en favor de la extradición por los hechos eone-r ■ 
xos, que reconocida la justicia de negar el asilo á los 
reos de lesa 'majestad, habia que admitir la de no 
concederlo á los delitos conexos pues «¿acaso supo-? 
ne mayor maldad asesinar á un Rey que á un 
pastor?» 

Paul Bernard, en el proyecto de ley internacional 
de extradición adopta la fórmula del Instituto dé De- 
recho Internacional, Dudley Field cree exceptuados 
los delitos de carácter puramente político y los co-^ 
metidos en el curso de una guerra civil ó conmoción 
política, el cual si se hubiera cometido entre belige- 
rantes no sería crimen. En el dictamen de la comi- 
sión regia nombrada en Inglaterra, ésta, muéstrase 
partidaria de la excepción de los delitos de carácter 
político ó local, excepción que no deberá apHcarse 
si se trata de un crimen como el asesinato ó incen- 
dio, cometido con pretexto de un fin político, ni por 
conspiración contra la vida del soberano ó el incen- 
dio de una prisión, que no son menos atroces, por 
tener conexión con motivos políticos. Respecto á la 
guerra civil é insurrección, que se verifica franca y 
abiertamente, cree pueden ser ó no exceptuados se- 
gún las circunstancias. 

El Instituto de Derecho Internacional en 1880 
votó las siguientes conclusiones; 

XIII. — La extradición no debe concederse por 
hechos políticos. 

XIV. — El Estado requerido aprecia sgberan^men- 
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te, según las circunstancias, si el hecho en virtud 
del cual se reclama la extradición, tiene ó no carác- 
ter político. Para hacer esta aplicación, debe inspi- 
rarse en las dos ideas siguientes. 

(a) Los hechos que reúnen todos los caracteres 
de crímenes de derecho común (asesinato, incendio, 
robo, etc.) no deben ser exceptuados de la extradi- 
ción á causa solamente de la intención política de 
sus autores. 

(b) Para apreciar los hechos cometidos durante 
el curso de una insurrección, guerra civil ó rebelión 
política, es preciso tener en cuenta si serían ó no 
excusados por los usos de la guerra. 

XV.^s-En ningún caso se otorgará la extradición 
por virtud de crímenes que tengan á la par el ca- 
rácter de crímenes políticos y de derecho común, si 
el Estado requirente no dá seguridad de que el in- 
dividuo reclamado no será sometido á Tribunales de 
excepción. 

En la sesión del Instituto en Bruselas, M. Alberic 
Rolín, sometió á la Asamblea un informe relativo á 
las resoluciones adoptadas en Oxford y en especial á 
las que hacen relación á los delitos políticos. En las 
sesiones de Lausanne y Hambourg fué esto objeto de 
dicusión y en 8 de Septiembre de 1892 se aproba- 
ron los siguientes artículos: 

1,^ La extradición no puede ser admitida por 
crimen ó delito puramente político. 

2.^ Tampoco será admitida por infracciones mix- 
tas ó conexas á crímenes ó delitos políticos, llama- 
dos también delitos políticos relativos, á menos, sin 
embargo, que se trate de crímenes más graves desde 
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el punto de vista de la moral y del derecho común, 
tales como el asesinato, la muerte, el envenenamien- 
to, las mutilaciones y heridas graves voluntarias y 
premeditadas, tentativas de crímenes de ese género, 
atentados á la propiedad, especialmente los cometi- 
dos á mano airada y con violencia. 

3.^ En lo que concierne á los actos cometidos en 
el curso de una insurrección ó de una güera civil 
por uno ú otro de los partidos empeñados en la lu- 
cha y en interés de su causa, no podrán dar lugar á 
extradición más que los que constituyan actos de 
barbarie odiosos y de vandaUsmo, prohibidos por las 
leyes de la guerra y solamente cuando la guerra ci- 
vil haya terminado. 

4.^ No son reputados delitos políticos, al punto 
de vista de la aplicación de las reglas que preceden, 
los hechos punibles que se dirijan contra las bases 
de toda organización social y no solo contra un Es- 
tado determinado ó contra tal forma de Gobierno. 

Los artículos 1.^, 2.° y 3.® sustituyen á la conclu- 
sión XIII de Oxford y el 4.^ á la XIV. (i) 

«Tampoco dan mérito á extradición los delitos 
políticos y todos aquellos que atacan la seguridad 
interna ó externa de un país ni los conexos que 
tengan conexión con ellos» se resolvió en el Con- 
greso de Montevideo. 

Las leyes y tratados por regla general sientan la 
disposición de que no se entregará al individuo re- 
clamado por delitos políticos. Unos no dicen más. 



(1) Annvaire de V Insiitut de Lroit Internaticnal—^l— 
1892-1894— Sesión de Gmebra 
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Otros exceptúan también los conexos. Otros dicen 
que no se aplicará tal regla al asesinato, homicidio 
ó envenenamiento del jefe de los Gobiernos ó de in- 
dividuos de su familia ó de funcionarios públicos, ni 
á la tentativa de estos crímenes. En el tratado con 
Dinamarca no se habla nada relativo á este punto 
y en el celebrado últimamente con Rusia establécese 
en el artículo 4.° que «en ningún caso podrá alegar- 
se como motivo para negar la extradición la circuns- 
tancia de que el delito porque se pide se hubiese 
cometido con un fin político. » 

De la misma manera que al tratar de los indivi- 
duos que podían ser objeto de una demanda de ex- 
tradición, creíamos debía comprenderse no solo á 
los autores, sino también á los cómplices y encubri- 
dores, opinamos que no solo por delitos consumados, 
sino por las tentativas y frustrados deben entregarse 
los reos perseguidos. Hechos punibles son la tenta- 
tiva y el delito frustrado y como tales deben com- 
prenderse entre los que motiven esta medida. Así se 
ve en buen número de convenios que la admiten por 
la tentativa y en otros por el frustrado. 

Origínanse algunas dificultades ya acerca de la ca- 
lificación de los delitos, si ésta es distinta según los 
paises, ya sobre el caso de ser un hecho punible en 
el un país y no en el otro. Si la calificación del he- 
cho perseguido es distinta en el país requirente y en 
el requerido, si distinta es la pena que se le impone 
por una ú otra legislación, los conflictos que surjan 
deberán resolverse atendiendo lo que disponga la 
ley del Estado requirente, en cuyo suelo se cometió 
el delito y en el que en definitiva ha de castigarse. 



Más (Eficil es de resolver el caso éü que lá extradi- 
ción se solicite por un hecho que no se considera co- 
mo delito en el país requerido. ¿Debe éste acceder? 
Parece que no, ya que si el hecho para él no es cri- 
minoso el autor no ha contraído responsabilidad. 
¿Pero quién es el que tiene de su lado la justicia? 
¿No puede darse el caso de que la razón esté de 
parte del que lo considera como crimen? Y en la] 
supuesto es innegable que no debería ser denegada 
la demanda, siendo preciso para no proceder de li- 
gero ver si el delito por el que se pide es uno de 
les llamados convencionales ó si es un hecho en el 
que, según el común sentir y la ley natural, hay en él 
circunstancias que son las suficientes para conside- 
rarlo como punible. 

El Instituto de Derecho internacional sostiene co- 
mo regla que los delitos se castiguen por la legisla- 
ción de los dos paises, excepto en los casos en que á 
causa de sustituciones particulares ó de la situación 
geográfica, del país de refugio, las circunstancias de 
hecho que constituyen el delito no puedan producir- 
se en él. 






Ccal sea el procedimiento que debe seguirse y 
cuales las consecuencias de la extradición, son los 
puntos que en términos generales no más, vamos á 
tratar. 

Una idea es preciso tener muy en cuenta al hablar 
de los trámites que ha de seguir una demanda de ex- 
tradición. El procedimiento ha de ser tal, que no per- 
mita embarazar la acción de la justicia; que propor- 
cione toda clase de garantías, tanto en favor de los 
Estados que en el asunto medien, como en pro del 
perseguido; y que revista condiciones de rápido y 
eficaz. El fin debe ser el más pronto castigo del cul- 
pable, á la par que el mejor convencimiento de la 
culpabilidad del reclamado. 

Como regla aceptada comunmente, puede seña- 
larse el que se traten por la vía diplomática las 
cuestiones referentes á la extradición. Dado el carác- 
ter de ésta en general tal regla es admisible. 
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El primer momento del procedimiento, parece de- 
be ser la presentación de la demanda. Cual sea la 
forma en que ésta se presente, regúlanlo las leyes in- 
teriores de cada país. Puede acontecer que exista 
peligro de que el criminal realice una nueva fuga y 
aquí el procedimiento si no es lo más rápido posible, 
puede resultar ineficaz, dado que si para proceder 
contra el fugado se hace preciso que la autoridad ju- 
dicial, por los medios legales, requiera la entrega del 
autor del delito y tenga el Gobierno del país requi- 
rente que enviar todo género de datos y anteceden- 
tes á su representante en el requerido, para que la 
demanda se presente, cuando vaya á procederse á la 
detención del perseguido, puede éste haber huido de 
nuevo favorecido por el tiempo transcurrido en los 
trámites de la petición. 

Muy conveniente sería el simplificar los trámites 
para que cuando un representante de la autoridad 
persigue un individuo sobre quien recaen sospechas, 
se pudiera proceder inmediatamente en el extranjero 
á su arresto provisional, para impedir se sustrajera 
á la acción penal. Claro es que ese arresto había de 
ser de poca duración, que en ese tiempo el requi- 
rente debería aportar más datos y pruebas que de- 
mostrasen lo fundado de la acusación, pero con tal 
arresto desaparecería un peligro sin el temor de de- 
tener á inocentes y que media la consideración de 
que no huye quien tiene su conciencia tranquila y de 
que esa medida solo en caso de absoluta é impres- 
cindible necesidad deberá adoptarse. 

Cabe también pues, el que no dé principio el pro- 
cedimiento por la presentación de la demanda, sino 
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que por aviso, que pudiera ser telegráfico del Go- 
bierno requirente al requerido, se solicite la deten- 
ción haciendo constar que hay motivos y documentos 
que aseguran, hasta donde es dado asegurarlo, la 
culpabilidad del reclamado. 

Presentada la demanda y antes de proceder des- 
pués de su examen á la entrega del reo, creen algu- 
nos sería conveniente el envío al país donde el cri- 
men tuvo lugar de los objetos que hubiesen sido ocu- 
pados. Aunque hay quien se opone á tal envío, en 
ocasiones pudiera ser ventajoso y facilitar el descu- 
brimiento de todo cuanto se relaciona con el culpa- 
ble y el crimen que cometió. 

En la demanda deberían constar datos referentes 
al perseguido, al crimen que cometió y al estado del 
proceso. Con relación al reo se hará mención de su 
nombre y apellido, apodo si lo tuviere, sañas que 
puedan facilitar su identidad, punto de naturaleza, 
edad, etc.; respecto al delito, necesario es indicar su 
ealifieaeión provisional y las circunstancias espe?ia- 
les de que pueda hallarse rodeado. Por lo que hace 
al estado del proceso no hay tanta unanimidad; unos 
pretenden que se debería acompañar copia justifica- 
da del auto de procesamiento ó de la sentencia con- 
denatoria si la hubiere habido; otros opinan puede 
basarse la demanda en el auto de prisión; ven algu- 
nos en el auto de procesamiento base suficiente por 
suponer convencimiento de la culpabilidad del proc*e- 
sado, pero el de prisión puede ser motivo no ya sufi- 
ciente, sino sobrado. Inútil es hacer constar que el 
requirente es quien debe presentar la prueba de los 
bechcs en que ímAe su petición y la ccmpetencia. 
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Presentada por el representante legal del Gobier- 
no requirente la demanda, debe procederse al exa- 
men de la misma, ver si se ajusta á las formalidades 
prescritas en las leyes respectivas y al tratado que 
las partes hubieran convenido. Que autoridad es 
la que debe hacer el examen ¿la judicial ó la admi- 
nistrativa? 

Tres son los sistemas propuestos: el administrativo 
ó francés; el judicial ó inglés y americano, y el mixto 
ó belga. Según el primero la administración es la 
competente para conocer de la demanda, intervienen 
los ministros de Negocios extranjeros, de Justicia y 
del Interior y si se suscita alguna duda examínala el 
Consejo de ministros que toma acuerdo por mayoría 
de votos. En Inglaterra y Estados Unidos es la auto- 
ridad judicial la que examina la demanda y resuelve 
acerca de la misma. Por el sistema belga se asocian 
el poder judicial y el ejecutivo por lo que afecta al "^ 

examen de la demanda, siendo el último el que á 

decide. ¡ 

¿Cuál de los tres es más aceptable y responde me- ^ 

jor á la índole de la extradición? á primera vista el -. 

segundo de ellos. i 

Trátase del examen de la demanda; en ella se hace " ] 

constar la calificación legal de un hecho reputado co- ' ^ 

mo dehto, las circunstancias que han concurrido * ^ 

para su ejecución, han de aprobarse los pruebas su- * 

ministradas ¿no es todo ello de la competencia ^de 
los Tribunales? Indudablemente; luego sus decisiones 
deberían ser las válidas y las que decidieran, previo 
el examen, la admisión ó denegación de la demanda. 
Lógicamente no pensando en más es lo que procede-^ 
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ría. Pero al lado del elemento jurídico, hay que con- 
siderar en la extradición otro aspecto, el político, y 
éste no hay que e:*harlo en olvido. Lo3 conflictos que 
se pudieran originar afectarían como acto- interna- 
cional que es, á esta clase de relaciones cuya direc- 
ción está á cargo del Gobierno. 

Hay^ue excluir el criterio discrecional de la ad- 
ministración, hay que. huir de que en absoluto entienda 
la autoridad judicial, precisa dar alguna intervención 
al Gobierno: cuál sea esta es el problema; pues 
mientras quieren unos que las decisiones judiciales 
sean meros dictámenes,' otros pretenden sean eficaces 
y el Gobierno tan solo haga llevarlas á su debido 
cumplimiento. Y entre estos dos términos, en la du- 
da, parece que en teoría la decisión del Tribunal no 
debe ser simple dictamen, el Gobierno admitirá ó no 
la demanda según se presente ó no en la debida for- 
ma, la enviará á la autoridad judicial, procurará por 
los medios legales que tal decisión tenga realidad ac- 
cediendo ó no á la entrega del fugitivo; quizá en la 
práctica no dando tan en absoluto fuerza ejecutoria 
al acuerdo judicial se evitarán algunos posibles con- 
flictos. 

Examinada la demanda ó se rehusa ó se admite. 
Si ha sido admitida, procede la entrega del reo. Sien- 
do países contiguos el requerido y el requírc nte, el 
reo se entregará por los agentes del primero á los 
del segundo en la frontera, á no ser que S3 autoriza- 
se pudieran hacerse cargo en el territorio extranje- 
ro los delegados del Estado que formuló la demanda, 
á los que debiera darse todo género de facilidades 
para el mejor cumplimiento de su misión. Dado el 
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caso de tener que atravesar el tarritorio de una ter- 
cera nación, las medidas que se adoptan varían mu- 
cho; debería ser suficiente que se diera conoci- 
miento por la vía diplomática al Gobierno de ese 
tercer Estado, para que autorizase el tránsito; pero 
no siempre sucede así; á veces exígese que medie 
tratado con el requirente, que se presenten do:*umen- 
tos quo justifiquen el procedimiento etc. 

Suponiendo que la demanda no hubiese sido ad- 
mitida hay que distinguir si mediaba ó no tratado. 
De no mediar hay quien sostiene no es necesario 
que se señalen los motivos por los que no se accede 
á ella, pero tanto en un uno como en otro caso la 
resolución deberá ser motivada. Diferentes pueden 
ser las razones por las que cabe no se apruebe lo 
solicitado, tales como la prescripción de la pena; el 
ser una de las excepciones consignadas en el trata- 
do; el no hallarse probado que el delito sea uno de 
los mencionados en el convenio; no haber pruebas 
de la culpabiüdad del reclamado etc. 

Los gastos que origine la extradición, deberán es- 
tar á cargo de los países que en ella intervienen pa- 
gando cada uno los causados en su territorio á con- 
condicíón de reciprocidad. No falta quien admita que 
debe sufragarlo por entero el requirente. 

El Instituto de Derecho luternaclonal admite en lo 
relativo á este punto el criterio siguiente expuesto 
enlas conclusiones XVIII, XIX, XX, XXI, XXIVy XXVI. 

La extradición debe verificarse por la via diplo- 
mática. 

Es de desear que en el país de refugio sea la au- 
toridad judicial la encargada de apraeiar la deman- 
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da de extradición previo un debate contradictorio. 

El estado requerido no deba verificar la extradi- 
ción, cuando según su Derecho público la autoridad 
judicial ha resuelto que no debe aecederse á la de- 
manda. 

El examen deberá tener por objeto las condiciones 
generales de la extradición y la verosimilitud de la 
acusación. 

El acto emanado de la autoridad judicial que de- 
clara la extradición admisible, deberá hacer constar 
las circunstancias en que la extradición se ha de 
verificar y los hechos porque habrá de concederse. 

Debería admitirse al individuo entregado que opu- 
siese ante el Tribunal llamado á juzgarle en definiti- 
va, la excepción previa de irregularidad de las con- 
diciones en que se hubiera concedido su extradi- 
ción. 

En los tratados varían según las naciones los trá- 
mites adoptados. Lo general es que la extradición se 
verifique en virtud de reclamación presentada por la 
vía diplomática ó consular; que se requiera presenta- 
ción de copia auténtica de la declaración de culpabi- 
lidad ó de la sentencia condenatoria ó de mandato 
de prisión, expedido por autoridad competente; que 
se acompañen datos que proporcionen medios para 
asegurar la identidad del reclamado; que se autorice 
la prisión provisional y que si en un plazo determi- 
nado no se presentan los documentos exigidos, el 
perseguido será puesto en libertad. Respecto á los 
gastos el criterio es diverso. 

Además de lo que los tratados establecen, debe 
tenerse presente lo que disponen nuestras leyes, ya 
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con relación á la. competencia parj, juzgar delitos 
cometidos en el extranjero, ya para entender en los 
que por extranjeros se cometieran en España (ar- 
tículos 333 al 3i6 de la ley orgániía de 15 de Sep- 
tiembre de 1870), ya relativo al procedimiento (ar- 
tículo 824 al 833 de la ley de Eijuiciamíento crimi- 
nal y 671 á 677 del Código de Justicia militar). 

Las censecuencias que trae la extradición pueden, 
como es natural, referirse ó al Estado que la ha ob- 
tenido ó al individuo que ha sido objeto de ella. 

Cabe que el individuo reelamado haya realizado 
en el país de refugio heehos que le tengan sujeto á 
la acción penal del Estado requerido y en semejante 
situación suele estipularse que sin perjuicio de que 
el juicio de extradiodón siga adelante, la entrega del 
reo será diferida mientras se le juzga definitivamente 
y dada la hipótesis de que fuera condenado, la extra- 
dición se cumplimentaría después de ' cumplida la 
condena. No se halla tal solución exenta de peligros, 
y pudiera ser preferible que se atendiera á la grave- 
dad de los delitos, sometiéndolo á procedimiento en 
el país en que hubiese cometido el más grave. Sin 
embargo las acciones civiles ó comerciales que con- 
tra el reclamado se hubiesen entablado no entorpe- 
cerán en modo alguno que la entrega se realice, 
aunque tal acto impidiera el cumplimiento de obliga- 
ciones que hubiera contraído con particulares, pu- 
diendo entonces los interesados hacer valer sus de- 
rechos ante las autoíidades que fueran competentes. 

Obtenida la extradición por un delito determinado, 
el Estado que la ha obtenido no puede perseguir ni 
reclamar al que ha sido objeto de la demanda por 
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otro delito distinto del que la motiva. Esta es la cláu- 
sula que de ordinario contienen los tratados, pero 
conviene fijarse en algunos casos particulares que 
pueden presentarse. 

Se ha accedido á la entrega por un delito con- 
creto; en el curso del proceso, averiguase que aquel 
sujeto ha realizado otros actos además de los que 
motivaron la reclamación. Estos hechos pueden ó no 
ser constitutivos de un nuevo crimen ó ser circuns- 
tancias que varían la responsabilidad criminal del 
acusado, ya atenuándola, ya agravándola, ó que sean 
de tal Índole qne modifique por completo la califica- 
ción que del hecho punible se hizo al comenzar el 
procedimiento. 

En el terreno- científico, en todo caso, una vez en- 
tregado el individuo objeto de la demanda, debería 
juzgársele por todo género de delitos que hubiese 
cometido con anterioridad á aquel que motivó su ex- 
tradición. 

En el campo de la realidad, teniendo presentes las 
convenciones que existen entre los Estados, hay que 
distinguir los casos propuestos para darles solución 
adecuada. Los nuevos actos, cuya realización se ha 
descubierto, ¿son bastantes á formar un delito que no 
tenga relación con el perseguido? pues si están com- 
prendidos en el tratado como de los que dan lugar á 
extradición, no se ve razón fundada para que se 
haga precisa una nueva demanda, ya que semejante 
trámite en nada facilita la acción de la justicia y 
por el contrario es una nueva remora, al castigo del 
culpable. ¿Son tan solo circunstancias que vienen á 
alterar el grado de responsabilidad criminal que ha 
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contraído el delincuente? no hay pr3 cisión da trámi- 
te alguno nuevo y deba juzgarsa al procesado en 
ateneiqn á esas condiciones en que realizó el cri- 
men, declarándolo absuelto si en el curso del proce- 
so lográbase demostrar que estaba exento de res- 
ponsabilidad. Si lo que ha sufrido modificación es la 
calificación del hecho punible, siempre que la nueva 
definición del acto que se trata* de castigar, sea de 
las enumeradas en el convenio y no constituya una 
excepción de las allí señaladas, no debe ser necesa- 
ria nueva reclamación. Ahora si el nuevo delito ó la . 
nueva calificación legal que resulte, no están com- 
prendidos entre los que convinieron los dos Estados, ■ 
deberá ser objeto de demanda especíial para obtener 
la autorización necesaria para juzgarlo, ó en todo ca- 
so, nada obsta á que se dé conocimiento de las va- 
riaciones habidas al Gobierno del Estado requerido. 

Respecto á los delitos que cometiera el reclamado 
después de obtenida su extradición, no hay duda que 
podrá ser juzgado y condenado por el nuevo crimen. 

Igualmente podrá dirigirse contra él procedimien- 
to por los que hubiese realizado en fecha anterior, 
si el Estado requerido ha dado su asentimiento y no 
hay porqué oponerse á que la acción de la justicia se 
haga efectiva si es el mismo acusado el que expresa 
y voluntariamente consiente en ello. 

Otra de las consecuencias que la extradición pro- 
duce con relación al Estado que la ha obtenido es 
que el Gobierno de dicha Nación no podrá hacer 
entrega del extraído á un tercer Estado que se lo re- 
clame, sin el consentimiento del que aprobó en pri- 
mer término la demanda que á el se dirigió. 
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En algunos tratados se consigna la cláusula de que 
si el reo que se va á entregar lo es de crimen ó de- 
lito que según la ley del país requirente debe casti- 
garse con la p3na de muerte, esta entrega no se lle- 
vará á cabo, de no admitirse la condición de que la 
pana será conmutada por la inmediatamente infe- 
rior. 

Cláusula es esta, que se ha prestado á muy varios 
comentarios, favorables los más, adversos los otros. 
Si la pena qu3 al delito se ha de imponer la deter- 
mina la ley del punto en que se juzga al criminal, 
parece inadmisible que un gobierno extranjero pon-* 
ga limitaciones y no acceda á la entrega del delin- 
cuente si no son aceptadas. Más si se recuerda, que 
no en todos los códigos figura como pena aplicable á 
determinados delitos la de muerte; si no se olvida la 
gran discusión acerca de la legitimidad é ilegitimidad 
de tal castigo y lo divididos que jurisconsultos, ira- 
tratadistas y leyes están con relación á este punto, 
en vez de rechazar semejante disposición, debe ad- 
mitirse,* porque si la razón está en favor de los con- 
trarios á la pena de muerte, obra meritoria es sus- 
traer de ellj á un hombre; si estuviera de* lado de 
los partidarios de su aplicación cabría el que al con- 
venirse el tratado no se aprobara esa cláusula y en 
la duda de quién es el que obra en justicia, preferi- 
ble es que se salve la vida de un delincuente que al 
fin y al cabo es un semejante digno de compasión, 
aunque sobre él se haga caer todo el peso de la ley, 
que no que el patíbulo se tina con sangre humana, 
aunque sea del ser más despreciable de la hun^í^- 
nidad. 
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Efectos ha de producir, el que la extradición se lle- 
ve á' cabo con relación al que es objeto de ella. 

- Martens reduce estos efectos á ser juzgado impar- 
cialmente, con justicia y no ser sometido á procedi- 
miento alguno excepcional. ^^^ 

- Sencilla es la fórmula en que los compendia, pero 
su sencillez no obsta á que sea bastante completa. 
¿Qué más puede desear el delincuente y los Estados, 
?i se obra impareialmente y en justicia? El procesa- 
do debe conservar todos sus derechos ante el Tribur 
nal que va á juzgarlo. Que se obrará con imparciali- 
dad y en justicia es condición indispensable de la 
recta aplicación de la ley y el extraído, cual todo el 
que se ve sujeto á la acción penal, tiene derecho á 
ello. Por lo que hace á que no sea sometido á proce- 
dimiento alguno especial,- creo que semejante efecto 
debe entenderse, no en el sentido de que si el delito 
es de los que ordinariamente requieren especialidad 
en cuanto al modo de proceder, no se haga apUca- 
ción de ella, sino en el de que por el hecho de la ex- 
tradición, no se apliquen medidas especiales.* 

Brocher en su informe acerca de la extradición 
decia qJfe los convenios deben tener el valor no sólo 
de una ley internacional, sino de una ley interior, 
que debía estar en armonía con las condiciones gene- 
rales del orden jurídico de todos los países civiliza- 
dos y por consecuencia respetar el derecho, no sólo 
de los nacionales, sino también de los extranjeros. 

El Congreso internacional de Montevideo en sus 
diferentes resoluciones hizo mención de los efectos 

(1) Obra cit. pag. 116 t. 3,^. 
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que S3 a(?aban de indicar y admitía la sustitueión de 
la pena de muert3 por la inmediata cuaudo se trata- 
se de un reo á que se hubiera de aplicar dicha pena 
y el Estado qu9 lo entregase exigiese tal limitación. 

En la sesión de Oxford el Instituto de Derecho In- 
ternaeional aprobó las siguisntes conclusiones: 

XXII El Gobierno que ha obtenido una extradi- 
ción por un he?ho determinado, está obUgado de ple- 
no derecho y salvo convención contraria, á no dejar 
que se juzque ni castigue al individuo entregado más 
que por es3 he^ho. 

XXIII. El Gobierno que ha concedido una extra- 
dición puede consentir con posterioridad que el ex- 
traído sea juzgado por hechos diferentes de los que 
hayan motivado su entrega, con tal de que esos he- 
chos puedan dar lugar á extradición. 

XXIV El Gobierno que tiene en su' poder á un 
individuo por consecuencia de una extradición, no 
puede entregarlo á otro Gobierno sin el consenti- 
miento del que se lo ha entregado. 

La XXVI citada al tratar del procedimiento rela- 
ciónase con los efectos de la extradición relativos al 
individuo entregado. ' * 

Posteriormente un miembro del Instituto M. Hen- 
ri Lammas3h ha propuesto modificar tales acuerdos. 
Merecen especial mención las siguientes reformas; 

«El Gobierno que ha obtenido la extradición por 
un hecho determinado está de pleno derecho y salvo 
convención contraria, obligado á no dejar etc.. 
(igual á la conclusión XXII de Oxford.) 

«Si el Tribunal llamado á juzgar definitivamente el 
extraído considera este hecho como un crimen ó de- 
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lito no previsto por la convención con el otro Esta- 
do, la sentencia será reputada como contumaz. » 

«En los convenios que se lleven á efecto, los Es- 
tados se obligarán á no rehusar su asentimiento, ni 
á la persecución, ni al castigo ni á la extradición ul- 
terior del extraído, por hechos anteriores á la extra- 
dición aparte de los que la hayan motivado. » 

» El Estado que reclama la extradición de un in- 
dividuo por dos ó más crímenes ó delitos que no 
obliguen todos á ella, se obliga á hacer reducir la 
pena por sus tribunales en razón á los hechos elimi- 
nados que no son motivo de la entrega.» 




Qué podemos deducir de cuanta llevamos expues- 
to en el curso de este nuestro trabajo? En primar 
lugar, que no es la extradición algo sin realidad, al- 
go ideal; que por el contrario es institución que se 
ve llevada á la práctica, reclamada por necesidades 
sentidas, sin distinción de paises ni Estados, porque 
es el derecho quien lo exige y éste donde haya ra- 
zón, donde haya sentimientos humanos, tiene qua 
ser por cima de diferencias de lengua, de territorio, 
de costumbres, el mismo en su esencia. 

Sintióse la necesidad de determinadas relaciones 
entre los Estados, para impedir la impunidad del 
crimen cuando el reo salva la frontera nacional y á 
la vez que esa necesidad era conocida en mayor 
grado, fué perfeccionándose el medio con el cual se 
atendía á satisfacerla. 

Quisimos probar su realidad histórica y los prece- 
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♦ 

denles expuestos sirven de prueba cumplida. Quería- 
mos asegurar el perfeccionamiento y extensión en 
nuestros días alcanzados; la enumeración de trata- 
dos convenidos de 1859 al presente, el desarropo to- 
do de nuestra labor, es la demostración más palpable 
qne puede darse. 

El examen de las personas que pueden ser objeto 
de extradición vino en apoyo de nuestra opinión, al 
sostener que nacionales y extranjeros, autores, cóm- 
plices y encubridores, sentenciados, acusados ó pro- 
cesados debían ser los que se entregaren por el Es- 
tado de refiagio al requirente. 

La extensión en cuanto á los delitos que pueden 
servir de base á la demanda ocupó parte principal 
de nuestra labor y en ella fué sostenido: un punto de 
vista amplio, en cuanto á los hechos punibles que 
dieran motivo á la entrega del criminal; un criterio 
muy. restringido, por lo que hace á los crímenes ex- 
ceptuados de adoptar tal medida, indicando los deli- 
tos que debían dar lugar á la extradición. El hecho 
perseguido debía ser el motivo; la pena que se le im- 
pusiera, la naturaleza del mismo, los datos precisos 
para marcar el límite mínimo, las excepciones á la 
regla general. 

Como principio general al tratar del procedimien- 
to, sentamos que debía ser tal, que no pusiese tra- 
-bas de ningún género á la acción de la ley, que pro- 
porcionase todo género de garantías eiK favor de la 
justicia, tanto para los Estados interesados, como 
para el que es objeto.del procedimiento. 

Y antes que todo ello, como base sobre la que ha- 
bía de sostenerse la coordinación de ideas, que des- 
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arrolladas expusieran nuestro modo de pensar,^ bus- 
camos el fundamento de la extradición y no lo halla- 
mos en miras de utilidad ó conveniencia recíprocas, 
no; le asignamos otro superior, otro que la convirtie- 
ra en verdadera institución jurídica, ya que en los 
principios de derecho natural, en las exigencias del 
cumplimiento de la ley y del castigo del trasgresor 
de la misma, al considerar el ejercicio de la acción 
penal en el orden internacional, hallábamos el obje- 
to apetecido. 






J 



apé:ndicbs 



Personas sujetas á extradlclén 

Extradición de los nacionales (1) 



Hace excepción en favor de sus propios subditos 
el convenio celebrado con Portugal, art. 1.** 

En el convenio con Italia dispone el art. 5.^: Que 
en ningún caso ni por ningún motivo podrán ser 
obligadas las partes contratantes á entregar sus res- 
pectivos subditos. Cuando según las leyes vigentes 
del Estado á que pertenezca el culpable tenga lugar 
la persecución por infracción cometida en el otro Es- 
tado, el Gobierno de este último deberá comunicar 
las infracciones y los autos y cualquier otro docu- 
mento ó aclaración requerida para el proceso y en- 
tregará los objetos que constituyan el delito.» 

«En ningún caso y por ningún motivo, dice el ar- 
tículo 5.^ del celebrado con Bélgica, podrán ser obli- 

(1) Incluímos en este apénrlice las principales disposicio- 
nes do los tratados que se refieren á admitir ó no la extradi- 
ción de los nacionales. 

10 



— ce- 
gadas ías altas partes contratantes á entregarse sus 
nacionales, sin perjnieio de los procedimientos que 
hayan de practicarse contra ellos en su país confor- 
me á las leyes vigentes. ■ 

Los Estados Unidos y España convienen en el ar- 
tículo 8.° que 'Ninguna de las- partes contratantes 
estará obligada á entregar á sus propios ciudadanos 
ó subditos en virtud de las estipulaciones de este 
convenio. » 

Igual, disposición que la citada del tratado con 
Portu'fal contienen los convenidos con Francia, Aus- 
tria y Suiza. 

Otro carácter reviste lo qu3 dispone el tratado 
con la República Argentina, en el art. 3." ^ue dice: 
La obligación de la extradición no se extiende en 
caso alguno á los nacionales de dos los países. 

Sin embargo las. altas partes contratantes se obli- 
gan á hacer procesar y juzgar según sus legislacio- 
nes, los respectivos nacionales que cometan infrac- 
ciones contra las leyes de uno de los dos Estados, 
luego que el Gobierno del Estado, cuyas leyes se ha- 
yan iniringido, presente el competente pedido pol- 
la vía diplomática ó consular y en caso de que aque- 
llas infracciones puedan ser calificadas en alguna 
de las categorías que designa el art. 2°> En el mis- 
rao artículo se establece que la solicitud se acompa- 
ñará de los antecedentes y hechos necesarios, que 
las autoridades del país reclamante, deberán proce- 
der como si ellas mismas hubiesen de proceder á ca- 
lificar el delito y que no podrá reclamarse el enjui- 
ciamiento ante los Tribuuales de su país, si ya hu- 
biese sido procesado y juzgado por el mismo delito 
en el territorio en que el hecho tuvo li^ar, aunque 
la sentencia hubiese sido absolutoria. 

Lo mismo que dispone el párrafo segundo del ar- 
tículo 3." antes citado se dice en el convenio con 
San Salvador. 

Hacía excepción de sus subditos el art. 1." del 
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tratado entre España y Rusia celebrado en 1877 
pero el actualmente vigor de 1888 modifica esta dis- 
posición por lo siguiente declarado en el art. 3.°: Los 
dos Gobiernos podrán libremente conceder ó negar 
la entrega de sus propios subditos. 

Consignase á continuación la obligación en que 
se hallan de proceder criminalmente con arreglo á 
sus leyes respectivas, contra los autores de los deli- 
tos cometidos en el otro país, en cuanto se haga la 
petición al efecto y la de facilitar los informes, docu- 
mentos judiciales, con el cuerpo del delito y cual- 
quiera otra aclaración necesaria. 

Inglaterra y los Estados Unidos, son las únicas na- 
ciones que acceden á la extradición de sus nacionales 
y al convenir tratados con algunas potencias para poder 
llevarlos á término, han tenido en ocasiones que 
aceptar la cláusula de excepción. Así á pesar de te- 
ner los Estados Unidos, tratados en que no hacen di- 
ferencia, ya se ha podido ver como en el celebrado 
con nuestra nación no existe la obligación de entre- 
gar sus propios subditos. En el convenido con Ingla- 
terra, España hace excepción de sus nacionales; In- 
glaterra no hace diferencia alguna. Es el tratado en 
que á pesar de no existir reciprocidad se consagra 
prácticamente el principio que debe aceptarse como 
verdadero. 
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Enumeracióa por orden alfabético de los principales de- 
litos consignados en los convenios de extradición que 
nuestra patria ha celebrado con otros Estados. (I) 

♦ 

Abandono premeditado de un niño 

Alemania, artículo 1.°; Bélgica, 2.°; Dinamarca, 

1.^; Francia, 2.°; Gran Bretaña, 2.°; Monaco, 3.° Ru- A 

sia, 2.*'; Salvador, 2.°; Suecia y Noruega, 1.**; Vene- i 

zuela, 2.^ j 

Abandono de un buque por el capitán J 

Bélgica, artículo 2.^; Brasil, 3.**. ! 

Aborto 

Alemania, artículo 1.®; Argentina (República) 2.^ 
Austria, 2.^; Bélgica, 2.°; Dinamarca, 2.^ 

Francia, 2.^] Gran Bretaña, 2.°; Italia, 2.^; Liberia, 
segundo: Monaco, 3.®; Méjico, 2.^; Portugal, 3.°; 
Países Bajos, 1.®; Rusia, 2.°; Salvador, 2.^; Suecia 
Noruega, 1.^; Suiza, 1.^; Venezuela 2.^ 

Abuso de firma en blanco 
Méjico, 2.°; Países Bajos, 1.°; Venezuela, 2.° 

Abuso de confianza 
Alemania, 1.°; Bélgica, 2.^; Brasil, 3.^; Francia, 
2.°; Gran Bretaña, 2.^; Italia, 2.^; Liberia, 2.^; Mona- 
co, 1.°; Méjico, 2.°; Países Bajos, 1.^; Rusia, 2.°; Sue- 
cia y Noruega, 1..^ Suiza, 1.°. 

Actos cometidos con intenciórtrde poner en peligro la vida 
de los viajeros en un tren de camino de hierro 
Alemania, 1.°; Brasil, 2.^; Francia, 2.°; Gran Bre- 
taña, 2.^; Liberia, 2.^ Monaco, 1."; Méjico, 2.^ Por- 

(1) Para poder formar esta larga lista han servido de base 
las publicadas por los Sres. García Santisteban y Marqués de 
Olivart, que hemos procurado revisar y completar con los tra- 
tados cuya fecha es posterior á la en que se publicó la obra 
del segundo de los citados escritores. 
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tugal, 3.®; Países bajos, 1.°; Rusia, 2.®; Salvador, 2.°; 
Suecia Noruega, 1.^; Suiza, 1.** 

Administración voluntaria y culpable de sustancias 

que puedan alterar la salud ó causar la muerte 
Francia, 2.^ 

Allanamiento ilegal de domicilio, oficinas, etc. 
Alemania, 1.^; Bélgica, 2.^; Estados Unidos, 2.^; 
Francia, 2.''; Liberia, 2.''; Méjico, 2.^ Venezuela, 2.^. 

Amenazas verbales 6 escritas contra personas 

6 propiedades 
Alemania, 1*.°; Austria, 2.^; Bélgica, 2.®; Dinamar- 
ca, 1.°; Estados Unidos, 2.® del convenio adicional 
de 1883; Francia, 2.^ Gran Bretaña, 2.^; Italia, 2.°; 
Paises Bajos, 1.°; Rusia, 2.°; Salvador, 2.*^; Sui- 
za, 1.^ 

Apresamiento de un buque con fraude 6 violencia 

por marineros ó pasajeros 

Bélgica, 2.^ Brasil, 3.^ Estados Unidos, 2.^; Fran- 
cia, 2,"^; Italia, 2.^; Méjico, 2.°; Salvador, 2.^ 

Asesinato 

Alemania, 1.°; Argentina (República), 2.®; Aus- 
tria, 2.^; Bélgica, 2.^; Brasil, 3.°; Dinamarca, 1.^; Es- 
tados Unidos, 2.^, Francia, 2.^; Gran Bretaña, 2.°; 
Italia, 2."; Liberia, 2".; Méjico,' 2/; Monaco, 1.**; Pai- 
ses Bajos, 1.'; Rusia, 2.°; Salvador, 2.*; Suecia y No- 
ruega, 1.*; Suiza, I.*; Venezuela, 2.* 

Asociación ilegal y de malhechores 
Alemania, 1.**; Argentina (República), 2.**; Bélgi- 
ca, 2.°; Francia, 2.°; Italia, 3.*"; Monaco, 1/; Rusia, 
2."; Salvador, 2.'; Suiza, 1.° 

Atentado contra la vida del Jefe del Estado 
ó individuos de su familia 
Argentina, 4.°; Paises Bajos, 1.°; Rusia 4.° 

Atentados contra el pudor 

Alemania, 1.°; Argentina (República), 2.°; Aus- 
tria, 2.**; Brasil, 3.**; Dinamarca, 1/; Francia, 2.°; 
Gran Bretaña, 2/; Italia, 2.*"; Liberia, 2/; Méjico, 2.*, 
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Monaco, 3.°; Países Bajos, t.°; Portugal, 2.°; Rusia, 
2.°; Sueeia y Noruega, 1.**; Salvador, 2."*; Suiza, 1.**; 
Venezuela 2.° 

Bancarrota.— Quiebra fraudulenta 
Alemania, 1."*; Argentina (Repúblic*a), 2.''; Austria, 
2.°; Bélgica, 2.°; Brasil, 2.**; Dinamarca, 1.**; Fran- 
cia, 2.''; Gran Bretaña, 2.°; Italia, 2.°; Liberia, 2.°; Mé- 
jico, 2.^, Monaco, 3/; Paises Bajos, 1.**; Portugal, 3."; 
Rusia, 2.''; Salvador, 2.°; Sueeia Noruega, 1.°; Suiza, 
1.°; Venezuela, 2.° 

Argentina (República), 2.°; Brasil; 2.**; Italia, 2.**; 
Liberia, 2.''; Méjico, 2.°; Paises Bajos, I.*"; Portugal, 
3.'; Rusia, 2." 

Bigamia 

Alemania, 1/; Argentina (República), 2.°; Bélgi- 
ca, 2.**; Brasil (Poligamia), 3.**; Dinamarca, 2.°; Fran- 
cia, 2.**; Monaco, 1.°; Méjico, 2.**; Paises Bajos, 1.**; 
Portugal, 3.**; Rusia, 2.**; Salvador, 2.^; Sueeia No- 
ruega, 1/; Venezuela, 2.** 

Monaco, I.""; Rusia, Párrafo 8.° del art. 2^ 

Conato de asesinato 
Liberia, 2.° 

Conato de homicidio 
Venezuela, 2.° 

Concusión 6 cohecho 
Argentina (República), 2/; Bélgica, 2.°; Francia, 
2.*; Monaco, 1.**; Paises Bajos, 1.**; Portugal, 3.**; Ru- 
sia, 2.**; Sueeia Noruega; 1.*; Suiza, 1.°; Venezue- 
la, 2.° 

ConspiraciÓ7i 
Rusia, 2.° 

Corrupción 

Bélgica, 2.*; Dinamarca (de empleados), L°; Fran- 
cia, 2.**; Italia, 2.^; Monaco, L°; Paises Bajos, L°; 
Portugal, 3/; Rusia, 2.**; Suiza, 1.° 
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Daño fraudulento 
Alemania, 1."*; Rusia, 2.**; Suiza, 1.° 

Declaración falsa 
Alemania, 1.^; Bélgica, 2.*"; Italia, 2.°; Rusia, 2.°; 
Suecia Noruega, 1.°; Salvador, 1.*"; Suiza, I.** 

Deserción 
' * Alemania. — (Marineros mereantes).Artículo 16 del 
Convenio Consular. 

Bélgica. — (Marineros). Acuerdo de 7 de Febrero 
de 1865. 

Brasil. — (Marineros mercantes y de guerra.) Ar- 
tículo 12 del Convenio Consular. 

Francia. — (Marineros mercantes). Artículo 25 del 
Convenio Consular. 

Gran Bretaña, — (Marineros mercantes). Declara- 
ción de 27 de Diciembre de 1859. 

Italia. — (Marineros mercantes y de guerra). Ar- 
tículo 22 del Convenio Consular. 

Portugal. — Articulo 6.* del Convenio de extradi- 
ción (desertores del ejército y de la armada). 

Desacato ó violencias contra autoridades 
Gran Bretaña, 2.°; Rusia 2.° 

Destrucción de documentos, edificios, huqueSj etc, etc. 
Alemania, 1."; Bélgica, 1.°; Dinamarca, 1."; Fran- 
cia, 2.**; Gran Bretaña, 2.°; Liberia, 2.°; Méjico, 1.**; 
Monaco, 1.°; Países Bajos, 1.**; Rusia, 2."*; Suecia No- 
ruega, 1.°; Suiza, 1.° 

Detención arbitraria 
Monaco, 1.**; Portugal, 1.°; Suiza, 1.^ 

Envenenamiento 
Alemania, 1.^; Argentina (República), 2.^; Austria, 
2.®; Bélgica, 2.^; Brasil, 3.^; Dinamarca, 1.^; Estados 
Unidos, 2.^; Gran Bretaña, 2.^; Italia, 2.^; Monaco, 
2.^; Países Bajos, I.""; Portugal, 3.^; Salvador, 2.^; 
Suecia Noruega, 1.®; Venezuela, 2.^ 

Estafa 6 engaño 
Alemania, 1.*^; Austria, 2.^; Bélgica, 2.^; Dinamar- 
ca, 1."^; Francia, 2.^; Gran Bretaña, 2.^; Monaco, 3.^ 
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Países Bajos, 1.°; Portugal, 3.*^; Rusia, 2.^; Salvador, 
2.^; Suecia Noruega, 1.^; Venezuela, 2.^ 

Estupro 
Austria, 2.*^; Bélgica, 2.''; Gran Bretaña, 2.**; Libe- 
ria, 2.^; Méjico, 2.^; Portugal, Párrafo 3.^ del artícu- 
lo 3.**; Salvador, 2.^; Sueeia y Noruega, 1.**; Vene- 
zuela, 2.** 
* Exacción con violencia é ilegal 

Alemania, 1.*^; Suiza, 1.® 

Excitación d la mala vida 

Alemania, 1.®; Bélgica, 2.**; Dinamarca, 1.^; Fran- 
cia, 2.**; Italia, 2.^; Suecia y Noruega, 1.®; Suiza 1.^ 

Falso testimonio 
Alemania, 1.*^; Argentina (República), 2.®; Austria, 
2.^ Bélgica, 2.^; Brasil, 2.**; Francia, 2.^; Italia, 2.^; 
Monaco, 3.®; Países Bajos, 1.^; Rusia, 2.®; Salvador, 
2.®; Suecia y Noruega, 1.^ 

Falsificación 

Alemania, 1.^; Argentina (República), 2.*^; Austria, 
2.^] Bélgica, 2.^; Brasil, 3.®; Dinamarca, 1.^; Estados 
Unidos, 2.**; Francia, 2.^. Gran Bretaña, 3.**;Liberia, 2.*^; 
Italia, 2.^; Méjico, 2.^; Monaco, 3.*"; Países Bajos, 1.**; 
Portugal, 3.^; Rusia, 2.®; Salvador, 2.^; Suecia y No- 
ruega, 1.^; Suiza, 1.*^; Venezuela, 2.^ 

Homicidio 

Alemania, 1.^; Argentina (República), 2.*^; Austria, 
2.®; Bélgica, 2.^: Brasil, 3.®; Dinamarca, 1.**: Estados 
Unidos, 2.*^; Francia, 2.*^; Gran Bretaña, 2.**; Italia, 
2.^; Liberia, 2.^; M^^ico, 2.^; Monaco, 3.^; Países Ba- 
jos, 1.^ Portugal, 3.^; Rusia, 2.^; Salvador, 2.^; Sue- 
cia y Noruega, 1.®; Suiza, 1.^ 

Heridas 
Alemania, 1.^; Argentina (República), 2.^; Bélgica, 
2.**; Brasil, 3.^: Francia, 2.^* Gran Bretaña, 2.^ Ita- 
lia, 2.°: Liberia, 2.^; Méjico, 2.®: Monaco, 3.**: Países 
Bajos, 1.^: Portugal, 3.^: Rusia, 2.^: Salvador, 2.*^; 
Suecia y Noruega, 1.®: Suiza, 1.**: Venezuela, 2.^ 
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Hurto 
Alemania, 1.®: Estados Unidos, 2.® y 2.° del adicio- 
nal de 1883: Italia, 2.^: Gran Bretaña, Párrafo 14 del 
artículo 2.^: Méjico, 2.« Monaco, 3.^: Portugal, 3.^: 
Salvador,2.<^: Venezuela, 2.®. 

Imprude7)cia 
Dinamarca, 1.^: Venezuela. 2.**: Liberia. 2.°. 

Incendio 
Alemania, 1.-^: Argentina (República), 2.*^: Austria, 
2.®: Bélgica, 2.**: Brasil, 2.^ Dinamarca, 1.^: Francia, 
2.<>: Gran Bretaña, 2.^: Italia, 2.^: Liberia, 2.^: Méjico, 
2.«: Monaco, 3.^: Paises Bajos, 1.^- Portugal, 3.^: Ru- 
sia, 2.^: Salvador, 2.^: Sueeia y Noruega, 1.°: Suiza, 
I."": Venezuela, 2.^ 

Infanticidio 
Alemania, 1.**: Argentina (República, 2.®: Austria, 
2.^: Bélgica, 2.^: Brasil, 3.*^: Dinamarca, 1.^: Estados 
Unidos, 2.® Francia, 2.**: Gran Bretaña, 2.^: Italia, 2.^ 
Liberia, 2.^: Méjico, 2.^: Monaco, 3.^: Paises Bajos, 
1.*^: Portugal, 3.^: Salvador, 2.^: Sueeia y Noruega, 
1.^: Suiza, 1.^ Venezuela 2.®. 

Insurrección á bordo de buques 

Alemania, 1.^: Argentina (República), 2.® Dina- 
marca, 1.^: Estados Unidos 2.®: y 1.* del adicional de 
1883: Francia, 2.<>: Gran Bretaña, 2.<>: Italia, 2.*^: Paí- 
ses Bajos, 2.^: Rusia, 2.*: Salvador, 2.^ 

Lesiones 

Argentina (República). 2.^: Bélgica, 2.^: Brasil, 3.° 
Dinamarca, 1.*^: Francia, 2,^: Gran Bretaña, 2.**: Ita- 
lia, 2.^: Méjico, 2.^: Monaco, 3.^: Países Bajos: 1.": 
Portugal, 3.®: Rusia, 2.^: Salvador, 2.°: Sueeia y No- 
ruega, 1.® Suiza, 1.**. 

Malos tratamientos 
Alemania, 1.®: Italia, 2.^ 

Malversación de caudales 
Alemania, 1.^: Argentina (República), 2.^: Bélgi- 
ca, 2.^: Brasil, 3.**: Dinamarca, I.*': Francia, 2.**: 
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Gran Bretaña, 2.^: Países Bajos, 1.^: Salvador, 2.®: 
Sueeiay Noruega, 1.** 

Ocultación de menores y de objetos ilegalmente 

adquiridos 

' Alemania, 1.^: Argentina (República), 2.^: Bélgica, 
2.**: Dinamarca, 1.^: Estados Unidos, 1.** del adicio- 
nal: Gran Bretaña, 2.**: Italia, 2.^: Países Bajos, 1.^: 
Portugal, 3.^: Rusia, 2.**. Salvador, 2.^: Suecía y No- 
ruega, 1.®: Venezuela, 2.^ 

Parricidio 
Alemania, 1.®: Argentina (República^ 2.®: Austria, 
2.^: Bélgica, 1.^: Brasil, 3.^: Estados Unidos, 2.^- 
Francia, 3.^: Gran Bretaña, J.^: Italia, 2.®: Méjico, 
2.*": Mócaco, 3.*": Países Bajos, 1,"*: Salvador, 2.^: 
Suecía y Noruega, 1.®: Suiza, 1.** 

Perjurio 

Alemania, 2.^: Brasil, 3.^: Dinamarca, 1.*^: Fran- 
cia, 2.®: Países Bajos, 1.®: Salvador, 2.^: Sueeiay No- 
ruega, 1.^: Suiza, 1.^ 

Piratería 
Brasil, 3.^: Estados Unidos, 2.® y 1.® del adicional: 
Francia, 2.^: Gran Bretaña, 2.®; Libería, 2.^: Méjico, 
2.^: Rusia, 2.^: Salvador, 2.«: Venezuela, 2.« 

Preparación ó conservación de dinamita 
Rusia, 2.^ 

Privación ilegal de la libertad 

Alemania, 1.^: Austria, 2.®: Bélgica, 2.^: Brasil, 3.^: 
Dinamarca, 1.^: Estados Unidos, 2.^ del adicional: 
Francia, 2.^: Ital¡a,'2.^: Monaco, 2.^: Salvador, 2.^: 
Sueeiay Noruega, 1.®: Suiza, 1.^ 

Profanación del cu Ito 
Austria, 2.° 

Papifía 

Dinamarca, 1."*^: Rusia, 2.^. 

Rapto de menores 

Alemania, 1.®: Argentina (República), 2.^: Bélgica, 
2,^; Brasil, 3.^: Estados Unidos, I."" del adicional: Di- 
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namarca 1.®: Fran?ia, 2.**: Gran Bretaña, 2.®: Italia, 
2.^ Liberia, 2.0; Monaco, 2.<^: Méjico, 2.^: Países Ba- 
jos, 1.^: Portugal, 3.<^: Rusia, 2.'': Salvador, 2.^ Sue- 
cia Noruega, 1.*^: Suiza, 1:^ 

Robo 

Alemania, t.®: Argv^ntina (República), 2.^: Bélgica» 
2.^: Brasil, 2.^: Dinamarcal.^• Estados Unidos, 2.'': 
Francia, 2.^: Gran Bretaña, 2.^: Italia, 2.*^: Liberia 
2.®: Méji.'O, 2.®: Monaco, 2.**: Países Bajos, 1.®: Rusia, 
2.^: Salvador, 2.®: Suecia y Noruega, 1.®: Suiza, I.:** 
Venezuela, 2.°. 

Secuestro 

Estados Unidos, 2.^: Gran Bretaña, 2.**: Liberia, 
2.^: Monaco, 2.^: Venezuela, 2.^ 

Alemania, 1.*^; Austria, 2.^: Bélgica, 2.® Dinamarca, 
1.^: Francia, 2.^: Gran Bretaña, 2.*^: Italia, 2.° Paises 
Bajos, 1.^; Portugal, 3.^: Rusia, 2.^ Salvador, 2.^: 
Suecia y Noruega, 1.®: Suiza, t.^. 

Supresión^ suposición ó sustitución de un niño 
Alemania, 1.^: Bélgica: 2.® Brasil, 3.**. Dinamarca, 
1.^: Franoña, 2.*^: Gran Bretaña, 2.^: Italia, 2.® Liberia 
2.^: Monaco, I.®: Paises Bajos, I."": Portugal, 3."*: Ru- 
sia, 2.^: Salvador, 2.®: Suecia y Noruega, 1.^ 
Suplantación de actos oficiales 
Estados Unidos. — Párrafo 10 del artículo 2.*^. 
Sustracción fraudulenta 

Argentina (República), 2.®: Austria, 2.®: Bélgio'a, 
2.^: Brasil 3.": Estados Unidos, 2.": Francia, 2.^: Gran 
Bretaña, 2.^: Italia, 2.^- Liberia, 2.^: Méjico, 2.^: Mo- 
naco, 3.^: Portugal, 3.®: Rusia, 2.^; Suiza, 1.^: Vene- 
zuela, 2.°. 

Traición 

Rusia, 2.'^ 

Trata de esclavos 

Bi^asil, 3.^: Gran Bretaña, 2,^: Liberia, 2,«: Portu- 
gal, 3.«: Rusia, 2,^ 
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Uso de objetos üegalmente adquiridos ó falsificados 

ó para falsificar 

Alemania, 1.°: Argentina (República), 2.^: Bélgi- 
ca, 2.^: Brasil, 3.^- Estados Unidos, 2.^: Francia, 2.'>: 
ItaUa, 2.^: Portugal, 3.^- Rusia, 2.**: Suiza, 1.° 

Usurpación del estado civil 
Brasil, 2.^: Méjico, 2.<>: Pprtugal, Párrafo 6.^ del 
art. 3.*^: Salvador, 2.^ 

Violación 

Alemania, 2.^: Argentina (República), 2.®: Austria,- 
2."*: Bélgica, 2.*^; Brasil, 3.*": Dinamarca, 1.^: Estados 
Unidos, 2.^: Francia, 2.*^: Gran Bretaña, 2.^: Italia. 
2.**: Liberia, 2.^- Méjico, 2.«: Monaco, 1.^: Paises Ba- 
jos, 2.^: Portugal, 3.**; Rusia, 2.**: Salvador, 2.^: Sue- 
cia y Noruega, 1.°: Suiza, 1.**: Venezuela, 2.^ 



Procedimiento para la extradicién 

« 

Como complemento de cuanto se ha dicho en el 
capítulo correspondiente se trascriben á continuación 
los artículos de varios tratados referentes á los trá- 
mites que deben seguirse para que la extradición sea 
concedida. 

Tratado entre España y Francia 
14 de Diciembre 1877 

Art. 4.^ La demanda de extradición deberá en- 
tablarse siempre por la vía diplomática. 
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Art. 5.* Se concederá la extradición mediante 
presentación de un mandamiento de prisión expedi- 
do contra el individuo reclamado, de cualquiera otra 
providencia que tenga al menos la misma fuerza que 
dicho mandamiento, y expresando igualmente la na- 
turaleza y gravedad de los hechos que se persiguen, 
así como la disposición penal aplicable á los mismos. 

A esos documentos acompañarán, en cuanto sea 
posible, las señas personales del individuo reclama- 
do, y una copia del texto dé la Ley penal aplicable 
al hecho acriminado. 

Art. 6.** En caso de urgencia se procederá á la 
detención preventiva en vista del aviso trasmitido 
por el correo ó por el telégrafo de existir un manda- 
miento de prisión, siempre con la condición de que 
este aviso se comunique en regla por la vía diplomá- 
tica al Ministerio de Negocios Extranjeros del país 
donde se encuentre refugiado el presunto reo. 

* La detención del extranjero se efectuará en la for- 
ma y según las reglas establecidas por la legislación 
del Gobierno á quien se pida. 

Art. 7.® El extranjero detenido preventivamente 
con arreglo á lo dispuesto en. el artículo anterior, se- 
rá puesto en libertad si en el plazo de un mes des- 
pués de su detención no recibe notificación de uno 
de los documentos mencionados en el art. 5.° del 
presente Convenio. 

Art. 12. Los gastos ocasionados por la captura, 
detención, custodia, alimentación de los procesados 
y el trasporte de los objetos mencionados en el artí- 
culo 8.° del presente Convenio al sitio en que ha de 
verificarse la entrega, serán sufragados por el Estado 
en cuyo territorio se haya efectuado la captura de 
los presuntos reos. 
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Tratado entre España é Inglaterra 
4 de Junio 1878 

Art. 6.® En los Estados de S. M. Británica, con 
excepción de las Colonias ó posesioijes extranjeras, 
el procedimiento para pedir y obtener la extradición, 
será el sígnente: 

(á.) En el caso de una persona, acusada, la de- 
manda será dirigida al principal Secretario de Esta- 
do de S. M. Británica para los Negocios extranjeros 
por el Representante diplomático de España. A dicha 
demanda acompañará un auto de prisión ú otro de 
documento judicial equivalente, expedido por un Juez 
ó Magistrado competentemente autorizado para co- 
nocer en la causa formada al acusado en España, y 
las declaraciones hachas con arreglo á las Leyes ante 
dicho Juez ó Magistrado manifestando claramente el 
crimen ó dehto de que se le ac-usa; y por último, ,si 
es posible, las señas de la persona reclamada y cua- 
lesquiera otros datos que puedan ser útiles para esta- 
blecer su identidad. 

Dicho principal Secretario de Estado trasmitirá 
los documentos enunciados al principal Sacre tario 
de Estado de S. M. Británica para los Negocios inte- 
riores (Home- Department), quien por una orden de 
su puño y provista de su sello someterá la demanda 
de extradición á un Magistrado de poUcía de Londres, 
requiriéndole que expida, si ha lugar, un mandato 
de prisión contra la persona reclamada. 

Este Magistrado expedirá el mandamiento reque- 
rido si las pruebas presentadas fuesen en su opinión 
bastantes á justificar igual medida, en el supuesto de 
haberse cometido el crimen ó delito en el Reino 
Unido. 

Verificada la aprehensión de la persona reclamada, 
se la conducirá ante el Magistrado que dictó el auto 
de prisión ó ante cualquiera otro Magistrado de po- 
Ucía de Londres. 



^ 



— 159 — 

Si las pruebas presentadas justificasen con arre- 
glo á la Ley de Inglaterra la formación de causa al 
detenido en el caso de que el acto por el cual se le 
acusa hubiese sido cometido en el Reino Unido, el 
Magistrado de policía ordenará su prisión hasta que 
el Secretnrio de Estado expida la orden para que la 
extradición se verifique, y dirigirá inmediatamente 
á este certificación de que así lo ha hecho, juntamen- 
te con un informe sobre el asunto. 

A la terminación de un plazo, que no podrá exce- 
der de quinc*e días desde que se ordenó la prisión y 
sujeción á juicio del preso, el Secretario de Estado 
mandará, por medio de un orden de su puño y pro- 
vista de su sello, que sea aquel entregado al Comi- 
sionado" autorizado para recibirlo por el Gobierno es- 
pañol. 

(b.) En el caso de una persona condenada, el 
procedimiento será el mismo que queda indicado, 
salvo que el auto ó mandato que haya de ser pre- 
sentado por el Rapresentante diplomático de España 
en apoyo de la demanda de extradición, expresará 
claramente el crimen ó delito por el que la persona 
reclamada haya sido condenada, mencionando al mis- 
mo tiempo el lugar y fecha de la senteacia. 

La prueba que en ese caso deberá sar presentada 
al Magistrado de policía ha de ser de naturaleza 
que establezca que, según la Ley de Inglaterra, el 
detenido ha sido condenado por la infracción de que 
se le acusó. 

(c.) Los sentenciados en rebeldía ó «in contuma- 
ciam» se considerarán para los efectos de la extradi- 
ción como acusados y serán entregados en este con- 
cepto. 

Después de verificada por mandato del Magistrado 
de poHcía la prisión de la persona acusada ó conde- 
nada hasta que el Secretario de Estado expida la or- 
den de extradición, dicha persona tendrá el derecho 
de reclamar un mandato de «Rabeas Corpus». Si hi- 
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cíese uso de este derecho, la extradición se diferirá 
hasta que eí Tribunal falle sobre el.ineidente, y no 
podrá llevarse á cabo sino cuando el fallo sea adver- 
so al reclamante. En este caso el Tribunal podrá 
mandar, sin la orden de un Secretario de Estado, la 
inmediata entrega del acusado al Comisionado auto- 
rizado para hacerse cargo de él, ó mantenerle en 
prisión hasta que dicha orden del Secretario de Esta- 
tado sea expedida. 



IV 



En la exposición que anteaede al proyecto de ley 
que en 19 de Diciembre de 1884 presentó á las Cor- 
tes el ministro de Gracia y Justicia D. Francisco Sil- 
vela dícese en el capitulo 1." referente al título preli- 
minar lo siguiente: 

• El tercero de los fines indicados es señalar los ca- 
sos en que los delitos están siyetos á las disposi&o- 
nes del Código según la nacionalidad de su autor, la 
índole del hecho y el lugar y las personas contra las 
que se ha cometido; consideración para este efecto 
de los buques extranjeros y na.':ionales, inmunidades 
diplomáticas y relación con las legislaciones extran- 
jeras, t 

«Bien se alcanza que en esta materia como todas 
las de Derecho internacional privado, carece de con- 
tenido sustantivo, y por ello quizás parezca á algu- 
nos impropia de un Código penal; y tanto es así que 
no pocos de sus preceptos toman su origen de la ley 
orgánica del Poder judicial; pero mientras se liega ai 
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deseado ideal de reunir en un cuerpo de ley y doc- 
trina todas las reglas aplicables al dorec^ho interna- 
cional privado que es un procediniiíMÜo más que un 
derecho y que puede ser igual en obedecer á los mis- 
mos principios capitales en la materia civil, la crimi- 
nal, la mercantil, la procesal y aun la política, es lo 
cierto que en tocios los paisos se segregan para cada 
esfera del derecho los respectiv^os gru])í)s de relacio- 
nes internacionales, y el dore 'lio peiud al formular 
su Código no puede menos do llamarse á la parto 
consignando en el título preliminar lo más indisjXMí- 
sable para su vida y aplicación en los casos que por 
la naturaleza do sus preeciptos pucnlo i)resentarse con 
más frecuencia en la práctica. » 

Y en los artículos 7.^ 8.^ 9.^ y 10.^ del proyecto 
se desarrollan esas ideas marceando á quienes son 
apHcables las disposiciones del Código con relación á 
nacionales y extranjeros, é indicando el artículo 10 
que «no podrá otorgarse la extradición de un ciuda- 
dano español á un (Gobierno extranjero». (Diario de 
Sesiones, apéndice primero al número 54, 30 de Di- 
ciembre 1884.) 
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